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FILIALES PARTICIPANTES

Atlántida - Barros Blancos - Canelones - Canelones Noreste - Cerro Largo - Colonia del Este - Delta del Tigre 
- Durazno - 18 de Mayo - Florida - Fray Bentos - Juan Lacaze - La Paloma - La Paz - Las Piedras - Libertad 
- Maldonado - Maldonado Oeste - Minas - Montevideo - Parque del Plata/Floresta/San Luis - Pando - Paso 
Carrasco - Paysandú - Paysandú Ruta 3 - Rivera - Rocha - Salto - San Carlos - San José - Sauce - Solymar - So-
riano -Sta. Rosa/San Bautista - Suárez/Casarino - Tacuarembó - Toledo - Treinta y Tres - Young.

Resolución General I

Las Asociaciones de la FeNaPES que al día de la fecha cuentan con personería jurídica, inscriptas en los re-
gistros del Ministerio de Educación y Cultura, a saber: Artigas, Atlántida, Cerro Largo, Durazno, Florida, Las 
Piedras, Minas, Montevideo, Paysandú, Rivera, Salto, San José, Soriano, Suárez, Tacuarembó y Treinta y Tres 
aprueban la participación de las demás filiales en el XVIII Congreso con los derechos emergentes de las dis-
posiciones estatutarias y reglamentarias de la Federación Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria.

Integrantes de la Mesa del XVIII Congreso

            José Olivera (Comité Ejecutivo)
            Fernanda Alanís (Florida)
            Andrés Bentancor (Maldonado Zona Oeste)

A. MEMORIA, BALANCE Y PERSPECTIVA

En el xvii Congreso planteamos que accedía al Gobierno 
nacional «una coalición de derecha y ultra derecha 
con componentes fascistas, lo que avizora el intento 
de realizar un rápido proceso de ajuste y retroceso 
en derechos junto con la amenaza de una escalada 
represiva ante la conflictividad social» (Fenapes, 
2019, p.13).
Hoy debemos decir que el planteo fue acertado. No solo 
su validez, sino que, pandemia mediante, la situación 
tendió a agravarse aún más, tanto en el plano objeti-
vo, a través de las políticas que aún lleva adelante el 
actual Gobierno, como en el plano subjetivo, donde se 
utilizó la situación de pandemia como propaganda, lo 
que generó una dificultad mayor al campo popular a 
la hora de aumentar los niveles de conciencia y orga-
nización de nuestro pueblo para enfrentar el ajuste.
Ante esta situación política fue (y continúa siendo) 
necesario e imprescindible desplegar, como perspectiva 
estratégica del movimiento popular, combinando la 
firmeza con la amplitud, la organización y desarrollo 
del bloque contrahegemónico2 que permitiera enfren-

2	  A partir del congreso extraordinario de 2004, y el ordinario 
de 2007, fuimos profundizando la caracterización de los bloques, su 

1. Introducción

El xviii Congreso de la Federación Nacional de Pro-
fesores de Educación Secundaria (Fenapes) se estará 
desarrollando a casi dos años de la reinstalación en 
el Gobierno nacional de representantes del bloque de 
poder1 y en una situación planetaria marcada por la 
emergencia sanitaria del covid-19, con un proceso 
general de ajuste y avance del capital sobre el trabajo 
que se expresa en todos los aspectos de la vida de 
nuestra sociedad y resulta en la agudización de la 
lucha de clases.

1	  «[…] la presencia de un bloque dominante [que] integra los 
ámbitos de las altas finanzas, el sector importador-exportador, las 
cámaras empresariales, la alta burocracia del Estado, los mandos de 
las ffaa y la policía y los medios de comunicación, bloque en el que los 
representantes directos del capital monopólico transnacional juegan 
un papel en sus ropajes empresariales y/o político-diplomáticos. Por 
ello reafirmamos la necesidad de que el bloque democrático-radical que 
se integra con todos los sectores de la sociedad que objetivamente 
contraponen con el dominante, se constituya en organización y pro-
puesta y construya una nueva hegemonía. Esta hegemonía a construir, 
centrada en los trabajadores organizados, requiere propuestas y 
movilizaciones» (xi Congreso: Profesor Hugo Cores, diciembre 2007).
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tar la aplicación de un proyecto político reaccionario 
y liberticida.
La Fenapes participó activamente en la consolidación 
de esta táctica desde el movimiento sindical, junto a 
diversas organizaciones sociales populares y expre-
siones políticas de nuestra sociedad.
Este bloque viene enfrentando el programa políti-
co-ideológico; concentrador, regresivo, privatizador 
y antipopular.
Durante el 2020, el Gobierno llevó adelante acciones 
concretas para aplicar su programa político-ideológico: 
la aprobación de la Ley de Presupuesto, con ajustes 
que afectan las políticas sociales e inciden directa-
mente en la justicia social, la aprobación de la Ley de 
Urgente Consideración (luc) impulsada por el Poder 
Ejecutivo y aprobada por el Parlamento Nacional (Ley 
19 889/2020, de 9 de julio), cuyos artículos profun-
damente regresivos instauran cambios estructurales 
en diversas áreas estratégicas del Estado, donde se 
afecta su rol social, productivo y económico, lo que 
limita la inversión. Además de la intención de modificar 
las relaciones laborales, expresada en los consejos 
de salarios, las pautas salariales, la afectación a los 
puestos de trabajo y el salario, así como el ataque a 
las libertades sindicales.
En las empresas públicas, las potestades de las uni-
dades reguladoras reducen su capacidad de gestión y 
limitan su rol social, productivo y económico. Impulsa 
políticas privatizadoras de las empresas del Estado. 
Refuerza el aparato represivo y la política punitiva, 
criminaliza la protesta y avasalla los derechos colec-
tivos e individuales.
La regla fiscal, que significa un ajuste económico brutal 
y prolongado, también limita la inversión estatal y 
permite la profundización de la acción e injerencia del 
capital privado y las organizaciones internacionales 
con el objetivo de mercantilizar y privatizar las áreas 
públicas, lo que reduce la participación del Estado.
Los cambios introducidos a la Ley General de Educa-
ción (18 437/2008, de 12 de diciembre) prácticamente 

existencia objetiva y la subjetividad a construir. El bloque dominante con 
existencia objetiva está integrado por los representantes directos del 
imperialismo: los sectores de las clases dominantes del país (especial-
mente los vinculados al capital financiero y al agropecuario exportador 
más concentrado), las cúpulas fascistas de las ffaa (Fuerzas Armadas) 
y del aparato policial y los propietarios de los grandes medios masivos 
de comunicación, con expresión social en las cámaras empresariales e 
industriales y en la asociación rural y expresión política en las cúpulas 
de los partidos de la coalición de gobierno.
El bloque contrahegemónico, democrático-radical por su carácter, 
político y social por su integración, está constituido objetivamente 
por la clase trabajadora y sus aliados (estudiantes, jubilados, coope-
rativistas, intelectuales, pequeños y medianos productores, comer-
ciantes, organizaciones sociales populares) excediendo, por tanto, los 
límites de clase. Tiene su objetividad y expresión social en el Plenario 
Intersindical de Trabajadores - Convención Nacional de Trabajadores 
(pit-cnt), y sus organizaciones aliadas, y su expresión política en todas 
aquellas organizaciones que contrapongan en la práctica con el bloque 
dominante. Este bloque heterogéneo, de existencia objetiva, tiene una 
necesaria subjetividad que consolidar en el plano de la organización 
y de la conciencia.

establecen una nueva ley, brevemente, la luc:
- Desmantela el Sistema Nacional de Educación 
Pública, lo desarticula, y se pasa a una simple 
organización general de la educación. Abandona 
lo público como elemento determinante.
- Elimina la obligatoriedad de asegurar la exten-
sión del tiempo pedagógico, se deja fuera a niñas 
y niños de tres años de la educación formal obli-
gatoria, por lo tanto, el Estado no tiene por qué 
ofrecerla o garantizarla, lo que abre el camino de 
la profundización de lo privado y relega su acce-
so a amplios sectores de la población, afectando 
la justicia social. Es responsabilidad del Estado 
garantizar el derecho a la educación y su pleno 
ejercicio, cumplir con el ingreso, permanencia y 
egreso de los estudiantes. Sin embargo, comienza 
a retirarse de sus obligaciones y abandona políti-
cas educativas de relevancia social. Se elimina el 
bachillerato obligatorio.
- Profundiza el proceso de mercantilización y 
privatización, lo que conceptualiza a la educación 
pública como «servicio». Se puede lucrar con ella 
y poner en riesgo la formación de las futuras 
generaciones.
- Promociona la participación con mayor presencia 
de sectores corporativos privados en organismos 
coordinadores de la educación. Si bien se modifican 
los actores institucionales que participan, el peso 
del sector privado aumenta.
- Atenta contra la autonomía de la Administración 
Nacional de Educación Pública (anep). Se con-
centran potestades y decisiones en el Ministerio 
de Educación y Cultura (mec) que subordinan el 
accionar de la anep y violentan la autonomía que la 
Constitución de la República le otorga. Constatán-
dose una injerencia directa del Poder Ejecutivo (el 
artículo 145 establece, como uno de los cometidos 
del mec, la elaboración, con los tres candidatos 
propuestos por el Poder Ejecutivo para integrar 
el Consejo Directivo Central [Codicen] de la anep, 
el compromiso de política educativa nacional y el 
Plan de Política Educativa Nacional, cuando esta es 
competencia propia de los entes de la enseñanza).
- Genera un proceso de concentración política 
administrativa del gobierno de la educación en 
el Codicen de la anep.
- Elimina los consejos desconcentrados, que son 
sustituidos por direcciones generales, uniperso-
nales y gerenciales, con concepción empresarial.
- Recorta la participación de los actores involucra-
dos, docentes, estudiantes, funcionarios y padres.
- No existen garantías de convocatoria al Congreso 
Nacional de Educación.
- Pone en riesgo el acceso a la educación, el Estado 
se retira de sus responsabilidades y esto se refleja 
también en la Ley Presupuestal y la rendición de 
cuentas. Se promueven propuestas curriculares 
cuyo objetivo es capacitar a los individuos, orien-
tados al mercado laboral, en competencias, donde 
se encontrarán en peores condiciones laborales y 
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mal remunerados. El conocimiento y la formación 
integral y permanente quedarán reservados a 
unos pocos que puedan costear dicha formación.
- Plantea una reforma laboral que incumple con 
la negociación colectiva, de carácter punitivo y 
gerencial, que afecta las condiciones de trabajo y 
establece la flexibilización laboral.

En la Fenapes, desde el mes de enero del 2020, dis-
cutimos, difundimos y movilizamos en todo el país. 
Defendimos la educación pública y llegamos a los 
trabajadores de la educación y a la población con los 
principales aspectos de la luc.
Desde el Plenario Intersindical de Trabajadores - Con-
vención Nacional de Trabajadores (pit-cnt), luego de 
una discusión que llevo varias instancias, se resolvió, 
en una perspectiva que demostró ser correcta, la 
necesidad de impulsar en el movimiento popular la 
iniciativa de confrontar con el programa de gobierno 
y el ajuste hacia los sectores populares a través de un 
referéndum que anulara los artículos más regresivos 
de la luc. El pit-cnt aglutinó a diversos colectivos 
sociales y políticos detrás de esta estrategia. Fueron 
miles las uruguayas y uruguayos que, desde diversos 
ámbitos de militancia, recorrieron el país en bús-
queda de las firmas necesarias para llevar la luc a la 
consulta popular.
El amplio trabajo desplegado concretó las casi ocho-
cientas mil firmas entregadas en la Corte Electoral, 
en una jornada histórica que hoy nos garantiza que 
tendremos referéndum y el pueblo debe expresarse 
en las urnas.
Nuestro objetivo central es generar una óptica po-
lítica-organizativa que oriente la acción política 
consciente del conjunto de nuestro sindicato y, desde 
ella, construir colectivamente, junto a otros, una pers-
pectiva que permita resistir y confrontar por un lado 
y generar las condiciones para dar un salto cualitativo 
que permita retomar la iniciativa programática y 
construir una correlación de fuerzas que involucre 
a la mayoría de nuestro pueblo.
En el contexto planetario, regional y nacional, se con-
tinúan las muestras del accionar de las concepciones 
neoliberales con elementos fascistas que se extienden 
en la región, donde se profundizan los ataques a los 
derechos conquistados por los trabajadores y pueblos, 
se recortan libertades sindicales, derechos de traba-
jadores, jubilados y de gran parte de la población. En 
especial, se siguen desconociendo los derechos de los 
pueblos originarios, reprimiéndolos brutalmente.
El actual contexto planetario sigue caracterizado por 
la crisis estructural del capitalismo, por la agresiva 
contraofensiva imperialista, que intenta recuperar 
espacios para no perder su hegemonía mundial, y por 
la lucha de los pueblos para la autodeterminación y 
la soberanía que la enfrenta. Con un proceso general 
de ajuste y avance del capital sobre el trabajo, donde 
las economías capitalistas centrales continúan tras-
ladando el costo de la crisis económica global a los 
trabajadores y los sectores más explotados.

Frente a la crisis sistémica del modelo capitalista, el 
capital transnacional está concentrado hoy en lograr 
la máxima mercantilización posible en todas las es-
feras de la vida, de un modo intensivo y con un claro 
objetivo: mantener niveles de dominio y hegemonía 
absoluta. El dominio de las patentes de las vacunas 
contra el covid-19, pese al llamado de la Organización 
Mundial de la Salud (oms) a considerarlas un bien 
público y social mundial, es el ejemplo más claro del 
continuo avance de esa mercantilización, incluido lo 
relativo a los derechos básicos de la vida.
Vivimos el predominio del capital financiero transna-
cional, donde las formas de organización de la economía 
mundial implican la transferencia del poder fáctico 
a las organizaciones supranacionales (organismos 
multilaterales de crédito, calificadoras de riesgo, 
tribunales supranacionales, etc.) cuyos Estados cen-
trales insisten en contener la tendencia constante del 
descenso de la tasa de ganancia, a través de la mayor 
exacción sobre la clase trabajadora global.
La actual revolución tecnológica está marcada por 
la estrategia global de reestructuración del capital, 
con el objetivo de imponer un ajuste que intente 
recomponer sus tasas de ganancia, en el marco de la 
crisis multidimensional que afronta el sistema. Dicho 
ajuste se traduce en precarización laboral, recortes 
en las políticas sociales y un recrudecimiento de los 
conflictos militares.
Es necesario llevar a cabo una valoración crítica del 
proceso de transformación tecnológica, en el entendi-
do de que la formación y capacitación son necesarias 
como formas de democratizar el conocimiento y las 
aptitudes para el manejo de las nuevas tecnologías, 
pero evitando las posiciones de aceptación acríticas 
del proceso, que no desnudan el carácter de clase que 
tiene el modelo de implementación de los cambios 
tecnológicos en los procesos productivos, al servicio 
de la estrategia de ajuste promovida por el capital 
en el ámbito planetario, con el objetivo de revertir la 
tendencia a la reducción proporcional de la ganancia 
con respecto al total del capital invertido. El análisis 
de la revolución tecnológica y su utilización debe 
ubicarse como parte central de la disputa entre el 
capital y el trabajo.
La discusión central pasa, entonces, por instalar en la 
sociedad un debate sobre las formas de apropiación 
de la riqueza generada. En el corto y mediano plazo, 
analizar el papel del Estado en los estímulos que imple-
menta en la economía para favorecer las inversiones 
que apuesten a la generación de puestos de trabajo y 
que desestimulen, por la vía fiscal, las inversiones que 
transfieran las ganancias generadas por el aumento 
en la productividad exclusivamente al capital; la fis-
calidad robótica (impuesto ante el desplazamiento de 
trabajo «vivo»); las transformaciones en la seguridad 
social que garanticen condiciones de vida digna al 
conjunto de la población (analizar propuestas como 
renta básica universal, trabajo garantizado, etc.); al 
tiempo que se reestructura la distribución del trabajo 
(propuestas como la reducción de la jornada de tra-
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bajo, el alcance de las formas remuneradas de trabajo 
en la sociedad, etc.). En el largo plazo, la discusión 
de fondo implica debatir un cambio del modelo y las 
relaciones de producción.
Nuestra América vive nuevamente bajo los efectos de 
una ofensiva neoliberal, fruto de intereses convergentes 
y de esfuerzos combinados entre los representantes 
regionales del capitalismo financiero transnacional, 
del Gobierno de Estados Unidos (ee. uu.), como su 
núcleo hegemónico, así como de los representantes 
de la burguesía en nuestra región.
Sigue siendo la región más desigual del mundo en 
diversos aspectos, entre ellos la distribución de sus 
ingresos y de la tierra. La concentración de riqueza e 
ingreso va de la mano con la centralización de poder 
de las burguesías nacionales aliadas a los ee. uu. En 
nuestra región, menos del 20 % de la población con-
centra el 83 % de la riqueza.
En el plano político, se constatan avances reaccio-
narios. La alianza entre sectores conservadores y el 
imperialismo norteamericano hacen de la región el 
patio trasero de los ee. uu. Se intenta consolidar su 
relato del giro a la derecha y avance neoliberal a pesar 
de las diversas realidades en la región. La actual eta-
pa está marcada por la disputa entre las burguesías 
apoyadas por el imperialismo norteamericano y los 
pueblos que apuntan a una integración soberana y 
autodeterminada de nuestra América.
El carácter continental de los acontecimientos viene 
determinado por los rasgos comunes de su formación 
económico-social capitalista dependiente. En todos 
nuestros países predomina una matriz productiva 
básicamente dependiente de los centros hegemónicos 
del capitalismo global y una inserción internacional 
subordinada y proveedora de materias primas (hoy 
commodities) para los países centrales. A su vez, la 
participación continental en las cadenas y redes 
productivas globales implica una especialización en 
sus eslabones más periféricos.
Hoy, nuestra América se debate entre dos vías: autode-
terminación y profundización de las transformaciones 
o ajuste radical contra los ingresos y derechos de 
las grandes mayorías populares. Construir la eman-
cipación liberadora dependerá de la organización 
y profundización de las acciones de los pueblos en 
sentido popular y democrático.
En el plano nacional, los sucesivos gobiernos del Fren-
te Amplio desarrollaron políticas económicas que, 
esencialmente, se basaron en una redistribución del 
ingreso a la interna de la clase trabajadora, a partir de 
la cual se obtuvieron recursos para políticas sociales 
necesarias que mejoraron las condiciones de vida de 
amplias mayorías populares, pero con la contradicción 
de continuar con políticas económicas que no afec-
taron al gran capital, sino que le permitieron tener 
mayores ganancias e impidieron toda perspectiva 
de cambios profundos. Esto es así esencialmente por 
dos motivos: por un lado, la falta de protagonismo del 
Estado en la economía, lo cual se vincula a la fanática 
promoción de la inversión extranjera directa, y, por 

otro, la indisposición para promover la conciencia y 
organización popular hacia una radical modificación 
de la matriz productiva y su defensa. No se intentó 
modificar la base material dependiente, no se abor-
dó la redistribución de la riqueza, se estancaron las 
medidas sociales y, como causa y consecuencia, se 
promovió la falta de participación popular organizada.
El agotamiento del modelo, entre otros, generó condi-
ciones para que asumiera el control administrativo del 
Estado el bloque de poder dominante a través de una 
coalición de derecha y ultraderecha con componentes 
fascistas, cuya composición de clase está vinculada 
directamente al capital financiero transnacional y al 
agropecuario exportador.
Hoy, la confrontación entre el bloque de poder domi-
nante y el bloque contrahegemónico, con existencia 
objetiva y subjetividad a construir, sigue siendo 
esencialmente central. Y la contradicción principal 
seguirá siendo, hasta que se supere, entre un país 
productivo con justicia social, construido sobre la 
base del desarrollo democrático, o mayor dependencia. 
Situarse correctamente, y lograr que masas de pueblo 
lo hagan, constituye la tarea fundamental de la etapa.
En el plano de la educación rechazamos los planteos 
de retroceso pedagógico:

Estos planteos expresan, en su base ideológica esencial, 
una concepción educativa donde se expresa una alianza 
entre el neoliberalismo pedagógico y los sectores con-
servadores de la sociedad. Expresión de una concepción 
de clase, que consiste en perpetuar la educación como 
reproductora de los valores de las clases dominantes. 
El objetivo final es el retroceso de la educación pública, 
bajar el nivel educativo, rebajar los contenidos, aten-
tando contra la formación de nuestros niños, niñas y 
jóvenes para que nuestros pueblos sean menos críticos 
y por ende más sumisos 
En una sociedad fragmentada, explotada y desigual, 
es un desafío para la sociedad uruguaya hoy, y para 
la educación pública, la disputa por el sentido de la 
educación. «Educación para la liberación o educación 
para profundizar la dominación» (Fenapes, 2019, p.15).

Como venimos señalando, vivimos un proceso de 
ajuste antipopular en todas las líneas, en particular, 
en términos de derechos, libertades individuales y 
colectivas, que también abarca a nuestra educación 
pública y afecta a estudiantes y trabajadores. El des-
mantelamiento del sistema de relaciones laborales 
(la negociación colectiva); cambios y pérdidas de 
derechos en nuestras condiciones de trabajo que se 
definen unilateralmente por los jerarcas; avance au-
toritario e instalación de mecanismos de persecución 
sobre los trabajadores, en especial los sindicalizados; 
definiciones unilaterales para el retorno a la presen-
cialidad plena y las condiciones de estudio y trabajo.
Esta ofensiva coordinada ha tenido una expresión 
clara en la arbitraria creación de una comisión in-
vestigadora en el Parlamento Nacional.3 La comisión 

3	  Comisión Investigadora con el cometido de investigar la extensión 
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se crea a partir de las denuncias del diputado Felipe 
Schipani, ante presuntos hechos irregulares o ilícitos 
que atienda la justificación de licencias a integrantes 
de Fenapes y plantea la utilización de «certificados 
falsos o apócrifos». Las constancias emitidas por Fena-
pes en ningún caso constituyen un certificado, quien 
tiene poder certificador es la autoridad competente.4
Debemos sostener con claridad que dicha Comisión 
Investigadora, desde un Parlamento que carece de 
potestades jurisdiccionales para el caso, constituye 
una clara y flagrante violación de los principios de 
la libertad sindical, tal cual lo ha señalado en su in-
forme al Comité Ejecutivo de Fenapes el Dr. Marcelo 
Domínguez. Es un hecho grave para la democracia 
republicana que sea desde el Parlamento Nacional que 
se esté promoviendo y llevando a cabo dicha violación.
Señala el informe del Dr. Marcelo Domínguez: 

Es más, huelga señalar, que visto el tenor que ha tomado 
la indagatoria llevada adelante a cabo por la Comisión 
Investigadora —desde su inicio, pero mayormente re-
flejado en la sesión del día 4 de octubre— la misma de 
forma directa e indisimuladamente está investigando 
abiertamente el accionar y funcionamiento interno de la 
Federación, lo que colide con lo establecido en el artículo 
26 de la Ley 16 698, en cuanto prescribe la prohibición 
que las personas de derecho privado puedan ser objeto 
de investigación en los términos indicados en el artículo 
6 de la Ley 16 698 (Domínguez, 2021). 

Debemos entender que el avance autoritario y la 
persecución constituyen un accionar político de los 
jerarcas de la Administración, muchas veces disfra-
zado de elementos jurídicos. Adoptar acciones polí-
ticas masivas de denuncia y enfrentamiento a estas 
prácticas, asumir la defensa jurídica ante los ataques 
y definir acciones masivas de solidaridad para con las 
compañeras y compañeros constituyen elementos 
fundamentales para la Federación ante esta realidad.
Este accionar político de la Administración ha impli-

y la justificación de licencias irregulares a los integrantes de la Fede-
ración Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria (Fenapes) por 
parte del Consejo de Educación Secundaria en el período 2015-2019, 
en la Cámara de Representantes.

4	  «Es necesario señalar, que de manera alguna se puede afirmar 
que en la especie estemos frente a un certificado —tal como reitera-
damente, pero de forma jurídicamente incorrecta, lo define el diputado 
Zubia en las actas de la comisión—, en virtud que el certificado tiene 
por objeto atestiguar la verdad o el conocimiento del funcionario 
respecto a ciertos hechos o situaciones, lo que exige que este deba 
ser solamente expedido por funcionarios públicos o por aquellos par-
ticulares a los que la ley ha conferido la facultad de certificar. […] 
De ninguna manera se puede sostener que la constancia, donde se 
solicita la justificación de inasistencias, se subsuma en el concepto 
jurídico de certificado.
[…] En definitiva, en la hipótesis de que fuera cierta la afirmación de 
los diputados de la coalición de gobierno de que el atestado […] Se 
solicita la justificación de la inasistencia según el Art. 70.10 de Estatuto 
del Funcionario Docente de acuerdo al convenio firmado entre Fenapes 
encierra una falsedad y carece de toda relevancia jurídico-penal, ya 
que no existe la falsificación ideológica de documentos privados» 
(Domínguez, 2021).
 

cado el vaciamiento de los ámbitos de negociación 
colectiva y la reapertura discrecional de investigacio-
nes administrativas que ponen bajo procedimientos 
disciplinarios el ejercicio de la libertad sindical. 
Ejemplo de ello son las reaperturas de investigaciones 
administrativas sobre hechos ocurridos en 2019 en 
los liceos n.º 16 de Montevideo y de Empalme Olmos 
en Canelones o la pretensión de limitar la acción o 
reglamentar unilateralmente, lo que viola el principio 
de la autonomía sindical y el ejercicio del derecho a 
licencia sindical, como lo ocurrido con la Asociación 
de Trabajadores de Educación Secundaria (ates).
Ejemplo emblemático de esto es la situación de catorce 
compañeras y compañeros sumariados en San José, 
sobre quienes pesa la amenaza de ser destituidos por 
llevar adelante una campaña del movimiento sindical. 
Desde el 2020, los compañeros fueron convocados por 
el departamento jurídico de la Dirección General de 
Educación Secundaria (dges), debido a que, discre-
cionalmente, se reabriera una denuncia ya tratada 
por el Consejo de Educación Secundaria (ces) y se 
resolviera iniciar una investigación administrativa.
El 25 de febrero de 2021, los compañeros y las com-
pañeras fueron notificados por parte de la dges de la 
instrucción de un sumario con separación del cargo y 
retención del 50 % de sus haberes, hecho sin preceden-
tes desde la reconquista de la democracia. El sumario 
se inicia por presunto acto de proselitismo, vulnera 
normas nacionales e internacionales, en especial la 
libertad sindical y las libertades civiles de opinión y 
expresión del pensamiento.
En esos momentos nos encontrábamos a pocos días del 
inicio de los cursos de un nuevo año lectivo, el 1.º de 
marzo se llevó a cabo un paro nacional de actividades 
de Fenapes, con concentración en la puerta del Liceo 
n.º 1 de San José y posterior marcha hasta la plaza 
de la ciudad, donde quedó manifestado el repudio a 
esta situación. La demostración de solidaridad se vio 
reflejada en la presencia multitudinaria de vecinos de 
la ciudad, sindicatos y federaciones del pit-cnt que 
se presentaron y llevaron su saludo y apoyo a las y 
los compañeros.
El sumario se efectúa mayormente hacia las compa-
ñeras y compañeros fuera del ámbito laboral y con 
acciones alineadas a definiciones políticas partidarias 
por parte de la dges, quien rechazó un recurso de 
revocación a dicho sumario sin siquiera analizar los 
aspectos de fondo, y con un accionar dudoso y reñido 
con las garantías del debido proceso.
La federación, el pit-cnt y diversas organizaciones 
sociales y políticas han manifestado su respaldo e 
iniciado la defensa de los compañeros. La federación 
ha puesto sus recursos humanos y materiales para la 
defensa de las compañeras y compañeros, teniendo 
claramente presente que se trata de una persecución 
sindical a ellos y a toda la federación. Las asociaciones 
de nuestra Federación han llevado adelante diferentes 
acciones para denunciar y visibilizar esta situación 
públicamente.
El 10 de setiembre, dos de las docentes sumariadas, 
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y otro el 11 de noviembre, fueron notificadas de un 
informe del director de la División Jurídica que reco-
mienda a la dges la destitución de ambas docentes por 
violar el artículo 58 de la Constitución de la Repúbli-
ca, proselitismo, tergiversando en sus conclusiones 
pruebas que evidencian lo contrario. Al momento no 
hay información referida a los demás compañeros, 
continuamos a la espera.
El accionar contrario a derecho de la dges y de quienes 
tienen la responsabilidad de instruir el procedimiento 
disciplinar constituye un deterioro de la institucio-
nalidad democrática, el Codicen de la anep tiene res-
ponsabilidad y obligación de corregir esta situación.
El movimiento sindical en su conjunto continúa desem-
peñando acciones en el ámbito nacional e internacional. 
Llevará adelante acciones en los ámbitos pertinentes: 
la Organización Internacional del Trabajo (oit) y la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
El reciente xiv Congreso del pit-cnt reafirmó la defensa 
de los trabajadores ante toda acción de persecución 
antisindical y, especialmente, ante la situación de las 
y los compañeros de San José. Hizo suya la iniciativa 
de recolección de firmas en respaldo a las y los com-
pañeros, propuesta por la asociación de San José e 
impulsada por Fenapes.

Resolución del xiv Congreso del pit-cnt
Declaración

Asistimos a un proceso de ajuste en todas las líneas, 
en particular en términos de derechos, libertades 
individuales y colectivas, que también abarca a 
nuestra educación pública, afectando a estudiantes 
y trabajadores. Estamos ante un avance autoritario 
y la instalación de mecanismos de persecución sobre 
los trabajadores, en especial los sindicalizados.
Por el avance autoritario y la persecución, debemos 
entender que estos constituyen un accionar político 
de la Administración, muchas veces disfrazado de 
aspectos jurídicos. Adoptar acciones políticas masi-
vas de denuncia y enfrentamiento a estas prácticas; 
asumir la defensa jurídica ante los ataques y definir 
acciones de solidaridad para con las compañeras y 
compañeros constituyen un elemento fundamental 
para los trabajadores ante esta realidad.
Manifestamos nuestro más absoluto rechazo a todo 
proceso de persecución político-sindical que disfrazado 
bajo el manto de supuestas garantías jurídicas nos re-
trotraen a prácticas que el país sufrió previo y durante 
la dictadura fascista en nuestra educación pública.
Ejemplo emblemático de esto es la situación de cator-
ce compañeras y compañeros docentes sumariados 
en San José, sobre quienes hoy pesa la amenaza de 
ser destituidos por llevar adelante una campaña del 
movimiento sindical.

El xiv Congreso del pit-cnt manifiesta:
1. Su más enérgico apoyo y respaldo a las y los traba-
jadoras y trabajadores de la Educación y sus organi-
zaciones sindicales.

2. Continuar incluyendo el tema en las plataformas 
reivindicativas de las próximas movilizaciones.
3. Impulsar, junto a los sindicatos, la presentación 
de denuncias y las acciones pertinentes en ámbitos 
nacionales e internacionales.
4. En caso de confirmarse una destitución por razones 
estrictamente antisindicales, exhortar a la Mesa Re-
presentativa a adoptar todas las medidas necesarias 
en respaldo de las compañeras y compañeros.
5. Apoyar la recolección de firmas, en todo el país, 
en respaldo a nuestras y nuestros compañeras y 
compañeros.
6. Dar la máxima difusión pública a esta declaración.
(pit-cnt, 2021).

En los próximos años se estará definiendo parte rele-
vante de la perspectiva educativa. Debemos continuar 
trabajando desde los diferentes lugares del país en la 
defensa de la educación pública, la denuncia del avance 
privatizador, las reformas curriculares que atentan 
contra el nivel educativo y en la profundización de 
nuestros planteos hacia la construcción de una pro-
puesta educativa democrática y democratizadora, por 
las necesidades populares y, por tanto, para enfrentar 
la globalización neoliberal, reivindicar el rol docente 
y las justas condiciones de trabajo.
Ante el avance reaccionario, dependerá de las fuerzas or-
ganizadas del movimiento popular, movilizadas en torno 
a un programa, evitar retrocesos y conquistar avances.
En defensa de la democracia, el rol social y produc-
tivo del Estado y sus empresas públicas, las dignas 
condiciones de vida de nuestro pueblo, las libertades 
sindicales, el trabajo y el salario.
En defensa de la educación pública, enfrentando el 
avance neoliberal, autoritario y privatizador, por un 
proyecto democrático y democratizador.

2. Memoria y balance

2.1 Funcionamiento de los organismos

En este período se afrontaron las dificultades que trajo 
aparejada la emergencia sanitaria por el covid-19, en 
momentos en los cuales algunos departamentos del 
país tuvieron restricción de la movilidad, además de 
la aplicación de los protocolos sanitarios y los aforos 
dispuestos por el Ministerio de Salud Pública (msp) y 
el Poder Ejecutivo.
A pesar de estas dificultades, las estructuras de la 
Federación y sus organismos nunca dejaron de funcio-
nar, tanto en el plano central como en las asociaciones 
federadas, pero si debió adoptar medidas excepcio-
nales y nuevas modalidades de trabajo. Es necesario 
reconocer en el plano nacional el accionar de todas y 
todos los trabajadores sindicalizados de la Federación 
para hacer frente a estas dificultades y mantener 
activa la militancia y el cumplimiento de tareas.
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a) Asamblea General de Delegados (agd)

En el período se realizaron 15 agd, el promedio de 
participación fue de 39 filiales, a la agd que contó 
con menor participación concurrieron 34 y a la que 
tuvo más 46.
Teniendo en cuenta la situación de asistencia de las 
filiales durante la emergencia sanitaria, la agd tomó la 
resolución de modificar excepcionalmente para este 
período el reglamento interno que determina, en función 
de la asistencia, el carácter de participación de las aso-
ciaciones en el congreso (delegados plenos, delegados 
con voz y observadores). Lo que arroja como resultado 
la habilitación de 46 filiales plenas en el congreso.
Señalamos que aún debemos priorizar la instancia de 
agd como máximo organismo de definición y conducción 
política entre congreso y congreso, para lo cual las 
asociaciones federadas deben continuar consolidán-
dose en organización y discusión política que habilite 
a sus representantes a actuar en consecuencia. Así 
como la asistencia continúa a estas instancias, en el 
período solo 9 asociaciones asistieron a la totalidad de 
las asambleas y 6 concurrieron entre una y dos veces.
Marcamos, con preocupación, que tres filiales no 
tuvieron participación alguna en las agd de este pe-
ríodo: Flores, Paso de los Toros y San Ramón. Cada 
una con diferentes características. Paso de los Toros 
llevó adelante acciones concretas de movilización 
con el conjunto de la Federación, pero insistimos: es 
sumamente preocupante que un departamento ente-
ro, como Flores, no esté presente en las actividades 
y acciones de la estructura orgánica de la federación 
y su organismo de decisión. Lamentablemente no 
revertimos está situación. Asimismo, las filiales de 
Colonia Oeste, Empalme Olmos, Los Cerrillos, Médanos 
de Solymar y Shangrilá registran una escasa parti-
cipación (de una a tres asistencias a las asambleas).

b) Comité Ejecutivo

El Comité Ejecutivo se instaló el 7 de febrero de 
2020. Se llevaron a cabo 29 reuniones en el período. 
Destacamos que debió reunirse de forma urgente en 
diversas oportunidades debido a la relevancia inme-
diata de los asuntos por tratar, principalmente a raíz 
del relacionamiento con los jerarcas de la educación 
y las resoluciones adoptadas que afectaban las rela-
ciones laborales, el ejercicio de la libertad sindical y 
las condiciones de trabajo.
Mantuvo, durante el período, la totalidad de su in-
tegración electa en el congreso, pero correspondió, 
durante el 2020, ingresar al suplente de una de las 
ternas presentadas por Montevideo debido a la des-
vinculación sindical por parte de la filial del titular 
electo. Asimismo, en marzo de 2021, se debió consi-
derar y tomar la definición política de sustitución de 
la responsabilidad de la vicepresidencia a quien había 
sido designada, situación que se mantuvo hasta el mes 
de agosto de ese mismo año.
Debemos señalar que no logramos superar la dificul-

tad que implica la no presencia semanal y cotidiana 
de los integrantes del Comité Ejecutivo para atender 
las situaciones que continuamente se generan en la 
dinámica de la actuación sindical. Esta permanencia 
de la situación descripta dificulta el trabajo individual 
y la actuación del organismo.
Es importante valorar la responsabilidad que implica 
pertenecer a este organismo y lo que conlleva a la 
hora de proponer, desde las filiales, su integración 
y la definición del congreso, con una perspectiva de 
fortalecer el trabajo de la organización, así como prio-
rizar el trabajo individual en el colectivo y propender 
a evitar la superposición de tareas.
Trasladamos a las asociaciones federadas que, en el 
año 2021, se tomó la decisión de cesar el contrato de 
arrendamiento de servicio que se mantenía con J y 
J Construcciones, por varias dificultades en el cum-
plimiento de las obligaciones adquiridas. En varias 
oportunidades el titular de dicho arrendamiento de 
servicios, solicitó al Comité Ejecutivo modificar su 
vínculo contractual por una contratación funcional por 
parte de la federación. En todos los casos, la respuesta 
del Comité Ejecutivo fue negativa. Una vez realizada 
la correspondiente notificación del cese del contrato, 
inició acciones ante el Ministerio de Trabajo, presentó 
demanda y solicitó compensación económica. Valorada 
políticamente la situación, se definió transitar por la 
instancia de conciliación y no llegar al largo proceso 
de un juicio laboral. Se procedió a que intervenga 
la doctora Isabel Cammarano, lo que implicó una 
importante erogación económica para la federación.
En febrero de 2021, cesó el vínculo laboral con la 
asistente social del Hogar Estudiantil, motivado 
en una decisión personal. En mayo de 2021, cesó el 
vínculo laboral con una funcionaria de servicio que 
cumplía tareas en el local central, motivado en una 
decisión personal.

c) Mesa Ejecutiva

La Mesa Ejecutiva continuó con el funcionamiento 
semanal de los lunes, con la participación de varias 
secretarías, aunque se vio interrumpido por momen-
tos debido a la situación de emergencia sanitaria y 
las múltiples tareas de la etapa. En dicho ámbito se 
abordaron diversos temas y la planificación de las 
actividades resueltas por la agd o el Comité Ejecuti-
vo. Es una preocupación la dificultad que se da para 
concretar y poder cumplir con las acciones definidas 
debido a la concentración de compañeras y compañeros 
los lunes, pero no así el resto de la semana.

2.2 Relaciones nacionales e 
internacionales: pit-cnt, Coordinadora de 
Sindicatos de la Enseñanza del Uruguay 
(cseu), Internacional de la Educación (ie)

a) PIT-CNT
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En este período, nuestra Federación ha desarrollado 
un accionar constante dentro de la estructura del 
pit-cnt, ocupando incluso actividades de represen-
tación en distintas instancias político-organizativas, 
en especial en lo que refiere a la campaña Yofirmo.
Se participó asidua y activamente en todas las instan-
cias de Mesa Representativa (común o ampliada), en 
las comisiones y frentes de Organización y Finanzas, y, 
en menor medida, en Propaganda, cada vez que fueron 
convocadas. También se participó del Departamento 
de Trabajadores Estatales y Municipales, aunque tuvo 
un funcionamiento esporádico en el período.
Es de particular importancia destacar el avance sus-
tantivo, tanto desde lo cuantitativo como cualitativo, 
de la participación y el trabajo de nuestras filiales en 
los plenarios intersindicales. Su aporte militante ha 
contribuido a su fortalecimiento, así como ha sido 
fundamental la colaboración de nuestras filiales en 
la construcción y ampliación de alianzas con otras 
organizaciones sociales, en especial la conformación de 
varias intersociales y de comisiones pro referéndum.
Este avance político-organizativo se vio plenamente 
desplegado en la campaña pro referéndum, en la que 
muchos destacaron el papel de nuestra Federación, 
a partir de la acción concreta de nuestras filiales en 
todo el proceso y en todo el territorio nacional. Cabe 
destacar, a su vez, que en dicho proceso podemos 
identificar dos etapas claramente definidas: primero, 
la promoción de la definición política de ir por la vía 
del referéndum contra la luc, y, segundo, el proceso 
de recolección de firmas.
En el primer caso, la ejecución de más de 60 actividades, 
llamadas conversatorios, en distintos puntos del país, 
en formato presencial y virtual, coordinadas con los 
plenarios, sindicatos y federaciones, fue una acción 
política que hizo visible la temática y contribuyó a 
generar subjetividad y fuertes consensos con otras 
organizaciones, constituyéndose luego en un hecho 
clave al momento de adoptar definiciones en torno a 
la promoción del referéndum y su método contenido.
En la segunda etapa, nuestra Federación tuvo una 
participación destacada de su militancia en el ámbito 
nacional, en especial en el desarrollo de la campaña 
capilar que implicó abordar los barrios; apoyada por 
una fuerte y estratégica campaña de comunicación 
que abarcó todo el país. Desde Fenapes registramos 
18 950 firmas entregadas en el pit-cnt, además de 
los centenares de firmas que nuestra organización 
sindical ingresó a través de los plenarios y los puestos 
instalados en los vacunatorios del Cerro, Antel Arena 
y Hospital de Clínicas en Montevideo.
Participamos en el xiv Congreso del pit-cnt con una 
delegación de 32 compañeras y compañeros, compuesta 
por los 15 integrantes del Comité Ejecutivo y delegados 
de las siguientes filiales: Atlántida, Canelones Nores-
te, Colonia del Este, Las Piedras, Maldonado Oeste, 
Montevideo, Pando, Paysandú, Rocha, San José, Salto, 
Solymar, Soriano, Suárez/Casarino y Tacuarembó.
Concurrimos al congreso con la convicción de que debe-
mos continuar profundizando la estrategia de generar 

los mayores marcos de alianza detrás de un programa 
que beneficie a las amplias mayorías de nuestro pueblo.

b) CSEU

Se ha registrado un accionar dispar desde este ám-
bito político de coordinación de la unidad de acción 
de los sindicatos de la educación. Si bien la Fenapes 
ha efectuado un esfuerzo importante en su promo-
ción y coordinación, no se han podido superar las 
dificultades en su funcionamiento, así como no se ha 
logrado avanzar en la definición de un mayor grado 
de organicidad.
A pesar de ello, debemos resaltar que se contribuyó, 
primero, en la consolidación de dos nuevas organiza-
ciones sindicales dentro del sector, la Intergremial de 
Formación Docente (igfd) y el Sindicato de Trabajadores 
de la Universidad Tecnológica (situtec); y, luego, se 
promovió su incorporación en el pit-cnt a través de 
resoluciones adoptadas por la Mesa Representativa, 
lo cual fue ratificado en el xiv Congreso.
También debemos resaltar, como aspecto positivo, la 
articulación desde el espacio de la cseu en el plano 
territorial, expresada en la tarea militante en varios 
departamentos, aunque no siempre contamos con 
la presencia de los sindicatos de la Universidad de 
la República o el movimiento estudiantil, así como 
no se ha podido concretar la incorporación de los 
trabajadores del sector privado, nucleados en el Sin-
dicato Nacional de Trabajadoras y Trabajadores de la 
Enseñanza Privada (sintep).
En el período, el accionar de la cseu ha estado enmar-
cado por la campaña pro referéndum, como forma 
de enfrentar los retrocesos que implica la luc; las 
movilizaciones frente al recorte presupuestal, parti-
cularmente en la masa salarial del sector, expresado 
en la pérdida salarial y de puestos de trabajo, y contra 
la política llevada adelante por la Administración de 
eliminar los espacios y derechos consagrados por la 
libertad sindical, en especial el vaciamiento de los 
ámbitos de negociación colectiva y la persecución 
política sindical.
En este escenario de recortes y de conflictividad, 
promovida muchas veces por las propias autoridades, 
aun con las dificultades señaladas, hemos sido capaces 
de promover y llevar acciones de movilización en con-
junto, tanto en el 2020 como en el 2021, teniendo que 
convivir con una nueva realidad político-institucional, 
en especial con los cambios introducidos por la luc 
en lo que respecta a la eliminación de los consejos de 
educación, a excepción del Consejo de Formación en 
Educación (cfe), y el proceso de concentración del 
Gobierno de la anep en el Codicen.
El 4 de febrero de 2021, aplicando la luc, se concretó 
la eliminación de los Consejos de Educación Inicial y 
Primaria (ceip), Educación Secundaria y Educación 
Técnico Profesional (cetp-utu) y cesaron los consejeros 
electos por los docentes en los respectivos consejos. 
Se rompió con una tradición histórica de gobiernos 
colectivos en la educación uruguaya, iniciados en 
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1918 con la escuela pública. En educación media, el 
Consejo de Educación Secundaria es creado en 1935.
El Gobierno nacional decidió erradicar los consejos, 
afectando la gestión colectiva. La transformación de 
consejos de educación en direcciones generales uni-
personales, subordinadas al Codicen y al Ministerio de 
Educación y Cultura, va en contra de la autonomía del 
sistema educativo, consagrada en la Constitución de 
la República. Atacan la autonomía, el funcionamiento 
colegiado, la participación y representación de los 
docentes en los organismos de la educación. Temen la 
ampliación de la democracia en la participación docente.
Desde Fenapes, fuimos partícipes de este proceso de 
integración de los consejos, tarea ardua y nada sencilla, 
pero para la cual contamos con muchas compañeras 
y compañeros comprometidos. Participamos, en el 
debate educativo, en el Primer Congreso Nacional 
de Educación: Maestro Julio Castro, junto a miles de 
ciudadanos a lo largo y ancho del país. Días y horas de 
militancia donde se plasmaron grandes líneas para la 
educación y donde se sentarían las bases para la nueva 
Ley General de Educación. Fuimos muy críticos con la 
ley que finalmente se aprobó en el Parlamento: la Ley 
18 437/2008, de 12 de diciembre, ya que no recogió a 
cabalidad las resoluciones del congreso ni estableció 
la autonomía plena y el cogobierno para todo el siste-
ma educativo. Por ello, continuamos reivindicando y 
defendiendo la necesidad de establecer autonomía y 
cogobierno para la educación.
Desde la cseu, junto al pit-cnt, decidimos ocupar esos 
espacios como otro lugar desde el cual promover y 
defender la educación pública y continuar impulsan-
do la necesidad del cogobierno para la educación. 
Impulsamos la participación sindical en organismos 
de la educación y presentamos listas sindicales a las 
elecciones de los consejeros, para ello definimos y 
desarrollamos una campaña hacia las elecciones en 
anep, en la cual se elegirían dos representantes al 
Codicen.
El pit-cnt tiene una vasta tradición de impulsar y 
apoyar a representantes de los trabajadores en dife-
rentes instituciones de gobierno. Entendemos que esta 
mirada es imprescindible en la conducción política de 
la sociedad para garantizar la perspectiva democrá-
tica, así como los valores de solidaridad, humanismo, 
justicia e igualdad. Esta concepción de profundización 
democrática se expresa en nuestra federación a través 
de la lucha, desde nuestros orígenes, por la autonomía 
y cogobierno, principios por los cuales deberemos 
continuar luchando, sobre todo teniendo en cuenta la 
actual coyuntura y las modificaciones introducidas 
por la luc en el Gobierno de la anep, que operan en 
un sentido contrario.
La eliminación de los espacios de representación 
de los colectivos organizados y la promoción de la 
centralización y participación del sector privado en 
la construcción de la política educativa pública hacen 
hoy necesario que los trabajadores docentes orga-
nizados en la cseu accedan a los pocos espacios de 
representación docente en los órganos de conducción 

de la educación pública.
El 30 de octubre, los trabajadores docentes de la anep 
elegimos a dos representantes docentes en el Codicen. 
En esta instancia electoral comparecimos con el lema 
de la cseu «En defensa de la Educación Pública», en 
el marco de tres listas (1, 11 y 30). Debemos destacar 
que Fenapes defendió la necesidad de presentar una 
lista única que nucleara a todos los sindicatos de la 
educación, como lo hicimos en 2010 y 2015, pero este 
planteo no logró prosperar, acordándose, a partir 
de lo solicitado por los compañeros de la Federación 
Uruguaya de Magisterio - Trabajadores de Enseñanza 
(fumtep), la apertura del lema con una presentación 
electoral de diversas listas, donde Fenapes impulsó, en 
el ámbito nacional, la lista 11, integrada por un grupo 
de compañeras y compañeros propuestos por la igfd, 
por la Asociación de Funcionarios de la Universidad 
del Trabajo del Uruguay (afutu), fumtep y Fenapes.
En esta elección, nos confrontamos con los candidatos 
oficialistas, representantes directos del Gobierno, 
impulsores de las actuales reformas curriculares, los 
recortes presupuestales, el desmantelamiento de la 
educación pública y la persecución político-sindical. 
En todo el país, junto a los sindicatos y federaciones 
de afutu, fumtep e igfd, desplegamos un arduo 
trabajo. Con amplias dificultades en el desarrollo de 
la campaña, debido a los limitantes que la propia Ad-
ministración estableció y al apoyo directo de jerarcas 
del Gobierno, que explícitamente hostigaron a los 
sindicatos de la educación y utilizaron todo el aparato 
de Gobierno y los medios masivos de comunicación 
para la promoción de las listas oficialistas.
El trabajo organizado y coordinado de la cseu y 
el compromiso militante del día a día de nuestras 
compañeras y compañeros resultaron en que las 
listas impulsadas por la cseu - pit-cnt superaran 
ampliamente a las listas oficialistas, confirmando una 
enorme votación de la cseu, lo que nos garantizó la 
conquista de los dos cargos de representación docente 
en el Codicen de la anep, constituyéndose como un 
hecho político significativo, en especial la legitimidad 
de las organizaciones sindicales del sector.
Tuvieron un rotundo rechazo de amplios sectores 
de trabajadores de la educación pública la política 
de recorte presupuestal en la educación; la pérdida 
de salario; la pretensión de imponer una «reforma» 
educativa vertical y antidemocrática, y una reforma 
curricular que atenta contra la formación y el nivel 
educativo de los estudiantes; el desconocimiento de 
la negociación colectiva, la política de persecución 
sindical y la campaña de descrédito hacia los sindicatos.
En todas las instancias, las propuestas populares 
triunfaron, potenciaron el sentido de la lucha por la 
presencia de representantes de los trabajadores en 
el gobierno de la educación y dieron un duro golpe 
al discurso de la falta de representatividad de los 
sindicatos. Esta realidad fortalece la lucha por la 
anulación de los 135 artículos de la luc. Este 30 de 
octubre, además, los trabajadores de la educación de-
fendieron con su voto el papel de las Asambleas Técnico 
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Docentes (atd), donde también fueron derrotadas 
las listas oficialistas. Los estudiantes de formación 
docente obtuvieron iguales resultados con la lista 
gremial promovida desde el orden estudiantil al cfe.
A los compañeros y compañeras que nos representarán 
en el Codicen les espera una tarea muy difícil, en el 
marco de los posicionamientos del Gobierno nacional 
expresados desde el Poder Ejecutivo y sectores del 
Parlamento en torno a la educación. Será necesario 
consolidar el trabajo conjunto de los sindicatos de 
la educación para respaldar y acompañar esa tarea.
La conformación de equipos de trabajo que contemplen 
toda la complejidad de los diferentes subsistemas, el 
vínculo constante y permanente con las organizaciones 
sindicales de base, la cseu y el pit-cnt son elementos 
imprescindibles para desarrollar la tarea.

c) Internacionales

La pandemia ha sido determinante en la configu-
ración del accionar político-sindical en el ámbito 
mundial y regional. En efecto, hubo que realizar una 
rápida reestructuración en el funcionamiento de 
las organizaciones supranacionales, sus planes de 
acción y programa. De todas formas, esto no implicó 
inmovilismo y, si bien hubo que generar cambios, 
aunque muchas actividades fueron suspendidas en 
su formato presencial, muchas otras se llevaron a 
cabo de forma virtual.
En este escenario importa resaltar como, desde la 
Internacional de la Educación, se asumió el desafío 
de poner rápidamente en debate las consecuencias 
sociales y económicas, pero especialmente en el ámbito 
educativo, que la pandemia estaba generando. Por 
ello, se realizaron instancias virtuales en las cuales 
se abordaron aspectos vinculados al fenómeno de la 
educación virtual, sus impactos en los aprendizajes, 
las condiciones laborales docentes (incluida su salud, 
la perspectiva de género), la reconfiguración de los 
sistemas educativos y el avance del proyecto priva-
tizador y mercantilizador en la educación.
De varias de estas actividades fuimos partícipes 
como Federación, asistiendo a la presentación de 
investigaciones acerca del impacto de la pandemia 
en la educación, del avance de la privatización que el 
fenómeno ha generado mediante la promoción de la 
virtualidad o de modelos híbridos, de la pérdida de 
derechos para los trabajadores del sector en varias 
partes del mundo, entre otros temas. Incluso, se gene-
raron evidencias propias a través de investigaciones 
de compañeros y compañeras de nuestra Federación 
que fueron presentadas en el marco de la Internacional 
de la Educación América Latina (ieal).
Pero también recibimos, mundialmente, desde la ie 
y, regionalmente, desde la ieal, solidaridad concreta 
frente a las situaciones de persecución sindical que 
promovió solicitudes ante el Gobierno nacional. Ex-
presaron su solidaridad para con los compañeros y 
compañeras afectados y nuestra Federación, difun-
dieron en el ámbito mundial los hechos en términos 

de denuncia y asumieron el respaldo y gestión de la 
queja ante el Comité de Libertad Sindical de la oit.
Cabe destacar, a su vez, que en el marco de la respuesta 
global frente al comercio y privatización de la educa-
ción, hemos recibido contribución económica para el 
desarrollo de la campaña de recolección de firmas en el 
marco del referéndum contra los 135 artículos de la luc.

2.3 Frente de Autoconstrucción:

A partir de las resoluciones del xvii Congreso, Car-
melo 2019, trasladamos, brevemente, un informe de 
lo actuado por el Frente de Autoconstrucción. A lo 
largo de 2020 y 2021 se trató de llevar adelante un 
trabajo coordinado.

a) Organización

La pandemia del covid-19 alteró significativamente 
el plan de acción organizado para 2020. En este es-
cenario, hubo que implementar la campaña de apoyo 
solidario a estudiantes, compañeros docentes, familias 
y a ollas populares llevadas a cabo por las filiales de 
la federación y por otros actores sociales.
Las actividades en el plano internacional se vieron 
detenidas y cambiaron a formato virtual, así como 
lo hicieron las reuniones de comisiones nacionales: 
Asuntos Laborales, Salud Laboral, Formación Sindical, 
Políticas Educativas, etc. En este sentido, se trabajó en 
la difusión de las jornadas e instancias de trabajo y su 
organización, comunicación con las filiales, aunado a 
las visitas a filiales que se dieron en todo el período.
Otro hecho que atravesó la vida de la federación fue la 
Ley de Urgente Consideración. Desde su surgimiento 
como anteproyecto, se entendió como necesidad ela-
borar toda una serie de encuentros, conversatorios, a 
lo largo y ancho del país para poner el tema en conoci-
miento de la población y fomentar su discusión. Desde 
enero de 2020, y hasta la mitad del año que cursamos, 
se llevaron a cabo más de sesenta conversatorios en 
el ámbito nacional que tenían como eje la discusión 
y el posicionamiento con respecto a la luc. Estas 
instancias, además de enriquecedoras, ayudaron a 
fortalecer lazos con otros sindicatos y organizaciones 
sociales que requerían de nuestra presencia para los 
conversatorios que, teniendo en cuenta los momen-
tos del año, introducíamos en la organización de la 
temática: presupuesto, política educativa, asuntos 
laborales y la mirada desde lo jurídico.
Una vez concretado, desde el pit-cnt, el comienzo 
de la campaña por la anulación de los 135 artículos 
de la luc, se procedió, desde la secretaría, a elaborar 
un esquema organizativo de referentes por filiales 
para mejorar el traslado de papeletas, materiales e 
información, además de la planificación de jornadas de 
recolección, barriadas y cantones en los vacunatorios. 
En todo momento se planteó como importante el trabajo 
desde los plenarios e intersindicales, en el entendido 
de que era una prioridad el establecer lazos solidarios 
con las compañeras y compañeros, desde el apoyo eco-
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nómico hasta la organización de la juntada de firmas.
En noviembre, se realizó una instancia de formación en 
género con la presencia de referentes del movimiento 
feminista y lgbtqi+, instancia enriquecedora que 
entendemos debe continuar.
Se efectuaron varias movilizaciones en varias zonas 
del país durante el 2020, entre las que resalta la que 
se desarrolló con los sindicatos del Departamento de 
Estatales y Municipales el 28 de octubre, que llevó 
una organización en conjunto de gran envergadura. 
Se logró una gran manifestación que responde al 
trabajo denodado de las compañeras y compañeros 
de las distintas filiales de la Fenapes.
Durante el 2021, tuvieron lugar varias movilizaciones en 
las que se intentó coordinar con la cseu y se consiguió 
una, en conjunto, que fue ampliamente acompañada 
por todas y todos el 18 de agosto. El 15 de setiembre, 
en el marco del paro del pit-cnt, gracias al trabajo 
coordinado con otros sindicatos y organizaciones 
sociales, se logró una gran convocatoria que demostró 
la fuerza de nuestras reivindicaciones.
Durante estos dos años, se participó activamente 
de las reuniones de organización en el pit-cnt, y se 
reforzó el trabajo colectivo.
Desde setiembre a la fecha se ha trabajado en la orga-
nización de la campaña de la lista 11 para la elección 
de dos consejeros al Codicen de la anep, lo cual implicó 
una gran labor organizativa y de coordinación con las 
compañeras y compañeros de la fumtep. Se continúa 
con el trabajo hacia el xiv Congreso del pit-cnt, del 5 
al 7 de noviembre, y las elecciones de representantes 
de los trabajadores en el Banco de Previsión Social 
(bps), el 28 de noviembre.

b) Finanzas

En este período, se continuó con el trabajo impulsado 
por las secretarías anteriores y se consolidó la labor de 
la diferenciación del dinero que ingresa mensualmente 
a distintas cuentas, lo cual ha sido muy beneficioso 
para ordenar las tareas cotidianas y visualizar men-
sualmente los distintos flujos.
En setiembre de 2020, se terminó de pagar el prés-
tamo del Banco de la República Oriental del Uruguay 
(brou) por la compra del local sindical. Por resolución 
del congreso pasado, ahora mensualmente se vuelca 
a la cuenta de Emprendimientos el aporte de $ 40 
por afiliado.
En 2020, en el marco de la pandemia, se impulsó por 
parte del Comité Ejecutivo una campaña de solidaridad 
que continuó en 2021. Se administró lo destinando, 
aproximadamente dos millones de pesos cada año, 
para apoyar a las filiales, así como atender algunas 
situaciones y solicitudes especiales, las cuales se 
definieron en coordinación con el ejecutivo.
En esta estapa, se debieron gestionar montos impor-
tantes que la federación destinó a la campaña contra la 
luc, primero, en la fase de promoción y definición del 
referéndum, segundo, en la campaña de recolección 
de firmas y, luego, en la campaña por la derogación 

de los 135 artículos.
Asimismo, se sostuvo financieramente la campaña de 
respaldo y apoyo a los compañeros de San José, que 
cubrió la injusta pérdida salarial que impuso la dges 
y amplió la cobertura en asesores jurídicos.
Se participó de las reuniones del pit-cnt con los re-
ferentes de Finanzas de todos los sindicatos.
Mensualmente, se continuó con la responsabilidad 
de definir la transferencia de los aportes a cada filial, 
aplicando los criterios ya existentes; así como super-
visando distintas tareas que hacen al funcionamiento 
cotidiano de la federación, como liquidación de sueldos, 
pago de cuentas, transferencias diarias, trámites, etc.

c) Comunicación, Prensa y Propaganda

Desde el punto de vista de la comunicación, la secretaría 
se puso como objetivo acompañar la tarea militante. 
Desde el seguimiento día a día en redes sociales, pasando 
por el diseño y distribución de piezas audiovisuales 
y gráficas para el uso de compañeras y compañeros, 
así como el desarrollo de una campaña de medios que 
nos posicionó en todo el territorio nacional.
Como en cada cambio de Gobierno, enfrentamos una 
nueva ley presupuestal y una rendición de cuentas, 
aquí nuestro rol fue el de la denuncia, con la que 
tratamos de ejercer presión sobre los recortes y el 
desmantelamiento de nuestra defendida educación 
pública. La secretaría también fue muy activa en 
este punto, lo que logró instalar en la opinión pública 
algunos datos trascendentes, como el recorte de 56 
millones de dólares en la anep y las horas perdidas 
durante 2021 por ajuste y vacantes.
No erramos en nada cuando decíamos que este Gobierno 
era de extrema derecha con componentes fascistas. 
La persecución antisindical, la campaña de descrédito 
hacia la Fenapes, y todo el movimiento sindical y el 
campo popular, fue también un frente de batalla en 
el que combatimos desde la comunicación.
Acompañar a las compañeras y compañeros de San 
José, informar sobre el notorio ataque de dirigentes 
políticos, en connivencia con medios de prensa —en 
particular, el diario El País—, y enfrentar con informa-
ción la maniobra de enchastre detrás de la Comisión 
Investigadora votada en el Parlamento fueron algunas 
de las consignas que nos trazamos. Para ello nos man-
tuvimos activos, tratando de desmantelar las falacias 
y esclarecer a quienes acompañan nuestras causas; 
partimos de la premisa de que callar era darles la razón.
Como si esto fuera poco, una pandemia se instaló y 
cambió el mundo, sus formas habituales de movilidad 
y, por consiguiente, de militancia. Se limitaron las 
movilizaciones masivas y la posibilidad de salir a la 
calle a defender nuestros derechos. Esto nos obligó a 
un nuevo tipo de militancia, propia de estos tiempos, 
que nunca sustituirá a las calles, pero nos permitió 
mantenernos activos en tiempos de encierro. De hecho, 
nuestra Federación ha sido contundente y clave en el 
armado de las movilizaciones masivas que se lograron 
en el período, además de promover y llevar a cabo otras.
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En este marco, desde la Secretaría de Comunicación traba-
jamos diariamente, tomamos como impulso las acciones 
del período pasado y seguimos los siguientes objetivos:

- defender y jerarquizar a la Fenapes y al movi-
miento sindical;
- actualizar y profesionalizar su imagen y su co-
municación en general;
- colocar en la agenda pública los temas de tras-
cendencia para nuestro colectivo y todo el campo 
popular;
- potenciar la herramienta desde el punto de vista 
de la comunicación interna y su alcance;
- aumentar el alcance de nuestra comunicación y 
sus públicos.

Campañas y otras tareas:

- CAMPAÑA PROFES TIRAN PIQUES
A una semana de declarada la emergencia sanitaria, 
la Fenapes se posicionó en cuanto a la opinión pública 
con un ciclo de videos con el objetivo de acompañar 
a nuestros estudiantes y mantener el vínculo peda-
gógico a partir de recomendaciones para hacer en 
casa. Dicha campaña fue muy bien recibida tanto en 
ámbitos nacionales como internacionales. Detectamos, 
a partir de ella, una caída en las ofensas hacia nuestra 
Federación. Así, nos animamos, con un formato más 
dinámico, a lanzar la segunda edición en el 2021. Los 
piques recibieron más de doscientas mil visitas en todas 
las redes sociales. Participaron docentes afiliados y no 
afiliados. A partir de esta iniciativa construimos una 
mediateca virtual, aún disponible, con una cantidad 
de contenidos recomendados por nuestros pares.

- CAMPAÑA PRO REFERÉNDUM
Desde que la luc aún era un proyecto de ley, desarro-
llamos una serie de anuncios de audios y videos que 
acompañaron el accionar de las filiales, apoyaron, 
informaron y generaron agenda. Además, se concretó 
un ciclo de micros radiales todo el país; cada micro 
fue acompañado de un video para su publicación en 
redes. Distintos compañeros llegaban con el mensaje y 
conseguían dar la opinión de por qué firmar. Por otra 
parte, acompañamos la militancia puerta a puerta.

- CAMPAÑA LISTA 11
Llevamos adelante una campaña electoral con el obje-
tivo de que la cseu recuperara los dos representantes 
en el Codicen y, en particular, impulsamos la Lista 
11, encabezada por el compañero Julián Mazzoni y la 
compañera Liana Testa de enseñanza media. Diseña-
mos la gráfica de la Lista 11, anuncios publicitarios y 
testimoniales, un ciclo de micros radiales, entrevistas 
llevadas acabo en la previa y durante la gira, cobertura 
fotográfica y de medios. Cabe destacar el apoyo que 
tuvimos por parte de las filiales en cada lugar en el 
que las compañeras y los compañeros de la Lista 11 
estuvieron. Fue fundamental trabajar en conjunto.

- CAMPAÑA VOS SUMÁS

Cumpliendo con el último congreso, lanzamos una 
campaña de afiliación que trató de mostrar la im-
portancia de estar afiliado y del propio sindicato. 
El objetivo fue mostrar una Federación cercana a 
las preocupaciones del cuerpo docente, de puertas 
abiertas, inclaudicable a la hora de pelear por nuestros 
derechos y cercana, independientemente de la edad o 
lugar de procedencia del docente. Se incorporó, por 
primera vez, la afiliación web (por supuesto, cada 
afiliación pasa por las filiales correspondientes) la 
cual lleva más de ciento cincuenta solicitudes, lo que 
muestra el impacto de la campaña.

- MILITAMOS DESDE LA CULTURA
Mandatado por anteriores congresos, se continuó con 
la participación y militancia a través de la cultura.

- FESTIVAL VIVA LA EDUCACIÓN PÚBLICA
 Siguiendo las recomendaciones de nuestro anterior 
congreso, y como parte de la estrategia de comunica-
ción, haciendo foco en el aniversario del nacimiento de 
Paulo Freire (19 de setiembre) la Federación festejó 
el comienzo del centenario en 2020 y, en el 2021, el 
centenario del pedagogo brasileño. En dichas instan-
cias, la ciudad de Piriápolis fue el marco geográfico 
que funcionó de telón. Un festival para y desde la 
sociedad, donde la cultura se hizo presente.

- APOYO Y PARTICIPACIÓN
 Se apoyó el espectáculo del cantautor Maturro en 
distintos puntos del país. Concretamente, cuatro 
recitales en donde las filiales pudieron estar gra-
tuitamente. También se continuó el trabajo con la 
murga La Mojigata. En este período, participamos en 
la elaboración de un libro de festejo por sus 20 años.

- DISEÑO Y COBERTURA
Se hizo la cobertura de movilizaciones, manifesta-
ciones y eventos. Se mostró a toda la Federación, 
al gremio docente y a la sociedad en su conjunto lo 
que la Fenapes hace y se llevó nuestra plataforma de 
reivindicaciones. Por otra parte, se diseñaron cientos 
de piezas gráficas: afiches de eventos, placas infor-
mativas y recordatorias, materiales para distribución 
y carteleras, etc.

- JERARQUIZANDO EL PAPEL DE LA FENAPES
Exhibimos distintos emprendimientos que la Federa-
ción tiene. Si bien somos conscientes que no logramos 
mostrarlo todo, elaboramos piezas que dan valor 
a nuestra Federación. La Colonia de Vacaciones, el 
Espacio Cultural y Pedagógico de Nueva Helvecia 
fueron mostrados desde nuestra óptica, lo que logró 
difundir la importancia de estos lugares y lo que 
significan para nosotros. También creamos piezas 
para destacar el congreso, la Asamblea General de 
Delegados y otras instancias de la Federación, como 
las comisiones.
Desde el punto de vista cualitativo, con respecto a la 
comunicación, hemos logrado instalar nuestra agenda 



15

de reclamos y denuncias (fuimos, en varias ocasio-
nes, tendencia en redes). En el período se produjeron 
más de ciento cincuenta piezas audiovisuales, que 
generaron más de un millón de reproducciones. Esto 
implicó potenciar nuestro espacio web para lograr 
mantenerlo sin problemas, para el flujo de tráfico que 
tenemos actualmente. El crecimiento cuantitativo de 
las redes de la Federación (de 500 a 23 000 seguidores 
en Twitter, de 8 000 a 19 000 en Facebook y de 300 a 
12 000 en Instagram) muestra que trascendimos la 
barrera de afiliados.
Hoy, las páginas de la Federación son leídas por docentes 
de secundaria y de otros subsistemas, por estudiantes, 
por políticos, comunicadores y otros generadores de 
opinión y por el público en general, ese que solía recibir 
noticias de Fenapes a través de nuestros adversarios. 
Las interacciones en dichas páginas muestran el rol 
político de nuestra Federación como un actor de 
relevancia. Destacamos el apoyo y acompañamiento 
que tenemos en redes por parte de muchos militan-
tes de todas las filiales, quienes comparten nuestros 
contenidos, responden, siguen y están presentes. 
Sostenemos que este es el camino: el desarrollo de 
una comunicación sindical, territorial y colectiva, que 
potencie la red que significan 60 filiales en todo el país.
Todo este trabajo también se pudo lograr gracias a la 
inversión que la Federación ha hecho en esta línea de 
comunicación. Inversión en pautas de redes, en con-
tratación de espacios donde producir videos y audios, 
en la contratación de personal idóneo en periodismo 
(locutor, periodistas, fotógrafos, etc.), en la compra de 
una cámara fotográfica de buena calidad, etc.

d) Formación político-sindical

La Secretaría de Formación Sindical de Fenapes ha 
sido el nexo entre las políticas de formación sindical 
del Instituto de Investigación y Formación del pit-cnt, 
Cuesta Duarte, y los trabajadores, implementando 
cursos, talleres, etc.
El programa de actividades para los trabajadores de 
Fenapes consiste en:

- apoyar los esfuerzos de las asociaciones para 
ampliar su número de miembros y actividades;
- mejorar la capacidad de negociación de los sin-
dicatos;
- fortalecer la capacidad de los sindicatos para re-
presentar a los trabajadores y reforzar su aptitud 
para defender y promover derechos e intereses.

El contenido del programa y las actividades de formación 
sindical reflejan la diversidad de las actividades de las 
organizaciones de trabajadores, así como cuestiones 
relacionadas con la oit.
Como ya es de público conocimiento, en el año 2020 
se inició una pandemia que afectó a todos los países 
del mundo. El ámbito sindical se vio obligado, en su 
conjunto, a asumir un papel de compromiso y apoyo 
a la formación de los trabajadores y las comunidades. 
Los cursos de formación sindical fueron restringidos 
al área virtual y la presencialidad a los requisitos 

protocolares. Se debió entonces trabajar rápidamente 
en las dos modalidades.
La Secretaría de Formación asumió la responsa-
bilidad, en conjunto con otras áreas de trabajo de 
la Federación, de programar conversatorios con la 
finalidad de brindar información acerca de los 135 
artículos más regresivos de la luc, entendiéndose que 
causarán el peor impacto sobre el mundo del trabajo 
y flexibilizarán las relaciones humanas y laborales. 
Consideramos que esta modalidad, el conversatorio, 
tuvo un papel relevante en esta campaña.

Panorama general

El programa de actividades de la Secretaría de For-
mación Sindical fue importante en la perspectiva 
general de la federación.
El número total de días de formación, divididos entre 
virtualidad y presencialidad limitada por los proto-
colos, fue de 210.
La modalidad dual nos permitió llegar a más de cien 
mil personas, trasmitiéndose también a través de las 
redes sociales como Facebook, entre otras.
Desde el instituto Cuesta Duarte, el programa para el 
año 2021 hizo hincapié en la formación de los jóvenes 
trabajadores. Al hacerlo, busca llevar a cabo una con-
tribución inestimable al desarrollo de las próximas 
generaciones de dirigentes y militantes.
El mundo del trabajo presenta situaciones desafiantes 
y complejas, por ende, las actividades sindicales de 
formación deben ser un apoyo necesario para enfren-
tarlas que fortalezcan las organizaciones.

2.4. Presupuesto, Salario e 
Infraestructura

El proceso de acumulación desarrollado en períodos 
anteriores respecto a la privatización y mercantili-
zación de la educación en el Uruguay por parte de la 
Secretaría de Presupuesto, Salario e Infraestructura 
se vio abruptamente interrumpido por un contexto de 
recorte presupuestal y rebaja salarial a cuyo estudio 
y denuncia se abocó esencialmente el trabajo de esta 
secretaría en el período.
El transcurso de discusión de la Ley de Presupuesto 
aprobada en 2020 significó un desafío para nuestra 
federación con relación a esclarecer ante la población 
en general el recorte presupuestal que comenzaba a 
procesarse. Los discursos públicos de los jerarcas de la 
anep y del Gobierno en su conjunto apuntaron a negar la 
existencia de recortes y aducieron que el mantenimiento 
de la línea base del organismo respecto al presupuesto 
anterior era prueba suficiente para catalogar como 
un «relato» los reclamos y advertencias de la Fenapes.
El funcionamiento deficitario de secundaria en los 
últimos ejercicios y el financiamiento de partidas 
fijas con fondos variables ejecutado por la anterior 
Administración fueron el fundamento central de 
nuestra denuncia, que, finalmente, quedó absoluta-
mente demostrada cuando, hacia el ejercicio 2021, los 
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jerarcas de secundaria adoptaron medidas claramente 
tendientes al recorte de horas, a saber: reducción de 
grupos, eliminación de horas de coordinación, de 
Profesor Orientador Bibliográfico (pob), de Profesor 
Orientador en Informática y Tecnología Educativa 
(poite), de dirección de coro y músico acompañante.
Esta disputa de «relatos» en la que el Gobierno pretendió 
transformar la discusión presupuestal se saldó, irre-
futablemente, con el triunfo de la posición de nuestra 
federación. Hoy en día no quedan dudas respecto a los 
recortes presupuestales que ha sufrido la educación 
pública en general y la educación secundaria en par-
ticular, ni siquiera el propio Gobierno, que en la Ley 
de Rendición de Cuentas de 2021 reconoce y felicita 
el ahorro de 700 millones de pesos en secundaria.
La realización de doce conversatorios sobre presu-
puesto en distintos puntos del país durante 2020 fue 
un factor relevante para consolidar la posición de 
nuestra federación en esta disputa. Las dificultades 
originadas por la pandemia para reunir con mayor 
regularidad la Comisión Nacional pudieron, si no 
revertirse, paliarse a través de estas actividades.
En 2021, la secretaría se dedicó a generar insumos 
que permitieran darle magnitud a los recortes. En 
tal sentido, a través de un pedido de información a 
la Administración, se generaron informes respecto 
al impacto en vínculos laborales y horas docentes, y 
no docentes, a partir del recorte y, mensualmente, se 
han publicado informes que reflejan el deterioro del 
salario real durante el presente año.
Como desafío, queda planteada la necesidad de contar 
con un mayor número de datos que reflejen la masa 
salarial, las condiciones de trabajo de los y las docentes 
derivados de la realidad presupuestal del organismo 
y que permitan construir indicadores. 
Asimismo, resulta imperioso generar una mayor 
vinculación entre el análisis presupuestal y las po-
líticas educativas y condiciones de trabajo, en un 
contexto en el que se avizoran reformas que, entre 
otros objetivos, apuntan a una reducción estructural 
del presupuesto educativo.

2.5. Asuntos Laborales, Salud Laboral e 
informe del equipo jurídico

ASUNTOS LABORALES
Hacer un balance sobre lo actuado por esta secretaría 
que contemple solo el período actual, desde febrero 
2020, genera el inconveniente de no contemplar lo 
acontecido, por ejemplo, en el marco de las elecciones 
de horas con efecto para ese año, que comenzaron en 
diciembre 2019 y culminaron en febrero 2020. Por tal 
motivo, entendemos de orden esbozar algunos aspectos 
de ese proceso, desde julio y agosto del 2019, aun ya 
trasladados para el anterior congreso.
Este criterio servirá también para evidenciar los 
cambios que Asuntos Laborales, en particular, y la 
Fenapes, en general, debieron afrontar en múltiples 
sentidos, pero especialmente en lo concerniente a los 
ámbitos de negociación en temas medulares como 

acceso y condiciones de trabajo. Entre julio y agosto 
del 2019, la Fenapes comenzó a solicitar y establecer 
los ámbitos de negociación con el entonces ces para 
trabajar en elementos tales como las Pautas Regla-
mentarias y las matrices de grupos y cargos.
Las pautas que rigen los actos de elección y designación 
fueron discutidas y aprobadas, como es de orden, en la 
Asamblea General de Delegados de nuestro sindicato. 
Entre noviembre del 2019 y febrero del 2020, una 
vez instalado el nuevo Comité Ejecutivo, el sindicato 
logró la creación de aproximadamente ciento veinte 
grupos a lo largo y ancho del país.
En líneas generales, las valoraciones sobre el desarrollo 
del funcionamiento de las Comisiones Departamentales 
de Elección-Designación Docente (coded), hasta febrero 
2020, siguen siendo positivas, en tanto entendemos 
que la Fenapes continuó representando legítima y 
eficazmente a las trabajadoras y los trabajadores en 
instancias medulares. Si bien cada departamento 
presentó sus singularidades, la presencia de nuestro 
sindicato continuó siendo, como desde hace años, 
fundamental en su rol de garante de la transparencia 
y la negociación.
Por motivos que excedieron a la Fenapes, el proceso 
eleccionario, culminado en febrero 2020, así como 
el último, culminado en febrero 2021, se llevó a cabo 
en dos momentos. Entendemos que esta situación no 
debería volver a repetirse, en tanto la prolongación de 
los actos eleccionarios va en detrimento de las traba-
jadoras y los trabajadores. Sobre el primer proceso, 
y pese a que la elección estuvo fragmentada, al 13 de 
marzo se había designado el 95 % de las horas, esto 
es, aproximadamente ciento noventa mil.
En lo que respecta a la emergencia sanitaria, señalamos 
que generó un quiebre en el funcionamiento de las 
coded y así lo comunicábamos el 18 de marzo de 2020:

Las Elecciones de horas quedan todas suspendidas. 
Fenapes plantea el tema de los intérpretes, debido al 
atraso de la elección por responsabilidades ajenas a 
los trabajadores. El ces informó que la elección de los 
intérpretes se realizará en la semana previa a turismo 
y el sindicato plantea que se les pague a partir del 1º 
de marzo.

Días más tarde, el 1.º de abril de 2020, informábamos:

Compañeros y compañeras.
Como informamos oportunamente, en estos días desde 
Fenapes mantuvimos contactos permanentes con el 
consejero Rivero y el ces, con el objetivo de solucionar 
la situación de varios compañeros que aún no tenían su 
designación de horas o no habían completado su carga 
horaria, por la suspensión del proceso de elección-desig-
nación. Hoy podemos informar que a partir del 13/4, se 
realizarán los actos de elección-designación de horas. 
Estar atentos a los cronogramas que se publicarán en 
estos días. Desde la Fenapes, queremos reconocer y 
agradecer a los compañeros de ates, quienes estarán 
en los procesos de designación, por su actitud solidaria 
en momentos en los cuales sabemos debemos extremar 
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las medidas sanitarias.

En el marco del establecimiento de la emergencia 
sanitaria planteada por el Gobierno desde el 14 de 
marzo de 2020, para evitar el avance del covid-19, el 
18 de marzo de ese año, el Poder Ejecutivo resolvió 
cerrar los centros educativos y suspender las clases. 
Esta medida generó la interrupción por parte del 
entonces ces y, por tiempo indefinido, los actos de 
elección-designación de cargos y horas en el ámbito 
nacional. Si bien la medida era acertada (debido a la 
situación sanitaria), su aplicación hizo que cientos 
de compañeras y compañeros vieran afectados su 
salario y cobertura de salud, ya que aún no habían 
completado su carga horaria para 2020 o ni siquiera 
habían sido convocadas y convocados a elegir.
A partir de esto, la Fenapes centró su reclamo en la 
situación de estos compañeros y compañeras que, se 
entiende, forman parte del sector más precarizado del 
conjunto de los trabajadores docentes. El sindicato 
propuso el pago del presupuesto de marzo en espejo 
con el de febrero. Esta medida cumplía con tres obje-
tivos: mantener el vínculo laboral con el entonces ces 
de las y los docentes perjudicados por la suspensión 
de la elección de horas, asegurar a estas compañeras y 
compañeros el cobro de su salario y, al mismo tiempo, 
mantener la cobertura del Fondo Nacional de Salud 
(Fonasa) de la que venían gozando.
El 30 de marzo de dicho año, la Fenapes comunicó 
a sus afiliadas y afiliados que Codicen no atendería 
este reclamo, aduciendo el costo presupuestal y la 
observación de los organismos de contralor que la 
aplicación de dicha medida le generaría. Esto dejó 
en una situación de extrema indefensión a las y los 
docentes antes mencionados, ya que la única solu-
ción viable era lograr que el entonces ces retomara 
la elección de horas, en un contexto de suspensión 
de clases que hacía políticamente difícil que el sub-
sistema designara horas y cargos a docentes que no 
irían al liceo y que, legalmente, no estaban obligadas 
y obligados a llevar a cabo ninguna tarea a distancia 
con sus estudiantes. De inmediato se hizo el reclamo 
al consejo, que, finalmente, accedió a nuestro planteo.
A partir del 13 de abril del 2020, se fueron retomando 
las tareas de las coded departamentales y los actos 
de elección-designación, lo que logró que cientos de 
compañeros y compañeras puedan acceder al traba-
jo. También logramos que la mayoría de estos actos 
se desarrollen de forma presencial, la modalidad 
avalada y defendida por nuestro sindicato, con plena 
participación del orden sindical a lo largo y ancho del 
país. Debemos resaltar el logro de que las autoridades 
accedieran a efectuar los actos de designación de ho-
ras docentes en una situación de clases suspendidas, 
objetivamente renunciando al ahorro presupuestal 
que esto supone. Una conquista de la lucha de los 
trabajadores organizados de la anep y que benefició 
a cientos de nuestras compañeras y compañeros.
La implementación de la luc fue un hecho medular, 
que debe considerarse en la mayor parte de este 
documento, y lo mismo aplica para la emergencia 

sanitaria sufrida desde comienzos del 2020. Por tal 
motivo, entendemos necesario, y ordenador, contem-
plar el accionar de la secretaría desde la perspectiva 
de ambas circunstancias.
Los elementos que someramente señalamos aquí 
serán desarrollados en el informe base de discusión 
a modo de insumos y posicionamientos estratégicos 
para esta secretaría y la federación toda.
A modo de relatoría, podemos señalar que este espacio 
de la Fenapes continúa sin superar el perfil de gestoría. 
El grueso de las consultas que se han recibido com-
prende a inconvenientes referidos a cobro, recursos, 
sanciones, reclamos, etc. La conformación de comi-
siones en las filiales que integran la federación, o la 
designación de referentes, a fin de asumir localmente 
las dificultades que el cuerpo docente debe enfrentar 
en el ejercicio de sus funciones sigue sin plasmarse.
En cuanto a la producción, podemos señalar que han 
sido varios los informes que la secretaría ha elaborado, 
principalmente sobre el proceso de elección de horas, 
no obstante, entendemos necesario destacar dos: 
Condiciones de trabajo en el marco de la virtualidad, 
el teletrabajo y su impacto social y laboral y La LUC y 
su impacto en el acceso, la permanencia y las condi-
ciones de trabajo en la ANEP. Ambos textos fueron 
trabajados en coordinación con el equipo jurídico y 
atienden a los dos grandes bloques de desafíos que 
tuvimos que afrontar.
Dichos temas también fueron ejes centrales de los 
escasos encuentros nacionales que se pudieron llevar 
a cabo. Si bien la emergencia sanitaria repercutió en 
este aspecto en el período anterior, también en un 
escenario diferente, esta deficiencia fue notoria.
Nuestra federación ha establecido la necesidad, en 
cada período, de impulsar los correspondientes 
llamados a inscripción y actualización de méritos 
para interinatos y suplencias, así como también los 
concursos de docencia directa e indirecta.
Sobre el primer punto, en el año 2020 se produjo una 
convocatoria que trajo aparejado un trabajo arduo, 
por parte de esta secretaría, en cuanto al llamado de 
actualización de méritos e inscripciones por primera 
vez para el registro de interinatos y suplencias del 
año 2020.
Dicha resolución expresaba lo que nuestro sindicato 
siempre ha defendido, esto es, la profesionalización 
docente y su correspondiente consideración, en tiempo 
y forma, por parte del entonces ces. Ahora bien, dicha 
consideración debe estar atravesada, inexorablemente, 
por el respeto de la normativa vigente: Ley de Nego-
ciación Colectiva, Estatuto del Funcionario Docente 
(efd) y, pese a sus falencias, circular 2145.
Las dos resoluciones del entonces ces (Acta: ext. 15, 
res. 1, exp. 3/4843/2020 del 18 de setiembre de 2020 
y, la posterior, Acta: ext. 16, res. 1, exp. 3/4880/2020 
del 22 de setiembre de 2020, que modificaba la prime-
ra) violentaron claramente las diferentes normas. En 
principio, y como se comunicó desde esta secretaría, 
la resolución del entonces ces del 18 de setiembre se 
redactó de forma inconsulta y marcó la lógica de lo 
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que sería el resto del proceso de elección de horas. 
Este tema, luego de sucesivos reclamos, varios de ellos 
a través del consejero Carlos Rivero y su equipo, se 
saldó tomando nuestras propuestas.
El segundo tramo del período estuvo marcado por la 
concentración militante en el marco de la recolección 
de firmas y, nuevamente, ante la suspensión de clases 
por la emergencia sanitaria. Esta secretaría tuvo que 
conjugar la primera tarea con la atención de reclamos 
de diferente índole, siendo los más notorios las imposi-
ciones de algunas direcciones e inspecciones de realizar 
videoconferencias. Sobre este tema, la secretaría ha 
decidido no profundizar en este apartado, pero sí en 
los insumos para la discusión de cara al congreso. No 
obstante, debemos señalar que, a través del Codicen 
de la anep, se impuso el uso obligatorio de la libreta 
digital (pese a que hay asignaturas de determinados 
planes que el sistema corporativo no permite), pero se 
resolvió que el vínculo pedagógico no tenía una única 
forma de llevarse a cabo, atendiendo las múltiples 
formas de lo que se estableció como educación a dis-
tancia. Este último elemento fue el resultado de una 
instancia bipartita entre la cseu y el Codicen de la anep.
En términos generales, y a modo de balance, consi-
deramos que la coyuntura antes caracterizada, con 
los dos elementos transversales y sus implicancias 
en cualquier intención de funcionamiento, generó un 
esfuerzo por intentar conjugar las resoluciones del 
último congreso de la federación con la realidad. Esta 
secretaría tiene aún el debe de generar más espacios 
nacionales de análisis, producción e intercambio y de 
trascender el rol de gestoría cotidiana.

ELECCIÓN DE HORAS VIRTUAL
Entendemos necesario plantear en este punto, como 
posicionamiento de la secretaría, el que definió la 
última Comisión Nacional:

- todo el proceso de elección de cargos y horas 
docentes define las condiciones de acceso al 
trabajo y, por lo tanto, debe ser atravesado por la 
negociación colectiva;
- la consulta a los departamentos del país se realizó 
solo a una parte de las comisiones departamen-
tales de elección-designación docente, esto es, a 
las direcciones de liceos departamentales, por lo 
que se desconoció el ámbito bipartito;
- esta consulta no aclaraba los aspectos de forma 
y solo se explicitaba el formato si la respuesta era 
afirmativa.

Por lo expuesto, señalamos que:
1. El formato propuesto de elección de cargos y 
horas de manera virtual es inaplicable en cualquier 
punto del país, partiendo de la sola evaluación de 
las condiciones materiales.
2. Este formato vulnera todas las garantías de la 
elección presencial y habilita situaciones como una 
eventual desconexión, sinónimo de inasistencia al 
acto, o un correo de voz que significa una notifi-
cación por parte de la Administración.
3. La elección de horas y cargos a distancia genera 

un terreno fértil para conductas clientelistas y 
designaciones irregulares, características que 
habíamos dado por desterradas, sin la participa-
ción sindical garantizada en el ámbito bipartito 
departamental.
4. Todo esto es resultado del actual modelo de 
gobierno educativo establecido en la luc y su 
ideología de base, donde la representación de 
las y los trabajadores organizados no tiene lugar 
ni en los eliminados consejos de educación ni en 
los espacios de los que depende el año laboral. 
Definiciones de este tipo evidencian el actual 
esquema de gobierno de la educación, vertical y 
concentrado; su posicionamiento político hacia 
los espacios bipartitos consagrados por la ley y, 
en efecto, hacia la mencionada representación en 
temas neurálgicos como este.

En cuanto a lo que respecta a creación de grupos, 
manifestamos el siguiente posicionamiento, resul-
tado de las modificaciones concernientes al plan 94, 
para que la Fenapes toda lo tome como propio para 
todos los planes.
Considerando el proyecto de grupos 2022 publicado 
por la dges en las últimas horas, específicamente en 
lo concerniente al plan 94, debemos advertir que se 
tiende a implementar un proceso de elección de horas, 
para este plan, de forma parcial.
Estamos ante una modalidad de creación de gru-
pos-asignaturas cuya habilitación estará sujeta a 
las inscripciones. A su vez, se establece la opción de 
generar los grupos-asignaturas solo para el segundo 
semestre o, en algún caso, para el primero, pero luego 
de culminado el proceso de inscripciones.
Por último, resulta necesario advertir los términos 
que desde la Administración se utilizan para elaborar 
esta norma y, particularmente, en los párrafos citados: 
oferta, demanda. Claramente, esto no es simplemente 
semántico, sino también político-ideológico. Sintetizan, 
junto con su proceder violatorio de la negociación 
colectiva, al actual gobierno de la educación y su 
concepción mercantil de ella.
Por todo esto, entendemos que la totalidad de horas y 
grupos de todos los planes vigentes, así como también 
los cargos, deben estar disponibles desde el comienzo 
del proceso de elección de horas, salvo excepcionali-
dades de fuerza mayor. Durante su transcurso, pero 
antes del comienzo del año lectivo.

SALUD LABORAL
Como plantean las resoluciones del xvii Congreso, el 
objetivo establecido es «mejorar la Salud laboral de las 
y los trabajadores, mediante el mejoramiento de las 
condiciones de trabajo de los mismos» (Fenapes, 2019). 
En este sentido se pretende continuar trabajando en 
la formación de los compañeros en la «prevención de 
los factores de riesgos para evitar las enfermedades 
y los accidentes de trabajo, salvaguardando de esta 
manera la integridad física y la dignidad de los tra-
bajadores» (Fenapes, 2019, p. 77). La idea inicial fue 
trabajar alternadamente entre las regiones norte y 
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sur, combinando sucesivos encuentros en una y otra 
zona del país.
Lo que ocurrió después es por todos conocido, Salud 
Laboral debió dedicarse casi exclusivamente a las 
situaciones emergidas del contexto de alerta sani-
taria, sobrevenido a consecuencia de la pandemia 
de covid-19.
La actividad de la subcomisión se desarrolló en dos 
planos: la comisión bipartita cseu - Codicen y la co-
misión Fenapes - ces, actual dges.
El primer desafío fue concretar un protocolo general 
para todos los trabajadores de la anep y luego ela-
borar una adaptación para nuestro subsistema; lo 
primero se logra mediante un esfuerzo colectivo de 
todos los sindicatos de la educación en fraterno clima, 
alcanzándose un protocolo efectivo, que, aunque sin 
contemplar todos los requerimientos planteados 
por el movimiento sindical, aquellos que resultaban 
fundamentales se vieron reflejados en el documento 
final. De allí en más, la pelea fue lograr que se con-
cretaran los cuidados establecidos en el protocolo a 
los trabajadores de la anep.
Las reuniones de la Comisión de Salud Laboral cseu - 
anep fueron semanales durante la primera etapa, que 
abarcó desde marzo del 2020 a noviembre del mismo 
año. A solicitud de la delegación sindical participa-
ron, en varias oportunidades, el Ministerio de Salud 
Pública o representantes de la Facultad de Medicina 
de la Udelar, con el fin de intercambiar información 
relevante y recoger insumos necesarios para una 
correcta gestión.
Dentro de las dificultades que debimos afrontar con las 
autoridades de Codicen estuvo la significativa política 
de recortes que muchas veces impidió la concreción 
de las medidas acordadas.
En la órbita del ces, se concreta el manual para la apli-
cación del protocolo en los liceos, sin ser contemplada 
la sugerencia de la Federación de integración bipar-
tita de los grupos de trabajo, y se le niega al ámbito 
sindical la función de control de las condiciones de 
trabajo; de todas formas, permitió, por la vía de los 
hechos, trabajar así. Esto se concretó con el esfuerzo y 
compromiso de cientos de compañeras y compañeros 
de todo el país que integraron los grupos de trabajo y, 
con gran celo y responsabilidad, velaron por la salud 
de trabajadores y estudiantes.
Fueron casi doscientos los grupos de trabajo integrados 
por delegados de los núcleos sindicales, lo que invo-
lucró a más de quinientos afiliados en esta tarea. Los 
grados de complejidad de este trabajo dependieron de 
las correlaciones de fuerza, así como de las posturas 
de directores e inspectores, ya que, como lo hemos 
constatado a lo largo del país, muchos mandos medios 
con posturas antisindicales obstaculizaron el trabajo 
de compañeras y compañeros. De todas formas, y gra-
cias a la firmeza y compromiso militante de cientos 
de afiliados, se obligó a la Administración a brindar 
las garantías para el cuidado sanitario. Durante este 
período hemos mantenido entre los integrantes de 
los grupos de trabajo y la federación un intercambio 

fluido de información a través de los medios de comu-
nicación que tenemos a nuestro alcance: se realizó un 
encuentro por plataforma virtual y existe un grupo 
de intercambio, se enviaron informes periódicos y se 
recibieron y analizaron los remitidos por las filiales, 
actuando en consonancia a lo solicitado por ellas.
Las bipartitas en el ámbito de secundaria presentan 
dos momentos bien diferenciados: uno con el ces y otro 
con la dges, en los que las relaciones laborales fueron 
desconocidas por la directora general. Se destaca el 
trabajo coordinado con el sindicato de ates en un 
único frente sindical, el intercambio fluido y trabajo 
conjunto con el sindicato hermano fue constante, así 
como el apoyo y asesoría del compañero W. Miglióni-
co, técnico prevencionista e integrante del pit-cnt, 
que demostró fraternidad de clase en todo momento.
Durante el 2020, la Comisión bipartita de Salud Labo-
ral se reunió dos veces a la semana para atender a las 
demandas de los compañeros de los grupos de trabajo. 
Allí, la labor de los representantes de los trabajadores 
resultó muy valiosa y el trabajo con la compañera 
Alicia Maceira (integrante del equipo) aportó para la 
resolución favorable de varios conflictos. La actuación 
de los técnicos en representación de la Administra-
ción también resultó eficaz en muchos casos, no así la 
representación de la dges, que mostró poco o ningún 
interés en facilitar la labor de los grupos de trabajo.
En el presente año, las instancias bipartitas con la 
Administración, tanto Codicen como dges, se han visto 
mermadas. En el ámbito de la anep, la cseu no ha sido 
recibida desde el apartamiento del consejero Pedrozo, 
el 29 de julio de 2021. La Comisión de Salud Laboral de 
cseu, así como la propia Coordinadora, han reclamado 
la restauración del ámbito, sin novedades a la fecha.
En secundaria, si bien se logra retomar las instancias 
bipartitas en julio del presente año, estas no han sido 
verdaderos ámbitos de negociación, ya que quienes 
representan a la Administración declaran no tener 
facultades resolutivas de ningún tipo.
Recogiendo las orientaciones del congreso, se ha plan-
teado la necesidad de resolver las salas de lactancia y 
brindar soluciones en este aspecto. La respuesta de la 
Administración ha sido otorgar el tiempo reglamen-
tario que es derecho de la trabajadora, no obstante, se 
continúa reclamando el cumplimiento de la normativa. 
En particular, se solicita información sobre el nuevo 
edificio de secundaria para saber si esto, entre otras 
condiciones, se cumplirá, sin respuesta hasta la fecha.
Se comienza a estudiar la posibilidad de incluir en 
el Anexo iv - instructivo (interpretación artículo 50 
inciso 6. °, actual inciso 7. °), la licencia por depresión 
pre y pos parto, dado que comparte las características 
generales de las enfermedades contempladas y el 
reconocimiento de la licencia por cuidados, recono-
cida en el Estatuto del Funcionario No Docente. En 
estos casos, nos apoyamos en el asesoramiento de la 
abogada de la filial ades (Asociación de Docentes 
de Educación Secundaria) Montevideo.
La delegación sindical a la comisión bipartita en secun-
daria ha solicitado a la Administración la realización 
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de talleres con las temáticas cuidado de la voz e higiene 
de posturas, siendo la respuesta afirmativa, aunque 
sin concreción hasta la fecha.

COMISIÓN DE GÉNERO
En agosto de 2020 se conformó la Comisión de Género.
Como primer elemento a trabajar, considerando lo 
que se ha manifestado como un elemento de prin-
cipal preocupación, se estableció un medio por el 
cual se puedan vehiculizar las denuncias referidas a 
situaciones de acoso y abuso. En tal sentido, se creó 
un mail específico (generofenapes@gmail.com) para 
canalizar denuncias con la debida reserva. Se aten-
dieron, por esta vía, diversos planteos y se llegó hasta 
las instancias de asesoramiento jurídico.
El 3 de octubre tuvo lugar la primera reunión de la 
Comisión Nacional, donde participaron 15 filiales. Los 
puntos destacados de este primer encuentro fueron:

- hacer visible la conformación de la Comisión 
Nacional para impulsar los procesos de cambio y, 
de esta manera, consolidarla;
- incorporar disidencias y transgéneros;
- incorporar la perspectiva de género en todos los 
espacios de la federación;
- fortalecer las filiales, atender su autonomía y 
la definición del rol de los referentes de género 
por liceo;
- tomar insumos de todo lo que se ha trabajado 
sobre el tema y elaborar un compendio;
- para fortalecer la descentralización, preparar 
una perspectiva para 2021 con encuentros en 
distintos puntos del país;
- cumplir con la base de datos, resolución de 
congreso;
- necesidad de jornadas de formación;
- proponer al ces una forma de contemplar el 
cambio de nombre de estudiantes transgénero 
en listas y en la plataforma crea;
- trabajo con el proyecto de protocolo de acoso;
- continuar vehiculizando las denuncias por el mail 
(generofenapes@gmail.com);
- trabajar en la convocatoria, para la primera quin-
cena de noviembre, de una jornada de formación. 

El día 7 de noviembre se desarrolló la Primera Jornada 
de Formación en Género, donde participaron 18 de las 
60 filiales de la federación. En esta jornada, se contó 
con la participación de tres destacadas expositoras: 
Lilián Abracinskas, Collette Spinetti y Marina Morelli. 
Para la perspectiva de la comisión fue un elemento de 
enorme importancia, en tanto se pudieron incorporar 
elementos de carácter teórico-académicos mediante 
los cuales se pudo generar un intercambio fructífero 
desde el punto de vista político, inherente a la orga-
nización sindical.
Durante 2020 y 2021, se participó de diversas ins-
tancias coordinadas por la Red de Trabajadoras de 
la Educación de la ieal, nunca completándose los 
cupos asignados a Fenapes, pese a haberse enviado 
las invitaciones correspondientes.
Durante el 2021, la dinámica planificada estuvo 

condicionada por la vorágine de la federación y las 
respectivas campañas, como se ha señalado por las 
diferentes secretarías. Por este motivo, se definió 
convocar a una nueva reunión de la Comisión Nacional, 
que en dos ocasiones debió ser pospuesta, por lo cual 
se reunirá el día 20 de noviembre.

BALANCE
Independientemente de los condicionantes ya mani-
festados, debemos indicar que las instancias colectivas 
específicas sobre este tema fueron productivas desde 
lo teórico y académico y fue posible conjugarlas con 
las perspectivas políticas propias del movimiento 
sindical en general, y de la Fenapes en particular. 
No obstante, se entiende fundamental indicar que el 
balance podría ser mejor con mayor participación. Por 
tal motivo, es de orden que se realice la autocrítica 
pertinente por parte de todo el sindicato en cuanto a 
este tema y sean revalorizadas tanto las convocatorias 
como sus formatos.

INFORME DEL EQUIPO JURÍDICO
Informe de lo actuado por el equipo jurídico de Fenapes:

En los años 2020 y 2021 se atravesó por una situación muy 
excepcional en la forma de trabajo del equipo jurídico, 
pandemia mediante y problemas de salud de uno de los 
integrantes, lo que motivó que el Dr. Parrilla, en los pe-
ríodos habilitados, atienda de forma presencial y la Dra. 
Cammarano continúa atendiendo de forma telemática, 
recibiendo por esta vía a los compañeros, evacuando 
sus consultas y realizando los escritos que correspon-
dieren según cada caso: denuncia, peticiones, recursos, 
oposiciones, evacuación de vistas de sumarios, etc. Se 
les evacúa la consulta telefónicamente y vía mail o, por 
correo, se les envían los escritos para que los suscriban 
y los reenvíen para su presentación en el caso de que 
haya que hacerlo en Montevideo y lleven firma letrada.
Es también cometido del equipo jurídico el asesorar 
directamente al Comité Ejecutivo en todo aquello que 
se nos requiera y a su vez realizar los informes escritos 
que se soliciten relativos al quehacer sindical; cada 
consulta o accionamiento contiene en sí mismo una 
gran cantidad de aspectos relacionados con la cuestión 
laboral y con las prácticas antisindicales por las que 
estamos atravesando en estos duros momentos que nos 
ha tocado transitar.
Cabe aclarar que, a continuación, se individualizan rubros 
generales sin entrar en el detalle y la diversidad de situa-
ciones, lo cual excedería los marcos del presente informe.

SERVICIOS PRESTADOS A LOS AFILIADOS:
1. Consultas. Las consultas más frecuentes y no las 
exclusivas son las que se refieren a:

- poder disciplinario;
- régimen jubilatorio;
- licencias especiales, especialmente por lactancia;
- descuentos sobre sueldos;
- asignación de horas y problemas con la coinci-
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dencia horaria cuando no han sido elegidas con 
horario vista;
- homologación de efectividad entre subsistemas.
- problemas con la acumulación de horas y su 
tramitación.

2. Procedimientos administrativos:
- investigaciones administrativas y sumarios han 
sido incrementados en una forma excesiva y por 
los más variados motivos, inclusive reabriendo 
varios por parte de la actual directora general que 
se encontraban archivados. (Informe aparte se 
hará sobre los casos de prácticas de persecución 
sindicales por parte de la dges y como han sido 
encarados);
- recursos de revocación y jerárquico contra san-
ciones injustificadas, así como contra resoluciones 
arbitrarias, errores en la ubicación escalafonaria. 
Debemos señalar que continúa la práctica de uti-
lizar la evaluación del desempeño para reprochar 
o castigar actitudes o comportamientos que no 
encuadran en el perfil esperado por las direcciones, 
es decir que en muchos casos se utiliza la califi-
cación con un objetivo diferente a lo que debiera 
ser la calificación del desempeño del docente, lo 
que ha motivado recurrir los referidos puntajes;
- procedimientos sobre renuncias de horas. tanto 
de efectivos como de interinos;
- procedimientos de abandono por faltas;
- peticiones, en especial por traslados excepcionales 
fuera del plazo estatutario;
- evacuación de vistas;
- denuncias.

Juicio contra pit-cnt y varios sindicatos, entre 
ellos Fenapes, así como movtma y personas físi-
cas. Expediente: 2-3685/2014.

Como es de público conocimiento, si bien no tuvo el 
eco en la prensa como si lo tuvieron sus denuncias en 
su oportunidad, finalizó favorablemente para todo el 
movimiento sindical, tanto en Primera Instancia como 
en el Tribunal de Apelaciones, el juicio que promoviera 
una empresaria dueña de una barraca de La Paloma- 
Rocha, Susana Nicodella a raíz del Plan de Vivienda 
Sindical promocionado por el pit-cnt, reclamando por 
daños y perjuicios una suma en su momento de dos 
millones y medio de dólares, entre los codemandados 
se encontraba Fenapes.
(María Isabel Cammarano - Daniel Parrilla)

En la necesidad de atender, confrontar y frenar las 
situaciones de vulnerabilidad que los trabajadores 
de la educación venimos padeciendo por el accionar 
sistemático de varios actores de la escena nacional, 
de representantes directos del Gobierno y jerarcas 
de la educación, ha sido necesario contar con el res-
paldo de colaboradores jurídicos que trabajaron en 
coordinación con nuestro equipo jurídico. Se saludan 
los aportes de los catedráticos Dr. Daniel Ochs (cate-
drático de Derecho Constitucionalista) y Hugo Barreto 
(catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 

Social en Udelar, integrante de la sala de abogados de 
Cuesta Duarte), así como el asesoramiento y trabajo 
del Dr. Gonzalo Galíndez. Asimismo, se llevó a cabo un 
arrendamiento de servicios con el abogado penalista 
Dr. Marcelo Domínguez, profesor adjunto de Derecho 
Penal en Udelar.

2.6. Políticas Educativas

Con total seguridad, para todos en la Federación, este 
período de trabajo 2020-2021 ha sido muy particu-
lar, no solo atravesado por la emergencia sanitaria, 
sino también por el altísimo nivel de conflictividad 
y la disputa por el sentido de la educación pública de 
nuestro país.
Para la Comisión Nacional de Políticas Educativas de 
la Fenapes también han sido dos años muy intensos en 
los que hemos querido trasladar a toda la Federación 
la necesidad de generar los espacios de discusión y 
debate que permitan profundizar la propuesta edu-
cativa propia.
En la búsqueda de transformar en realidad este 
objetivo es que, a lo largo de este período, se han de-
sarrollado una serie de actividades que detallaremos 
a continuación:
- 12/2020: presentación del libro Una mirada crítica 
al plan de desarrollo educativo 2020/2024 de anep, ma-
terial elaborado por las estudiantes de doctorado en 
Ciencias de la Educación de la Facultad de Humanidades 
y Ciencias de la Educación (fhuce), Stefanía Conde, 
Gabriela Rodríguez y Camila Falkin, en el marco del 
Convenio de Cooperación Interinstitucional firmado 
entre Fenapes y Udelar.
- 07/2021: desarrollo de tres documentos elaborados 
por la Comisión Nacional de Políticas Educativas 
sobre trabajo en línea, laicidad y reforma educativa. 
Documentos que, además de ser de importancia en el 
ámbito interno, fueron muy bien recibidos y valorados 
a lo largo y ancho del país como material de discusión y 
análisis en la última instancia en que se desarrollaron 
las atd liceales del 8 de agosto.
- 08/2021: presentación del libro Labor docente en 
situación de cuarentena, elaborado por compañeros 
y compañeras de la filial Colonia.
- 10/2021: en el marco del mismo convenio, Fena-
pes - Udelar, presentación del informe Análisis de los 
lineamientos de la política educativa uruguaya (2020-
2024), producido por Stefanía Conde, Camila Falkin 
y Cecilia Sánchez.
- 10/2021: se desarrolló la mesa de diálogo sobre vida, 
educación y política de Paulo Freire, en homenaje de 
sus 100 años, en conjunto con el aporte y la visión de 
relevantes exponentes de la academia y la cultura, 
tanto de Brasil como de Uruguay. Se contó con la pre-
sencia de Jorge Hermida de la Universidade Federal 
da Paraíba (ufpb), Bruno Miranda de la Universidade 
do Estado do Rio de Janeiro (uerj), Pablo Martinis de 
la fhuce, Marina Cultelli de la Facultad de Artes de 
la Udelar y personajes de la cultura como Mauricio 
Ubal, Rubén Olivera y Edno da Luna.
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También, como respuesta a los problemas de las co-
yunturas del período, se han desarrollado una serie de 
documentos de orientación a situaciones puntuales:
- 05/2020: Entre la educación integral y el avance de 
las competencias.
- 05/2020: Desarrollo sobre privatización y mercanti-
lización, análisis de la LUC.
- 07/2020: Lineamientos generales de análisis y líneas de 
reflexión sobre presencialidad-virtualidad en el marco 
de la emergencia sanitaria.
- 07/2020: Educarnolucrar educación integral y com-
petencias.
- 07/2020: Educarnolucrar el tiempo pedagógico.
- 07/2020: Educarnolucrar privatización y mercanti-
lización-educación.
No está demás aclarar que también estaban planifi-
cadas actividades regionales en las que trasladar la 
discusión y generar espacios de debate, que fueron 
suspendidas a consecuencia de las restricciones de 
la emergencia sanitaria.
Reiteramos nuevamente nuestra firme convicción de 
profundizar en una propuesta educativa, propia de 
la Federación, con la visión que tenemos los docentes 
como actores fundamentales del sistema nacional de 
educación pública y la misma firmeza para la disputa 
por los embates privatizadores tendientes a trans-
formar la educación en una mercancía, con un fuerte 
avance de ello contenido en los cambios introducidos a 
la Ley General de Educación 18 437 a través de la luc.

2.7. Recuperación del archivo de la 
federación, «Todo está guardado en la 
memoria»

En el marco de nuestro 57 aniversario, el 23 de no-
viembre de 2020, con mucho agrado se presentó el 
sitio web (archivofenapes.omeka.net) que tiene como 
objetivo rescatar y preservar los archivos, así como 
reconstruir y poner en valor la historia y la memoria 
colectiva de la federación.
Dicha iniciativa fue de la compañera Alejandra Ar-
gañaraz, quien estudia archivología y vuelca estos 
conocimientos de manera militante, agradecemos 
a la compañera por la realización de esta tarea tan 
importante para la Federación.
Además de la digitalización de contenidos, el pro-
yecto abarca la creación y adecuación de espacios 
en nuestra sede para resguardar de manera segura 
estos materiales.
Destacamos la importancia que tiene para la federación, 
y todas y todos sus militantes, poder conocer y preser-
var lo que ha constituido el proceso de fundación de la 
Fenapes, en la que tantas y tantos compañeros vieron 
la necesidad de unificar las asociaciones existentes 
en varios puntos del país en una federación nacional. 
Hay que destacar los diversos momentos, desde esos 
inicios hasta el presente, en los cuales hemos profun-
dizado en organización, trabajo y acciones en tantas 
etapas de luchas, perdidas y conquistas.
Se hace imprescindible potenciar este trabajo, dándole 

una destacada difusión en nuestras filiales y medios 
de difusión de la Federación.

2.8. Emprendimientos solidarios

Resulta ineludible comenzar explicitando que la eje-
cución de los objetivos definidos por el xvii Congreso 
se vieron atravesados por la situación de pandemia. 
Esto obstaculizó la instrumentación de ellos en este 
período.

HOGAR ESTUDIANTIL
- Se mantuvo la línea de trabajo definida para el período 
anterior (funcionarios, dinámica de funcionamiento 
de, y con, los hogareños).
- Se alcanzó el cupo (inscripciones) aprobado en el 
congreso pasado. No obstante, la situación de pande-
mia impidió el acceso de los estudiantes al hogar. El 
Comité Ejecutivo definió la permanencia de estudian-
tes que ya se encontraban en el hogar al momento de 
iniciar la cuarentena. La decisión tuvo como objetivo 
preservar la salud de los estudiantes presentes y los 
funcionarios. Cabe informar que, entre el mes de 
febrero y marzo de 2020, se dieron tres situaciones 
de riesgo que implicaron hisopados y aislamiento. Si 
bien todos arrojaron resultados negativos, esto fue 
clave a la hora de valorar riesgos evitables. Se destaca 
el gran compromiso de los hogareños para que de allí 
en más no se reiteraran situaciones riesgo.
- Las líneas de trabajo durante 2019-2021 en el Ho-
gar Estudiantil han sido la memoria y los derechos 
humanos. Se trabajó con cine fórum y charlas debate 
en las que fueron surgiendo iniciativas diversas, de 
las cuales se destacan: la intervención en el barrio 
en torno al 20 de mayo y el memorial en homenaje 
a los mártires estudiantiles, que fueron realizadas 
colectivamente.
- Financieramente, este emprendimiento distó aún 
más de acercarse a su sustentabilidad. Esto implicó 
mayor subsidio por parte de las finanzas de Fenapes.
- Las obras de mantenimiento se redujeron a las es-
trictamente necesarias.
Como es habitual, los hogareños concurrimos a las 
diferentes movilizaciones propuestas por el pit-cnt, 
la Fenapes y la Federación de Estudiantes Universi-
tarios Uruguay (feuu) y se trabajó en la recolección 
de firmas para habilitar el referéndum.
Por otra parte, estamos integrados a la Red de Hogares 
de todo el país, con un vínculo cotidiano con la Udelar, 
Bienestar Universitario y el Fondo de Solidaridad, lo 
cual fue de gran utilidad en tiempos de pandemia para 
brindar información directa a nuestros estudiantes 
en Montevideo y, más aún, a quienes se encontraban 
estudiando a distancia. Desde allí se proyectan, 
para el 2022, talleres para los estudiantes y para los 
equipos de los diferentes hogares. Creemos que es un 
puente interesante de intercambio y de organización, 
donde entendemos importante que se integre una 
perspectiva sindical.
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COLONIA DE VACACIONES
- La finalización de las obras coincidió con el comienzo 
de la pandemia: restricciones en la movilidad y activa-
ción de protocolos sanitarios. Esto implicó limitar el 
uso de las instalaciones y repercutió en sus finanzas.
- Se establecieron contactos con otros sindicatos, 
apuntando a firmas de convenios. No obstante, la pan-
demia y su efecto en la economía de los trabajadores 
derivó en la postergación del objetivo. En momentos 
de crisis, el tiempo de descanso se ve indudablemente 
postergado aún más.
- Se continuó el vínculo estrecho con la comunidad.
- Desde los inicios de la emergencia sanitaria se pu-
sieron a disposición nuestras instalaciones, ante los 
organismos e instituciones correspondientes, con la 
posibilidad de albergar a personas en situación de calle.
- Se destaca que se culminaron los trámites de unifi-
cación de los comodatos y, en un trabajo conjunto con 
la filial de Las Piedras, se concretó el cambio de titula-
ridad de la Colonia (de la filial Las Piedras a Fenapes).

ESPACIO CULTURAL Y PEDAGÓGICO DE LA FENAPES
El Espacio Cultural y Pedagógico de la Fenapes, ubica-
do en la ciudad de Nueva Helvecia, había sido cedido, 
en comodato, a la filial Colonia del Este, por parte del 
sindicato de ecolat.
El 28 de agosto de 2020, dicho sindicato hermano, 
perteneciente a la Federación de Trabajadores de la 
Industria Láctea (ftil), decidió donar definitivamente 
el bien a toda la Fenapes, que pasó a ser, entonces, 
patrimonio de nuestro sindicato en el año en que el 
edificio cumplió 100 años.
Desde la inauguración hasta la fecha, en este espacio 
de la federación se vienen implementando talleres 
cuya convocatoria es abierta a la comunidad, co-
brándose a talleristas una módica suma, solo para el 
mantenimiento de los insumos de higiene y limpieza. 
Funcionan establemente el taller de artes plásticas 
del profesor y compañero de nuestro sindicato Gabriel 
Abraham y una escuela de teatro para jóvenes y ado-
lescentes. Para las presentaciones teatrales y otros 
eventos artístico-culturales se viene acondicionando 
una sala central, en tanto, así como la escuela teatral, 
también funciona un taller de música que tiene el 
lugar a disposición.
La situación de emergencia sanitaria ha impedido 
un mayor funcionamiento del espacio, no obstante, 
la federación ha realizado allí, durante el último 
período, las siguientes actividades: conferencias de 
prensa, conversatorio sobre la luc, charla sobre la 
luc y presupuesto, presentación del libro La labor 
docente en cuarentena. Condiciones de trabajo en la 
virtualidad y una reunión de la Comisión Nacional de 
Políticas Educativas.
Cabe destacar que, en el marco de la suspensión de 
clases, el espacio conocido como La Casona recibió 
estudiantes de la zona en situación de vulnerabilidad, 
ofreció la disponibilidad de la conectividad a internet 
y contó con el acompañamiento honorario de compa-
ñeras y compañeros de la filial Colonia del Este, esto 

se enmarcó en la campaña solidaria de la Fenapes.
El espacio se presenta como un emblema arquitec-
tónico e histórico de la zona que ha sido revitalizado 
por nuestro sindicato luego de encontrarse en franco 
deterioro. Se asume allí, entonces, una responsabilidad 
política que trasciende lo sindical y que busca ser un 
lugar de referencia pedagógica y cultural.

PRÉSTAMOS SOLIDARIOS
- Se conformó la nueva comisión, que pasó a estar 
integrada por las responsables de la Secretaría de 
Finanzas (Leticia Tellechea) y de Emprendimientos 
(Virginia Pereyra, representante de ates) y el con-
tador de Fenapes y ates (Sebastián Trevellini). Esta 
comisión continúa reuniéndose todos los meses según 
reglamento vigente.
- Los préstamos otorgados se siguen subsanando sin 
mayores dificultades y el diagnóstico general es el 
mismo planteado para el anterior congreso; agrava-
do por el aumento del costo de vida y la pérdida de 
salario real. Muchos compañeros (fundamentalmente 
de ates) se encuentran con el sueldo hipotecado y 
no es posible otorgarles el préstamo. A la luz de las 
situaciones realmente angustiantes y urgentes, se han 
buscado soluciones alternativas coordinando con la 
Comisión Directiva de ates.
- Durante los meses de pandemia, la comisión definió 
postergar el cobro de las cuotas y apostar a no ahogar 
aún más a los compañeros.
- Se considera necesario recordar algunos puntos del 
reglamento del Fondo de Solidaridad. A saber: los des-
cuentos no pueden superar el 30 % del salario líquido, 
en caso de haber «excedidos», se contabilizarán a la 
hora de otorgar el préstamo, el aval de la filial implica 
asumir la deuda en caso de no pago.
Total de préstamos otorgados: 47
Monto: $ 839 000
Promedio de los préstamos: $ 15 000

3. Balance

A modo de balance, corresponden dos consideracio-
nes iniciales que enmarcan el accionar de nuestra 
Federación en estos dos últimos años.
En primer lugar, lo acertado de la perspectiva trazada 
por el xvii Congreso en torno a la reinstalación en 
el Gobierno nacional de representantes directos del 
bloque de poder, con una expresión social y política 
que encarna un programa de ajuste del capital sobre 
el trabajo que viene promoviendo un conjunto de 
políticas neoliberales concentradoras y excluyentes, 
contrarias a los intereses y necesidades de la inmensa 
mayoría de nuestro pueblo. Expresiones de ello son 
la luc, los recortes en el presupuesto nacional y las 
pautas salariales, que tienen en la futura reforma de 
la seguridad social un componente sustantivo.
Acertada fue, también, la perspectiva estratégica y 
programática definida en esa misma instancia, la cual 
fuera interpretada y puesta en práctica, aun en medio 
de las dificultades, por buena parte de nuestra Fede-
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ración y que ha merecido, entre otras consideraciones, 
un fuerte reconocimiento por parte del movimiento 
sindical y del campo popular que ha fortalecido a 
nuestra Federación como un actor de gran visibilidad 
e incidencia en el panorama político nacional.
En segundo lugar, el fenómeno de la pandemia, bajo 
cuyo manto el Gobierno encontró condiciones favo-
rables para avanzar sin tener que asumir los costos 
políticos de dichos ajustes en forma directa e inmedia-
ta, complejizó aún más las condiciones en las cuales 
debimos desarrollar el accionar político-sindical. En 
momentos en los que la incertidumbre y el temor a 
lo que enfrentábamos ganó terreno en buena parte 
de nuestro pueblo (amplificado intencionalmente 
por los medios de comunicación afines al Gobierno).
En este marco, la Federación supo desplegar un 
accionar político protagónico que se materializó en 
las acciones de solidaridad para con una parte de 
nuestro pueblo que sufre las consecuencias sociales 
y económicas de la pandemia; la promoción del re-
feréndum contra la luc, en especial en el proceso de 
discusión, definición y recolección de firmas en todo 
el país; la concreción de importantes movilizaciones, 
donde tuvimos una fuerte presencia organizada, en 
el marco de la cseu y del pit-cnt frente a los recor-
tes presupuestales y la pérdida salarial; así como el 
decidido enfrentamiento al proceso sistemático de 
violación a la libertad sindical, en especial el proceso 
de persecución político-sindical.
No obstante, debemos asumir autocríticamente que se 
deben hacer transformaciones e importantes esfuerzos 
en lo que respecta a las responsabilidades y tareas 
cotidianas a ser asumidas por parte de los integrantes 
del Comité Ejecutivo; profundizar en la consolidación 
de frentes de trabajo en materia de autoconstrucción; 
avanzar en definiciones programáticas, y la necesaria 
coordinación entre las diferentes áreas programáticas, 
y fortalecer el papel de dirección política de la agd.
Ante la política sistemática de atacar e intentar des-
prestigiar al movimiento sindical, a los trabajadores 
organizados, y a la Fenapes en particular, impulsada 
por varios actores políticos de la escena nacional, 
incluso por representantes directos del Gobierno, 
y difundida por los principales medios masivos de 
comunicación. Los posicionamientos y el accionar 
de los trabajadores de la educación fueron ganando 
terreno en el colectivo docente, quienes acompañaron 
con su voto a los candidatos representantes de los 
trabajadores organizados en la cseu el pasado 30 de 
octubre en las elecciones de la anep; lo que dio un 
duro golpe al discurso de la falta de representatividad 
de los sindicatos docentes. Esto representa un gran 
compromiso para la cseu, mantener ese respaldo y 
profundizar el trabajo hacia el gremio docente será 
también una tarea fundamental.

3.1 Balance financiero

El balance fue entregado a las asociaciones en la agd 
del 14 de noviembre.

[…] Balance financiero correspondiente al período 1° 
de octubre de 2020 al 30 de setiembre de 2021, que 
fuera supervisado por la Comisión Fiscal y presentado 
ante este congreso.

4. Perspectiva

1. En la actual coyuntura de ajuste estructural del 
capital sobre el trabajo, el cual se expresa en los más 
diversos ámbitos de la vida social, se hace necesario 
profundizar en la estrategia hasta ahora desarrolla-
da, con clara expresión durante 2020-2021, que se 
materializó en la instalación de las intersociales, la 
Comisión Nacional y las comisiones departamentales 
pro referéndum para anular 135 artículos de la luc, 
claves en el proceso de recolección de firmas y que 
debemos proyectar hacia la campaña del voto por el 
Sí a la anulación de los 135 artículos.
2. Es imprescindible llegar a todas y todos con infor-
mación y dar a conocer la perspectiva de lucha. Es 
fundamental que cada trabajador, cada estudiante, 
cada madre, padre y vecino sepa qué aspectos de la luc 
le afectan en lo personal, y al colectivo social, y estar 
dispuestos a luchar por eso. Lograr miles de voluntades 
es el desafío del movimiento sindical y popular para 
reafirmar en las urnas la anulación de los 135 artículos 
de la luc. Del resultado de dicha instancia de consulta 
popular dependerá, en buena medida, el escenario futuro 
inmediato en el cual deberemos desarrollar nuestro 
accionar político-sindical en los próximos dos años.
3. La confrontación entre el bloque de poder dominante 
y el bloque contrahegemónico, con existencia objetiva 
y subjetividad a construir, sigue siendo central. La 
contradicción principal seguirá siendo, hasta que 
se supere, entre país productivo con justicia social, 
construido sobre la base del desarrollo democrático, 
o mayor dependencia del imperialismo. Situarse 
correctamente, y lograr que las masas de pueblo lo 
hagan, constituye la tarea principal.
4. Nuestro movimiento sindical supo ubicarse en la 
escena nacional con una estrategia correcta, que generó 
las condiciones para una articulación que nucleara 
diversas expresiones sociales y políticas, expresión 
de nuestro campo popular, como instrumento masivo 
de defensa y promoción de los intereses de la clase 
trabajadora y del pueblo en su conjunto. La campaña de 
recolección de firmas ha sido una clara confirmación 
de dicha estrategia. Habrá debate y decisión demo-
crática, lo que no quería el poder, porque lo conquistó 
la militancia y la ciudadanía.
5. La lucha dará resultados superiores en la medida 
que, como organización, seamos capaces de construir 
programa que dé respuestas a las demandas inme-
diatas de nuestro pueblo, trace una perspectiva de 
superación al modelo económico-social imperante y 
logre desarrollar organización y articular alianzas 
como elementos centrales en la generación de espacios 
de poder y construcción de correlación de fuerzas 
dispuestas a impulsar y sostener, desde la acción 
movilizada consciente, dicho programa.
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6. El movimiento sindical deberá reforzar la existencia 
del bloque contrahegemónico, en este nuevo contexto, 
y promover un proceso que lleve a la convocatoria de 
un nuevo congreso del pueblo en donde profundice-
mos la construcción del programa popular, nacional 
y democrático y despleguemos formas organizativas 
para su promoción y defensa.
7. La militancia organizada del movimiento popular 
debe potenciar la democracia participativa y construir 
poder popular. La realización concreta de ese progra-
ma tiene en el horizonte la perspectiva de cambiar la 
institucionalidad del país, por lo que se hace necesario 
que determinados avances democráticos se deban 
plasmar en una reforma de la Constitución.
8. Necesario será, en el corto plazo, enfrentar el proyecto 
de ajuste que en materia de seguridad social promue-
ve el Gobierno nacional. Con nuestra perspectiva de 
una seguridad social sin lucro, universal y solidaria, 
deberemos ser capaces de asumir y desplegar todas 
las acciones que sean necesarias junto con el conjunto 
de organizaciones sociales y políticas dispuestas, no 
solo para enfrentar dicho proyecto, sino para promover 
reformas estructurales en consonancia con nuestra 
perspectiva programática en la materia (no más afap).
9. Sigue siendo fundamental profundizar la propuesta 
de política educativa de la Federación, con la visión 
que tenemos los docentes como actores fundamentales 
del sistema nacional de educación pública y la misma 
firmeza para la disputa contra los embates privatiza-
dores tendientes a transformar la educación en una 
mercancía, con un fuerte avance de ello contenido en 
los cambios introducidos a través de la luc.
10. En este marco, la pretensión de imponer una 
reforma educativa vertical y antidemocrática, una 
propuesta curricular que atenta contra la formación 
y el nivel educativo de los estudiantes, cuyo objetivo 
es capacitar a los individuos, orientados al mercado 
laboral, en competencias apartándose de la necesaria 
centralidad en el conocimiento, la formación integral y 
permanente, siguiendo los lineamientos internacionales, 
entre otros, de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (ocde), tiene en el mec 
y el Codicen de la anep su principal brazo ejecutor. 
Ejemplo notorio es el cambio reaccionario de nuestras 
condiciones de trabajo, establecidas en la luc, a través 
de la reforma estatutaria y la flexibilización laboral.
11. El accionar de la federación para el período 
2022-2023, en el marco de la unidad, la solidaridad 
y la lucha, no solo deberá dar respuestas colectivas 
de resistencia a los cambios que se pretenden impo-
ner desde el Gobierno, en franca contradicción con 
nuestras concepciones, programas y plataformas 
reivindicativas, sino que debemos también avanzar 
en la materialización de nuestras propuestas.
12. En materia programática continuaremos impulsando:

- defensa de la educación pública;
- autonomía y cogobierno pleno;
- desarrollo de un Plan Nacional de Educación;
- enfrentamiento a los procesos de comercialización 
y privatización de la educación;

- defensa de los puestos de trabajo, las condiciones 
de trabajo y la profesionalización;
- libertades sindicales: negociación colectiva, libre 
ejercicio del derecho de huelga, sindicalización y 
accionar sindical;
- presupuestos acordes a las necesidades de la 
educación, con un mínimo del 6 % del pbi para 
los entes públicos de la educación y 1 % para 
investigación e innovación;
- formación político-sindical como elemento sus-
tantivo del desarrollo político-organizativo.

La Federación debe profundizar su accionar político 
sindical en el marco de las resoluciones del actual 
congreso, el que se expresa en:
Trabajar desde sus organismos nacionales y sus filia-
les para lograr convocar a todos nuestros afiliados 
y a los trabajadores de la educación en general para 
promover que la ciudadanía se pronuncie anulando 
los 135 artículos de la Ley de Urgente Consideración 
el próximo 27 de marzo. Para ello se buscará reforzar 
la vinculación con las diferentes comisiones territo-
riales por el SI e Intersociales relacionadas con ellas, 
así como se dispondrá de los recursos organizativos, 
financieros y propagandísticos a tales efectos.
Participar activamente del proceso de construcción 
del Congreso del Pueblo, como herramienta de elabo-
ración y síntesis programática democrática avanzada, 
a efectos de alcanzar un programa común de todo el 
bloque contrahegemónico. El que deberá guiar el ac-
cionar de sus componentes hacia las transformaciones 
estructurales necesarias para el Uruguay, que apunten 
al país productivo con justicia social y profundización 
democrática. En ese marco se desarrollará el más 
amplio debate de nuestra propuesta educativa, a la 
interna de nuestra organización y con el conjunto del 
pueblo, con énfasis en el enfrentamiento al avance 
neoliberal autoritario y privatizador y con el objetivo 
de avanzar hacia una educación politécnica integral. 
Contribuir en forma activa a la elaboración colectiva 
de una Reforma Constitucional que recoja las mo-
dificaciones jurídicas necesarias de nuestra norma 
máxima, a efectos de posibilitar desde ese punto de 
vista las transformaciones señaladas en el punto 2.

Iniciativas concretas

POLÍTICAS AUTORITARIAS Y ANTISINDICALES 
DEL GOBIERNO
Colocar firmemente el rechazo a las políticas autori-
tarias y antisindicales del gobierno, presentando el 
pleno respaldo a los y las compañeras sumariadas de 
San José. En ese sentido se exige el inmediato cese a 
los sumarios con clara intencionalidad antisindical 
y retorno del correcto funcionamiento de todos los 
espacios bipartitos. En forma paralela reafirmar la 
decisión de elevar la denuncia de la política represiva 
ante la INDDHH, el MTSS y la DGES.

MOVIMIENTO EN DEFENSA DE LA ENSEÑANZA 
PÚBLICA
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Trabajar activamente hacia la conformación de un 
amplio Movimiento en Defensa de la Enseñanza Pú-
blica. La idea es que en dicho espacio puedan confluir 
todos los sindicatos de la enseñanza, el movimiento 
estudiantil en todas sus ramas, las familias organi-
zadas y todas aquellas organizaciones sociales que 
estén afín de trabajar en pos de este gran movimiento. 

TRABAJADORES UNOTT
Rechazar públicamente la represión de los trabajado-
res de UNOTT en Tres Cruces por parte de las fuerzas 
policiales a nombre del Gobierno.

Autoconstrucción

ORGANIZACIÓN
Entendemos que se deben hacer los mayores esfuerzos 
para llevar a cabo, en el próximo período, instancias 
de reunión de la Comisión Nacional que refuercen el 
trabajo de cada una de las filiales en concordancia 
con la labor de la secretaría.
La federación deberá continuar trabajando en el 
fortalecimiento de las filiales y su desarrollo políti-
co-organizativo. Es de suma importancia reforzar las 
filiales (desde sus comisiones de organización, entre 
otras) y establecer recorridas para poder potenciar 
las distintas organizaciones, aunado a una campaña 
de afiliación que atienda las particularidades de cada 
territorio.
Se debe priorizar la instancia de agd como máximo 
organismo de definición y conducción política entre 
congreso y congreso, para lo cual las asociaciones 
federadas deben continuar consolidándose en or-
ganización y discusión política que habilite a sus 
representantes a actuar en consecuencia.

FINANZAS
- Coordinar con las filiales el financiamiento de la 
campaña para la anulación de los 135 artículos de la 
luc, convocar a una reunión con los encargados de 
finanzas de cada filial y buscar estrategias para abor-
dar entre todos el financiamiento de dicha campaña;
- tender al fortalecimiento de la federación, en busca 
de apoyar a las filiales que tienen personería jurídica 
y ahorros en el proyecto de tener su local propio; 
aportar centralmente un porcentaje reembolsable 
sin intereses para concretar la compra y evitar el 
pago de alquileres.
-  El XVIII Congreso de la Fenapes aprueba el informe 
de estado financiero y los balances correspondientes 
al período octubre 2019-setiembre 2021.

COMUNICACIÓN, PRENSA Y PROPAGANDA
Perspectiva en la comunicación, líneas de trabajo:
1. Tener una estrategia de prensa clara:

- pensar en voceros que logren comunicar lo que 
queremos de la mejor manera;
- gestionar la prensa y el trabajo con ella;
- invertir en publicidad, mantener la coherencia 
con la estrategia;

- promover a la Federación, tanto en redes como 
en medios de prensa. Poder contar lo que somos 
y hacemos.

2. Formación en comunicación:
- formación en manejo de redes y comunicación 
en general que permita fortalecer el trabajo de 
toda la Federación;
- generar instancias de coordinación con las filiales 
que nos den una coherencia, en las comunicaciones, 
en el plano nacional.

3. Militar desde la cultura, en congruencia con nuestro 
xvii Congreso:

- participar en el próximo carnaval, por su proxi-
midad con el referéndum, será fundamental;
- lograr que el festival Viva la Educación Pública 
alcance el plano nacional puede ser otro objetivo. 
Un evento para los estudiantes donde la Fenapes 
sea propositiva y generadora de cultura. Campañas 
que nos muestren de mejor manera y ayuden al 
accionar militante en todo el país.

4. Inversión:
Es importante proyectar qué Secretaría de Comuni-
cación queremos. Es evidente el rol que ocupan las 
comunicaciones en el mundo de hoy y lo importante 
que es para una organización como la Fenapes. Profe-
sionalizar la comunicación es potenciar al sindicato.

ASUNTOS LABORALES Y CONDICIONES DE TRABAJO
Como perspectiva, entendemos necesario insistir 
en la relevancia de contar con referentes locales de 
Asuntos Laborales y generar un amplio espectro de 
militantes, de todo el país, a los efectos de los aportes 
críticos y propositivos. Son elementos neurálgicos las 
propuestas de actualización normativa para puntua-
ción y ordenamiento de interinatos y suplencias, así 
como también la promoción de cursos y concursos 
para docencia directa e indirecta.
A su vez, se hace necesario tender a comprender cada 
secretaría como un todo articulado, en el entendido de 
que cada elemento que le es propio también repercute 
en las demás. La compartimentación de la federación 
en núcleos temáticos dificulta el abordaje de los temas 
en su complejidad global y entorpece el análisis y la 
construcción colectiva en términos de propuesta, pero 
también en términos de formación sindical.
Es resorte de análisis y producción de esta secretaría 
también lo referido a la defensa de las libertades y 
denuncia de los atropellos. En ese sentido, entende-
mos absolutamente necesario continuar trabajando 
con un equipo ampliado de asesores legales en temas 
laborales, penales y constitucionales. Así como superar 
los retrasos que tenemos en la necesaria articulación 
con nuestro equipo jurídico.

La virtualidad y las condiciones de 
trabajo

Sobre este punto, proponemos la elaboración, junto 
con la Secretaría de Políticas Educativas, de un análisis 
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que compare el documento La comercialización y la 
privatización en y de la educación en el contexto de la 
COVID-19, de la Internacional de la Educación, con el 
reciente Desafíos de la educación a distancia - estra-
tegias y herramientas para docentes y comunidades 
educativas de la anep. Esto debería generar elementos 
para confrontar los modelos híbridos presentes en el 
proyecto de reforma para los próximos años. Sobre 
esto, se traslada un punto especial en el documento 
de aporte para la discusión, en el marco de la comisión 
del próximo congreso.

SALUD LABORAL
Los grupos de trabajo recogieron la experiencia de las 
comisiones de Salud Laboral y la enriquecieron con el 
aporte de los compañeros que se involucraron en la 
tarea. Resulta un antecedente valioso para demostrar 
que la organización de la jornada laboral puede ser 
el resultado de la negociación con los trabajadores y 
que esto, lejos de entorpecer el buen desarrollo de las 
tareas, las facilita y mejora notoriamente.
Se deben retomar, como lo mandata el congreso, las 
instancias de formación para los compañeros de las 
filiales. Sea, quizás, este retraso el que mayor impacte 
en la federación, ya que la formación de los compañe-
ros es la herramienta más eficaz para la defensa de 
los trabajadores.
Se entiende que las resoluciones del último congreso 
son el desafío que debemos plantear en esta etapa, 
haciendo el mayor esfuerzo para concretarlas a la 
brevedad.

GÉNERO
Entendemos, según lo señalado anteriormente, valo-
rar una resignificación del espacio y su concepción 
neurálgica para la federación. Por tal motivo, se 
entiende pertinente motivar un trabajo colectivo, 
con amplia participación, no solo de la comisión en 
sí misma en términos de responsabilidades políticas, 
sino también en lo referido a la organización de las 
comisiones y sus convocatorias, para promover un 
trabajo continuo y estable.
En términos concretos, proponemos elaborar un ins-
tructivo, para presentar primero ante la dges y luego 
ante el Codicen de la anep (en conjunto con la cseu), 
con lineamientos que definan acciones concretas para 
tomar ante denuncias de acoso y abuso vinculados a 
los espacios de trabajo.

EMPRENDIMIENTOS SOLIDARIOS
Retomar los objetivos planteados para el período 
2020-2021.
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1. Coyuntura y perspectivas mundiales

Tal y como se venía planteando en la comisión de Me-
moria, Balance y Perspectivas, vivimos en un mundo 
Capitalista, en donde cada vez el capital se concentra 
en mayor medida en menor cantidad de manos, mien-
tras los pueblos del mundo sufren el hambre, la crisis 
climática, y sus necesidades básicas insatisfechas. 
Este capitalismo, como lo caracterizamos en varios 
congresos, se encuentra en el marco de una crisis 
sistémica, en donde se reducen los márgenes de la tasa 
de ganancia y los capitalistas intentan (económica, 
política, bélica y humanamente) transferir esa caída 
a la clase trabajadora. 
Sin dejar de reconocer que la situación de pandemia 
ha impactado fuertemente a la economía mundial, 
es importante analizar algunas dinámicas económi-
cas subyacentes, producto de las transformaciones 
geopolíticas derivadas de la transición a un mundo 
multipolar, por su profundo impacto en la economía 
de Uruguay.
a) El rol que viene jugando China a nivel internacional, 
siendo el país que más ha crecido económicamente 
en 2020 a pesar de la pandemia, intentando disputar 
la hegemonía económica de EEUU; y particularmente 
aumentando su vínculo comercial con América Latina. 
Esto es de particular relevancia considerando los pa-
sos que pueda dar EEUU en el intento de recuperar el 
vínculo con su “patio trasero”. Esto, al mismo tiempo, 
amerita un análisis específico debido al posible TLC 
que pueda firmar nuestro país con el gigante asiático. 
Siempre debemos considerar que, desde nuestra pers-
pectiva los pasos que debe dar nuestro país apunten 
al desarrollo de un país productivo con justicia social; 
como contraposición a una mayor dependencia y 
primarización de la economía
b) El aumento de la inflación en ee. uu., es decir, la 
pérdida de valor del dólar, opera en un aumento del 
valor de los productos que Uruguay importa y presiona 
al aumento de la inflación del país.
c) Esta situación generó un corrimiento especulativo 
sobre las materias primas (principales productos 
exportados por Uruguay) y su valor aumentó consi-
derablemente. Esto hace que entren más dólares al 
mercado interno, presionando a la baja su cotización 
y a la consiguiente pérdida de competitividad que, 
históricamente, se resolvió con la devaluación del peso 
uruguayo, produciendo mayor aumento del costo de 
vida en detrimento de la mayoría de los trabajadores, 
jubilados y pensionistas del país. Además del aumento 
directo que supone la importación de petróleo y su 
efecto en la formación de precios de todos los produc-
tos y servicios, en tanto es materia prima también.
Ya con la economía mundial en recuperación en pos-
pandemia, esta dejó algunas problemáticas de difícil 
solución en el mediano plazo y de importantes e impre-
visibles consecuencias para los países dependientes:

a) crisis en las cadenas de suministros para la industria 
de la mayoría de los productos que importa Uruguay 
(ejemplos: vehículos, maquinaria, tecnologías de 
comunicación y computación);
b) crisis logística que implicó un aumento de entre 
800 y 1000 % en dólares americanos, en los costos del 
transporte marítimo, que trae aparejada una crisis 
de abastecimiento.
En síntesis, existe una presión inflacionaria de la 
coyuntura exterior, con su impacto en el aumento 
del costo de vida en el país y su contracara de em-
pobrecimiento general de la población, en donde las 
políticas asumidas por el actual Gobierno profundizan 
estos efectos.

2. Coyuntura y perspectivas regionales

Haciendo foco en los principales socios de la región, el 
Mercosur, se puede apreciar un claro enfrentamiento 
con Argentina y un relacionamiento tradicional con 
Brasil. Ambos países sumergidos en problemáticas 
económicas complejas debido a las consecuencias 
de la aplicación de políticas de libre mercado y finan-
cieras que promovieron el profundo endeudamiento, 
privatización y consiguiente empobrecimiento de 
las clases trabajadoras, en particular. Estas políticas 
tuvieron una peor incidencia en lo social al declararse 
la pandemia y reducirse notoriamente la actividad 
económica. Esto provocó una desvalorización de 
las monedas locales y, por tanto, un encarecimiento 
relativo de Uruguay.
Por este encarecimiento, sumado a los efectos del 
manejo de la pandemia, el país se vio privado de los 
ingresos del turismo, con la consiguiente pérdida de 
trabajo y aumento del déficit de la balanza de pagos.
Resulta importante destacar para este punto que el 
gobierno nacional ha adoptado una serie de medidas 
políticas que apuntan a deslindar a nuestro país del 
Mercosur y profundizar el intento de tratados bila-
terales que, considerando los países en los que se 
está pensando, nuevamente apuntarán a una mayor 
dependencia. Como Federación seguimos reivindi-
cando la integración regional en clave de desarrollos 
nacionales y soberanos con sustentabilidad ambiental, 
que permitan una perspectiva de emancipación de 
los pueblos.

3. Uruguay

Al día siguiente de asumido el nuevo Gobierno, empieza 
a confirmarse la caracterización que hizo el xvii Con-
greso de Fenapes: «Gobierno de derecha y con rasgos 
fascistas». Esto se confirmó en la aplicación de una 
serie de medidas profundamente neoliberales desde 
lo económico, y señalan un intento de desarrollo de un 
planteo político ideológico absolutamente conserva-

B. PRESUPUESTO, SALARIO E INFRAESTRUCTURA
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dor. En ese sentido, se ha planteado específicamente 
la reducción del rol del Estado, el desmantelamiento 
de las políticas públicas y debilitamiento de Empresas 
Públicas, reformas pro mercado, favoreciendo al sector 
agroexportador y el capital financiero, que mientras 
nuestro pueblo sufre una profunda crisis económica 
han visto sus ganancias en crecimiento. A modo de 
ejemplo los depósitos de uruguayos en el exterior as-
cendieron a más de 2.000 millones de dólares en 2020, 
mientras que 100mil uruguayos cayeron en la pobreza.
La declaración de emergencia sanitaria operó más bien 
como una pantalla que pretendió ocultar la puesta en 
funcionamiento de una serie de políticas económicas 
de ajuste que favorecieron al capital concentrado ante 
la reducción de la masa salarial en sus dos componen-
tes: trabajo y salario. La puesta en marcha de esta 
profundización del modelo concentrador y excluyente 
de grandes mayorías sociales fue acompañada de 
un paquete de medidas represivas y de pérdidas de 
derechos para la amplia mayoría de los uruguayos 
y, en particular, para los trabajadores organizados.
Estas políticas se fueron materializando en:

- decreto 90/2020 del 13 de marzo del 2020;
- decretos modificativos de las exenciones impo-
sitivas por el uso de medios de pago electrónicos;
- aumento de tarifas de servicios públicos;
- Ley de Creación del Fondo Covid;
- Ley de Urgente Consideración;
- Ley de Presupuesto (2021-2025);
- pautas salariales del Gobierno para la ronda de 
negociación colectiva 2020 y 2021;
- definición y puesta en funcionamiento de la regla 
fiscal, sancionada en la luc e implementada en el 
presupuesto;
- convocatoria y puesta en marcha del grupo de 
estudio para la reforma previsional del país;
- desmantelamiento de las políticas sociales del 
Ministerio de Desarrollo Social (mides);
- mantenimiento de la inflación por arriba del 
rango meta;
- vaciamiento de los ámbitos de negociación colectiva.
Como síntesis de este paquete de medidas econó-
micas, cabe citar algunos efectos sociales que no 
se hicieron esperar:
- pérdida de salario real para la casi totalidad de 
los trabajadores del país;
- más de cien mil nuevos pobres;
- aumento de más del 16 % de las personas en 
situación de calle, solo en Montevideo;
- luego de aproximadamente dieciséis años, re-
surgen las ollas populares donde entre doscientas 
cincuenta mil y doscientas sesenta mil personas 
comen diariamente, según un estudio de la Udelar;
- aumento de cuadros de desnutrición en algunos 
sectores de la población.
- recorte del presupuesto educativo y con ello el 
derecho a la educación de miles de niños, niñas, 
adolescentes y adultos, instalando una perspectiva 
mercantilizadora e incentivando la privatización 
de la educación, con una lógica de eficiencia que 

prioriza la reducción del “gasto” por sobre las 
necesidades del sistema y el pleno desarrollo de 
una educación para el pueblo.

Asimismo, es importante destacar que la recuperación 
económica pospandemia, que, según lo anunciado, sería 
en forma de V, no se está dando, Uruguay es uno de los 
países con más bajo crecimiento económico de la región.

4. Salario, presupuesto e 
infraestructura en la educación

a) Salario

En coherencia con los ejes de ajuste en el gasto del 
Estado que lleva adelante la coalición gobernante 
de derecha, la anep ha puesto en marcha un feroz 
plan de ajuste del gasto, que en 2020 y 2021 se ha 
manifestado con mayor profundidad en la dges. Este 
ajuste operó particularmente en la masa salarial en 
su componente de trabajo, reduciéndose cerca de 50 
000 horas docentes de un universo cercano a las 325 
000 horas. Las reducciones de horas se dieron en: 2 
horas de coordinación por cada 15 horas de docen-
cia directa, reducción de horas de cargos (ejemplo: 
pop a 20 horas semanales); reducción en horas de 
apoyo y tutorías (de difícil estimación por la falta de 
información clara por parte de la dges); reducción 
de grupos y eliminación de horas en coros y músicos 
acompañantes.
Para el 2022, el ajuste en el componente trabajo de la 
masa salarial (al momento de redactar este informe, 
no se sabe aún su magnitud) será acentuado en utu 
y en formación docente, donde, preliminarmente, el 
ajuste podría llegar a las 3 000 horas docentes.
La situación en estos dos subsistemas, más las reduc-
ciones previstas en grupos y planes en secundaria para 
el 2022, presionará al gremio docente al momento 
de la elección de horas respecto al acceso al trabajo.
 «Todos tenemos que perder» fue lo que nos dijo el Go-
bierno nacional en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, en el marco de la ronda de negociación colectiva 
para el sector público del 2020. Para entender qué es 
lo que se pierde, se presenta el siguiente cuadro, ela-
borado por la Cooperativa Comuna, donde se muestra 
la evolución del salario docente entre 2005 y 2021:

Como se puede apreciar, el salario docente casi se 
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duplicó entre 2005 y 2020. La pérdida de salario en 
2021 contrajo el poder de compra en 2017.
A raíz de la finalización del convenio salarial en la 
órbita de la anep en 2020 y su no renovación para 
el 2021 por parte del Poder Ejecutivo es que parte 
central de esta comisión fue hacer un seguimiento 
mensual a la evolución del salario real de los y las 
docentes, con énfasis en la órbita de secundaria, para 
así cuantificar la pérdida salarial.
La síntesis de este proceso la podemos observar en el 
siguiente cuadro elaborado por la Cooperativa Comuna:

Como se puede apreciar, la pérdida de salario real en 
2021 es de más de 7 % a noviembre de 2021.
Respecto a la promesa del Gobierno de recuperar el 
salario real perdido hacia 2024, cabe destacar que, 
de acuerdo con lo aprobado en el artículo 4. ° del 
Presupuesto 2021-2025, no hay garantía alguna de 
que finalmente ocurra esa recuperación. La fórmula 
de ajuste salarial del Presupuesto le da al Ejecutivo 
una amplia discrecionalidad para corregir, hacia 
arriba o hacia abajo, los salarios de cada uno de los 
diferentes sectores de la administración pública, 
pudiéndose dar la situación de aumento a algunos 
sectores y disminución a otros, lo que resulta en la 
recuperación prometida.
Durante el 2021, el Consejo Superior de Públicos fue 
convocado a los efectos de informar que la anep (en-
tre otros organismos públicos) pretende modificar el 
sistema de financiamiento de licencias médicas del 
organismo. Esta propuesta se enmarca en lo dispuesto 
por la Ley de Presupuesto, que autoriza a los entes 
autónomos a modificar el régimen de financiamiento 
de licencias médicas. Según la propuesta de la Admi-
nistración, los tres primeros días de la licencia no se 
pagarían y a partir del cuarto día se pagaría el 75 % 
del salario correspondiente. Esta propuesta es, lisa 
y llanamente, una rebaja salarial.
Por todo lo expuesto, se recomienda:

- encomendar a las comisiones de Salario y Pre-
supuesto y Asuntos Laborales a monitorear lo 
referente a la componente trabajo de la masa 
salarialy el eventual impacto de la regla fiscal;
- continuar con el seguimiento mensual de la 
evolución del salario real docente;
- rechazar y denunciar la propuesta de cambio de régi-
men en la financiación de las licencias médicas de la anep;
- profundizar los niveles de denuncia y movilización, 

así de coordinación con otros gremios y sindicatos 
de cara a las próximas rendiciones de cuentas.

b) Presupuesto

Si bien el decreto 90/2020 del 13 de marzo de 2020 
ordena una reducción del 15 % en el gasto del Gobier-
no central, mientras le sugiere a los entes autónomos 
hacer lo mismo, la anep hizo un esfuerzo desmedido 
en tal sentido para, finalmente, ser reconocida en sus 
logros por el Poder Ejecutivo. Esta reducción operó 
en los gastos corrientes y de funcionamiento (aun 
en plena pandemia) y en las inversiones. En el caso 
de la dges, la reducción en estos rubros fue próxima 
al 17 % en el 2020. Para el año 2021, se espera que 
la regla fiscal, definida a partir de la luc, y la Ley de 
Presupuesto comiencen a operar en el mismo sentido 
y sustituyan al decreto citado.
Las partidas asignadas a la anep por el Presupuesto 
se muestran en el cuadro siguiente, elaborado por la 
Cooperativa Comuna:

Datos en miles de pesos corrientes.

Al respecto se hacen dos consideraciones:
1. La línea base tomada por el Presupuesto es inferior 
a la proyectada por la anep, por lo que desde el co-
mienzo se pierde la posibilidad de «ejecución normal» 
prevista por el ente.
2. Los montos del cuadro, tomados en el Presupues-
to, están en pesos corrientes. Esto significa que no 
se ajustarán por inflación a lo largo del quinquenio.
Para la Rendición de Cuentas del 2020, se muestran en el 
siguiente cuadro, elaborado por la Cooperativa Comuna, 
los montos incrementales solicitados por la anep para 
hacer frente a los costos de nuevos cargos asociados a 
los edificios educativos nuevos y para atender los costos 
fijos financiados con el fondo de inasistencias (fondo 
variable) vinculados a los Centros Educativos Asociados 
(cea) y polos de la utu, el pago de nocturnidad, etc.:

Montos expresados en millones de pesos.

Cabe destacar que el Poder Ejecutivo no asignó monto 
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alguno para la anep en la Rendición de Cuentas 2020, 
al menos en lo que va de trámite parlamentario al 
cierre de este informe.
A los efectos de visualizar en números el recorte 
presupuestal en la educación, presentamos dos cua-
dros comparativos sobre los montos ejecutados por 
la anep, Udelar y utec (Universidad Tecnológica del 
Uruguay), entre los años 2019 y 2020, elaborados por 
la Cooperativa Comuna:

Ahora bien, cuando se proyecta la reducción del pre-
supuesto educativo para los años que quedan de este 
Gobierno de coalición de derecha y lo comparamos 
con las previsiones de crecimiento del pbi, tenemos 
el siguiente cuadro, también elaborado por la Coo-
perativa Comuna:

En síntesis, podemos decir que:
1. hay y seguirá habiendo un enorme recorte en la 
ejecución presupuestal de la anep hasta el final de 
este Gobierno de coalición de derecha;
2. el recorte se materializa no solo en montos asig-
nados, sino también en términos de pbi, tanto en la 
masa salarial como en gastos de funcionamiento 
e inversiones;
3. queda demostrada la importancia que el Gobierno 
asigna a la educación pública;
4. el recorte afecta directamente a cientos de tra-
bajadores y trabajadoras y miles de estudiantes, 
afectando derechos laborales y estudiantiles.

Por todo lo expuesto se recomienda:
1. Sistematizar el funcionamiento de la comisión, 
dotándola de una periodicidad mensual que per-
mita hacer un trabajo sostenido en el tiempo en 
conjunto con las filiales;

2. hacer los máximos esfuerzos para restablecer 
el funcionamiento de la Comisión de Seguimiento 
Presupuestal en la órbita de la anep, interrumpida 
unilateralmente por la propia Administración. En 
ese sentido, promover el desarrollo de una comisión 
de presupuesto de la CSEU;
3. mantener el seguimiento de la ejecución presu-
puestaria de la anep, con énfasis en la dges;
4. enfatizar en nuestra plataforma reivindicativa, 
hoy más que nunca, la consigna del 6 % + 1 % del 
pbi, para la anep, Udelar y utec, en el marco de la 
defensa de la educación pública.

c) Infraestructura

Respecto a este punto, las autoridades de la anep han 
dicho que priorizarán el mantenimiento de edificios 
respecto a la construcción de nuevos centros. Esta 
postura va en línea con el trabajo que lleva adelante 
la actual Administración, a saber:

1. el recorte presupuestario como eje estructurador 
de la política educativa pública que impide, entre 
otras cosas, la creación de nuevos cargos asociados 
a centros nuevos;
2. la cancelación de la licitación para la construc-
ción de 42 liceos por el régimen de Participación 
Público-Privada (ppp);
3. traspasar fondos de masa salarial para inver-
siones y gastos de funcionamiento.

Respecto al primer punto cabe consignar lo que, al 
momento de escribir este informe, está sucediendo en 
primaria y en la utu respecto a la obra nueva que se 
está inaugurando (que corresponde a lo planificado 
por el Gobierno anterior). Al no crear los cargos ne-
cesarios (directores, adscriptos, etc.), estos se cubren 
mediante las transferencias de cargos que ya están 
funcionando en otros centros. En síntesis, se viste un 
centro con la ropa de otro.
Por último, y a modo de anécdota, en el mensaje 
presupuestal de la anep, en el capítulo dedicado a 
Infraestructura, aparece una lista de obras nuevas 
que, en la medida en que se «hagan economías», se 
irán concretando. En un contexto de recorte profundo 
del presupuesto educativo, aún hay espacio para la 
lista de deseos.
Por lo expuesto, se propone que la Comisión de Sala-
rio, Presupuesto e Infraestructura de Fenapes, lleve 
a cabo un relevamiento de la infraestructura de se-
cundaria y las obras que se realicen en los próximos 
dos años. Además de profundizar en el relevamiento 
y denuncia con relación al retraso en el desarrollo de 
la “obra crítica”.
En relación con todo lo anterior, es fundamental 
que podamos trabajar en explicar estos recortes, al 
mismo tiempo que proponer medidas que permitan 
financiar las necesidades del sistema educativo. En 
ese sentido, será tarea de la secretaría de Presupuesto, 
salario e infraestructura y su comisión, recuperar las 
propuestas de financiamiento trabajadas en congre-
sos pasados, actualizarlas y difundirlas. La misma 
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servirá de aporte hacia el Congreso del Pueblo que el 
PIT-CNT resolvió impulsar de cara a elaborar, desde 
el campo popular, un programa de transformaciones 
estructurales radicales que nuestro país necesita, en 
favor de las grandes mayorías.

A partir de todo lo Anterior, el XVIII Congreso de FE-
NAPES resuelve la siguiente plataforma reivindicativa:

PRESUPUESTO 
-	 Continuar reivindicando el piso mínimo del 6% 

del PBI para ANEP, UDELAR y UTEC, más un 1% 
del PBI para investigación e innovación; 

-	 total rechazo a la intervención de la autonomía 
financiera de la ANEP mediante leyes de Rendi-
ciones de Cuentas que habiliten a usar montos 
variables del Fondo de Inasistencias de ANEP 
como fondos permanentes para otros usos que 
deberían ser aportados por el MEF; 

-	 con referencias a las reestructuras y en especí-
fico a las propuestas en el presupuesto nacional 
(artículo No. 18)  reivindicamos que las mismas 
cumplan con la negociación colectiva como obli-
gan las leyes de nuestro país;

-	 derogación de la ley de mecenazgo; 
-	 Analizar la situación de discriminación en torno 

a la tasa de aportes patronales de ANEP respecto 
al resto de la Administración Pública y las insti-
tuciones educativas privadas;

-	 Eliminación de la exoneración tributaria a las 
instituciones educativas privadas;

-	 NO a las PPP y rechazo a cualquier política de 
privatización y mercantilización; a la vez que 
nos oponemos firmemente a cualquier intento 
de presupuestación por resultados;

-	  sacar del presupuesto educativo la preparación 
militar y policial;

-	 rechazamos y luchamos contra los recortes del 
presupuesto educativo, exigimos la inmediata 
recuperación de horas y grupos recortado, la 
privatización educativa, las desviaciones de 
fondos variables de ANEP para ejecutar aspec-
tos ya presupuestados, la quita de derechos ya 
adquiridos;

-	 rechazo a los mecanismos que impliquen trans-
ferencia de recursos de la Educación Pública a 
las instituciones Privadas.

SALARIO
-	 En lo inmediato exigir al gobierno la presentación 

de un plan de recuperación de la pérdida salarial 
hasta el final del período, tomando como indi-
cador para la cuantificación de dicha pérdida el 
índice de inflación medido en términos del IPC 
correspondiente al año 2021, y una partida extra 
compensatoria, sin resignar a la reivindicación 
histórica de un salario equivalente a la media 
canasta por 20hs en grado I;

-	 recomposición de la pirámide salarial mediante 
una diferencia del 8,5% entre cada grado. 

-	 incluir todas las partidas y complementos en el 
salario básico; un “renglón único” que se con-
temple para la seguridad social;

-	 ajuste semestral según 100% del IPC;
-	 superación de las desigualdades salariales sub-

sistentes: 
-	 equiparación del salario docente con salario de 

funcionarios administrativos y de servicio,
-	 equiparación salarial en el escalafón técnico a 

nivel de toda la ANEP, 
-	 pago por las horas efectivamente trabajadas en 

los salarios de profesores adscriptos, ayudantes 
preparadores y POP. Actualmente se perciben 23 
horas por cargos de 24 horas y 31 horas y media 
por cargos de 33 horas, considerando para el pago 
la hora “ciclo básico” y no las reloj, situación que 
no es admisible;

-	 exigir el fin de la unidad docente compensada, 
recibiendo la misma remuneración por cada 
unidad docente; considerando las inequidades 
entre los distintos subsistemas de ANEP, a igual 
tarea igual salario;

-	 recomposición de la carrera profesional de 
subdirectores, directores e inspectores con 
salarios acordes a su función y en su respectivo 
grado docente;

-	 exigir la no penalización económica cuando no 
se completa la unidad docente;

-	 salario vacacional para los trabajadores de la 
educación.

CARGOS Y CONDICIONES PEDAGÓGICAS

-	 Creación de cargos, grupos y horas docentes acor-
des a las necesidades del sistema considerando 
un máximo de 25 estudiantes por grupo, con un 
criterio pedagógico, evaluando necesidades es-
pecíficas. Ha de preverse la asignación necesaria 
de equipos multidisciplinarios, funcionarios de 
servicio, funcionarios administrativos, porteros, 
POP, POB, ayudantes preparadores, etc., que el 
sistema requiera, acorde a los planteos de nuestro 
sindicato en relación a las condiciones de trabajo;

-	 llamados a concurso de efectividad para asigna-
turas y cargos con regularidad;

-	 exigimos la restitución inmediata de las 2hs de 
coordinación unilateralmente recortadas y las 
de los distintos cargos; entendiendo que dichas 
horas eran fundamentales para el desarrollo pe-
dagógico integral en las instituciones educativas.

CONDICIONES DE TRABAJO
-	 Exigimos el pleno cumplimiento de la ley de 

negociación colectiva y la no modificación de 
condiciones de trabajo sin previa negociación 
con el sindicato;

-	 reducción gradual de la carga horaria de docencia 
directa de los docentes de sexto y séptimo grado, 
sin pérdida salarial;

-	 asegurar recursos para suministros y gastos 
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que permitan un adecuado funcionamiento de 
las instituciones educativas;

-	 plan nacional de abonos de transporte para 
los docentes durante todo el año lectivo, que 
comprenda la necesidad de realizar trasbordos;

-	 excluir del gravamen de IRPF del abono docente;
-	 partidas especiales para materiales técnico–

didácticos;
-	 contemplar las necesidades de materiales y re-

cursos didácticos de cada comunidad educativa;
-	 no a la contratación de docentes y funcionarios por 

el mecanismo de unipersonales o tercerización, 
defendiendo el ingreso por concurso, derecho que 
debe ser garantizado en todos los casos;

-	 rechazamos la contratación directa por parte de 
direcciones de los centros educativos;

-	 exigimos que las elecciones de horas siempre 
sean por escalafones y sistema de listas vigentes.

JUBILACIONES
-	 rechazamos la propuesta de reforma del sistema 

de seguridad social impulsado por el gobierno que 
aumenta la edad de retiro y rebaja jubilaciones;

-	 aumentar las jubilaciones igualándolas al 100% del 
salario percibido (promedio de los diez mejores 
años de actividad) o al 85% de los tres mejores 
años de actividad para todos los trabajadores;

-	 equiparación de los aportes a la seguridad social 
entre patronales y trabajadores; 

-	 derogación de las AFAPs.

INFRAESTRUCTURA EDILICIA 
-	 denunciamos que bajo la actual ley de presupuesto 

no están previstos los recursos para obra nueva;
-	 exigimos Inversiones en infraestructura que 

aseguren locales en condiciones satisfactorias 
para el normal desarrollo del acto educativo. 
Es necesario además que exista un presupuesto 
adecuado para prevención, mantenimiento y 
reparación de un parque edilicio de la magnitud 
del existente en ANEP. De igual forma rubros 
suficientes para mobiliario y equipamiento para 
los centros educativos;

-	 asegurar recursos para suministros y gastos 
que permitan un adecuado funcionamiento de 
las instituciones educativ; 

-	 atención prioritaria a situaciones de emergencia 
edilicia, inexistencia de locales propios y liceos 
rurales;

-	 discontinuar gradualmente el alquiler de locales 
liceales, espacios para Educación Física y oficinas 
de Secundaria;

-	 eliminar el uso de contenedores como espacios 
áulicos, construyendo ampliaciones a los locales 
existentes o nuevos liceos donde sea necesario;

-	 profundizar la política de accesibilidad: rampas, 
baños inclusivos, ascensores, software aplicado, 
profesores de lengua de señas, etc.;

-	 plan de cerramiento progresivo de los espacios 
para Educación Física, respetando las medidas 

reglamentarias para la práctica de los deportes 
que forman parte de los planes y programas de 
estudio;

-	 crear, dentro de la ANEP, brigadas regionales 
que puedan realizar las tareas de mantenimiento 
preventivo y correctivo;

-	 profundizar los controles sobre la calidad de los 
materiales y la ejecución de las obras;

-	 fortalecer la división de Arquitectura de  Secun-
daria para que sea capaz de prevenir y mantener 
en condiciones adecuadas los centros de estudio.

OTRAS REIVINDICACIONES
-	 En defensa de la negociación colectiva, por un 

buen funcionamiento del ámbito superior de 
negociación y consejo de entes; en defensa de los 
consejos de salarios; en contra de la persecución 
antisindical;

-	 no a la tercerización de las porterías, auxiliares 
de servicio u otros; 

-	 llamados a concursos para los funcionarios de 
gestión y servicio;

-	 regularización del modo de contratación de 
auxiliares de servicio para toda la ANEP, esta-
bleciéndose mecanismos claros de ingreso a la 
función pública, eliminando la forma de empresas 
tercerizadas y contratos mediante comisiones de 
fomento o directores de escuelas que precarizan 
las condiciones laborales de estos trabajadores; 

-	 seguros del Banco de Seguros del Estado que 
cubran a todos los trabajadores de la educación 
en sus tareas;

-	 sistema de Becas que abarquen a la totalidad de 
los estudiantes de ANEP que lo necesiten;

-	 rechazo al desmantelamiento de las políticas 
sociales que sirven de sostén a la trayectoria 
educativa de los y las estudiantes;

-	 creación de salas de lactancia en todos los liceos; 
-	 creación de más centros de primera infancia 

para hijos de estudiantes de liceos nocturnos de 
la mano del no desmantelamiento del Sistema 
Nacional de Cuidados;

-	 extender la licencia maternal y paternal a un año 
sin afectar la actividad computada.
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Asuntos Laborales, Salud Laboral y 
condiciones de trabajo

La asunción de  este gobierno en marzo de 2020, que 
había sido caracterizado por el XVII Congreso de la 
Fenapes como integrado por una coalición de derecha, 
ultraderecha con componentes fascistas, ha significado 
una arremetida profunda en el recorte de derechos y 
en las condiciones laborales de los/as trabajadores/
as de Secundaria. El advenimiento de la pandemia 
significó, asimismo, una profundización y acelera-
ción de procesos de transformación privatizadora 
y mercantilizadora, y en la modificación de algunas 
condiciones de trabajo que surgieron para subsanar 
la emergencia sanitaria, pero que se impusieron una 
vez vuelta la presencialidad plena en los centros 
educativos. La ausencia de negociación colectiva y 
la persecución a los/as trabajadores/as docentes en 
general y sindicalizados/as en particular, ha sido el 
eje vertebrador de las acciones de este gobierno, y lo 
único que ha frenado el avance de estos elementos ha 
sido la lucha organizada a través de la herramienta 
sindical, rodeada por el conjunto del movimiento 
sindical y las organizaciones sociales.
En este contexto, se han logrado algunas victorias a 
las propuestas del gobierno, como ser la victoria aplas-
tante que se dio en las elecciones para Consejero de 
CODICEN, en la que se recuperó el segundo cargo para 
una candidata de la CSEU. Entendemos que el vínculo 
de dichos representantes debe ser muy estrecho con 
la organización sindical, y lo mismo en referencia a 
los/as consejeros electos de Secundaria en caso de 
que se derogue la LUC y se reinstale el Consejo de 
Educación Secundaria con tres miembros.

El recorte presupuestal y el acceso al 
trabajo

El recorte presupuestal de 56.000.000 millones de 
dólares supone enormes dificultades en relación al 
funcionamiento de los centros educativos, así como 
del acceso al trabajo, y de las condiciones del mismo. 
En estrecha relación con el ajuste se da una modi-
ficación de las condiciones laborales que implica la 
dificultad de acceder a la fuente laboral, principalmente 
de docentes interinos/as, que en muchas instancias 
implicarían la aceptación de condiciones laborales 
más desfavorables para poder acceder al trabajo.

En este contexto se han realizado numerosas in-
tervenciones desde la Federación para resguardar 
los derechos laborales de los/as trabajadores/as de 
Secundaria.

Las experiencias en la CODEDs departamentales, sin 
embargo, han sido diversas, así como las instancias 
de elección de horas en este último periodo, de las 
cuales algunas han sido virtuales y otras presen-

ciales. Hay departamentos en que las CODED cum-
plen un rol fundamental en las elecciones de horas, 
mientras que en otros no son convocadas, ni tienen 
un ámbito real de negociación con las autoridades 
que permita incidir en su desarrollo, mientras que 
en otros lugares, a pesar de llegar a acuerdos dentro 
del ámbitos de las mismas, se terminan desarrollando 
acciones contrarias a estos. La participación en este 
ámbito es un elemento a problematizar, en tanto las 
realidades son tan dispares; no solo la participación 
efectiva, sino la forma de la misma: ¿participar de la 
elección? ¿fiscalizar? ¿no participar? Son elementos 
que es necesario posicionar en el debate y es por ello 
que lo planteamos en este documento como elemento 
para la discusión.
Por otro lado, es fundamental posicionar a la Comi-
sión Nacional en un rol central de articulación entre 
las diversas filiales y departamentos, para tener un 
flujo de información de las distintas instancias que 
se realizan en cada una y generar un enriquecimiento 
mutuo de las experiencias ganadas en estos ámbitos. 
Profundizar y sistematizar esta tarea es un desafío 
fundamental en esta etapa en que el acceso al trabajo 
difiere significativamente en cada localidad, y el pro-
ceso de organización del mismo, varía muchas veces 
de forma unilateral e impuesta por la administración.
   En cuanto a las condiciones de trabajo y su acceso, 
debemos señalar, como es de orden, que el último 
estuvo condicionado por la emergencia sanitaria. A 
tales efectos, se tuvo que analizar, problematizar y 
definir posicionamientos generales para los ámbitos 
de negociación.

El levantamiento del cuarto intermedio de la agd del 
6 de mayo de 2020 resolvió que:
a) dada la plena vigencia del sistema de relaciones 
laborales, previsto por la Ley 18 508/2009, de 26 de 
junio, se debe convocar a los ámbitos de negociación 
colectiva bipartitos en los cuales discutir condiciones 
de trabajo, mientras dure la situación excepcional 
determinada por la emergencia sanitaria, la orga-
nización del trabajo y sus condiciones y el protocolo 
de salud que debe aplicarse al momento del retorno 
a la presencialidad;
b) solicitar al Codicen de la anep la instalación urgente 
del ámbito bipartito cseu - Codicen (en el día de la 
fecha, la Administración confirmó su convocatoria 
para el 12 de mayo). Solicitar al recientemente ins-
talado ces la convocatoria a bipartita ces - Fenapes.
El 18 de mayo se firmó el Protocolo de Protección a 
los Funcionarios de la anep debido a la Propagación 
de la covid-19 entre la cseu y el Codicen, el cual fue 
encomendado por la Coordinadora a su Comisión de 
Salud Laboral con el objetivo de proteger la salud de 
cientos de trabajadoras y trabajadores que nunca 
cesaron de cumplir sus funciones de forma presencial, 
así como brindar las mayores garantías para aquellos 
que serían convocados a la presencialidad. El proceso 
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de discusión llevó largo tiempo y la negociación fue 
ardua. La premura fue siempre de las trabajadoras y 
trabajadores organizados, ya que la Administración no 
entendía como condición sine qua non la existencia de 
un protocolo que protegiera la salud de los asalariados.
El manual de procedimiento se elaboró en el ámbito 
bipartito de la Comisión de Salud Laboral ces - ates 
- Fenapes. Luego de una larga y dificultosa discusión, 
se aprobó por mayoría en el Comité Ejecutivo, el 26 
de mayo, el manual que utilizamos en los grupos de 
trabajo. En dicha instancia, se resolvió proponerle al 
ces una modificación al texto original.
En el punto 1, sobre las convalidaciones, el texto 
original de la bipartita del 25 de mayo señalaba: «La 
convalidación implica la no presencialidad en los lu-
gares de trabajo manteniendo el trabajo a distancia 
(excepto funcionarios de escalafón F) sin ver afectada 
la actividad computada y el presentismo».
La redacción final establece:

La convalidación implica la no presencialidad a los 
lugares de trabajo. Para los funcionarios de gestión se 
mantendrá el trabajo a distancia (excepto funcionarios 
de escalafón F) y para el sector docente implicará la 
realización de actividades que permitan mantener el 
vínculo pedagógico con el estudiante. Dicha convalidación 
no afectará la actividad computada ni el presentismo 
de dichos funcionarios.

Entendemos que, más que una modificación textual, 
se logró que el ces asumiera que, desde la suspensión 
de clases hasta el retorno a la presencialidad, se había 
mantenido el vínculo pedagógico. La virtualidad, desde 
la perspectiva de esta secretaría, debe ser entendida 
como una herramienta más, pero jamás como un ele-
mento sustitutivo de la educación presencial, aspecto 
fundamental del sistema educativo público.
Asimismo, entendemos riesgoso habilitar determina-
das prácticas que tiendan a sentar las bases para el 
teletrabajo o la semipresencialidad en toda la anep, 
en el entendido de que el primero, así como también 
internet en general, se encuentra desregularizado.

Virtualidad y condiciones de trabajo

En este sentido, se estableció desde entonces una 
perspectiva de trabajo crítico en torno a la virtualidad 
y la problematización de términos que comenzaron a 
hacerse camino en nuestro sector tales como clases 
virtuales o teletrabajo.
Entendemos que es imprescindible problematizar 
sobre diferentes cuestiones del actual contexto, 
tomando como eje vertebrador la virtualidad en un 
sentido global, promotora de diferentes formas de 
precarización, y posicionarnos críticamente ante 
posturas y prácticas que tienden a naturalizarse y 
validarse y que, peligrosamente, van consolidando 
la reforma curricular en marcha.
La denominada era digital ha traído consigo la aplicación 
de avances tecnológicos a los procesos productivos 
como nunca se había visto. Ello ha venido confluyendo 

en lo que algunos llaman economía disruptiva o nueva 
economía (también llamada gigeconomy, economía de 
plataformas, etc.) sustentada en nuevos modelos de 
negocios que parecen ser el mascarón de proa de una 
impetuosa ofensiva del neoliberalismo y la globaliza-
ción, escenario coyuntural de estos tiempos.
Este escenario se destaca para la deslocalización y 
transnacionalización de los procesos productivos, 
que comienzan a imponer una suerte de metamor-
fosis del trabajo asalariado y subordinado. Un iter 
creciente y progresivo de precarización que va desde 
las conocidas formas de tercerización a la más con-
tundente informalidad y atomización del trabajo, que 
responden, entre otras razones, al abatimiento de los 
costos de producción y el acceso a formas obscenas 
de acumulación de ganancias.
La denominada Cuarta Revolución Industrial amenaza 
con romper los moldes tradicionales del derecho del 
trabajo y con establecer fuertes tensiones entre las 
necesidades del capital y los derechos fundamentales 
del trabajador.

Algunas modalidades

El estudio de esta nueva forma del trabajo ha conducido 
al relevamiento de sus aspectos más salientes. En tal 
sentido, hemos de señalar que dicha modalidad implica 
esencialmente el trabajo remoto, con particularidades 
tales como el desempeño total, o predominantemente, 
fuera de la empresa, desde el hogar (home office), tele-
centros, o espacios previstos a esos efectos (co-work), 
o desde cualquier otro lugar (off-shore). La modalidad 
de conexión habitualmente utilizada es el trabajo en 
línea (online) o desconectado (offline).
Una de las distinciones claves para el estudio del 
problema es el del teletrabajo subordinado y el tele-
trabajo autónomo o independiente. Debe indicarse 
que esta última modalidad ha sido objeto de debates, 
dudas, incertidumbres y diversos pronunciamientos 
judiciales. Se ha postulado como trabajo «autónomo» 
especialmente al trabajo a través de plataformas, 
también denominado crowdworking, fenómeno clave 
de la economía disruptiva, donde a nuestro juicio se 
expresa de forma más extrema la explotación del 
trabajo humano con niveles alarmantes de infor-
malidad y precariedad laboral, sistema basado en el 
licuamiento de la limitación de la jornada laboral, la 
despersonalización del empleador y, medularmente, 
el trabajo en solitario. 
Respecto a esta última modalidad deberíamos también 
hacer una distinción en función de la naturaleza de 
la fuerza de trabajo en cuestión. La primera de ellas 
refiere al trabajo predominantemente teórico, inte-
lectual o de naturaleza administrativa, denominado 
trabajo inmaterial o trabajo cognitivo, requerido, pro-
ducido y entregado en forma remota a través de las 
Tecnologías de la Información y Comunicación (tic). 
Y la segunda, atinente al trabajo a demanda vía apps, 
consiste en el cumplimiento de tareas tradicionales, 
manuales (destaca especialmente el transporte) en 
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la forma de trabajo a demanda, solicitado a través de 
un clic, utilizando los datos georreferenciados y la 
conexión a internet. Mecanismos implementados para 
que el usuario pueda conectarse con la plataforma 
para pedir un determinado servicio.
Existen empresas muy conocidas desempeñándose en 
esta modalidad: Uber, Lyft, Sidecar, Taskrabbit, Carr.
com, Amazonas, etc. En nuestro país, las empresas que 
se destacan en dicho rubro son Uber (transporte) y 
Pedidos Ya, Glovo, Rappi y Uber Eats (aplicaciones de 
delivery), todas formas que podríamos graficar a través 
de una bicicleta y un joven con una caja al hombro. 
Una disrupción que debe ser pensada en función del 
mantenimiento y reproducción del sistema del capital.
¿Qué disrupción?
Las nuevas tecnologías, en especial la digitalización, 
han irrumpido en el escenario social, económico 
y laboral como un paquete completo que incluye 
nuevas terminologías para su venta. Líneas arriba 
analizamos algunas de ellas, sin embargo, conviene 
volver a la noción de economía disruptiva. En general 
ha habido un manejo «inocente», puramente técnico 
y aséptico, de la idea de disrupción, como si se tratara 
de una mera cuestión de velocidad o profundidad de 
los cambios posmodernos. Se ha dicho: 

Se habla del «efecto disruptivo» que la economía virtual 
produce en nuestras sociedades, para referirse a un 
nuevo tiempo (el que comenzamos a vivir) en que los 
cambios son tan sustanciales y rápidos que determinan 
modificaciones de una intensidad nunca experimentadas 
con anterioridad (Raso Delgue, 2016).

Sin embargo, la disrupción o profundidad del cambio 
debe pensarse en el marco del nuevo escenario en que 
se produce el juego entre capital y trabajo. Más que 
una cuestión de intensidad o velocidad, la clave está 
en el sentido del cambio.
Al respecto indicaba Alain Supiot (1999): 

[…] A desmenuzar los resortes del cambio para intentar 
comprender mejor su rumbo. Pero, para hacer esta 
labor, también hay que navegar entre dos escollos. El 
primero consiste en desorbitar las transformaciones 
sobre las que se nos invitó a reflexionar. En un mundo 
cambiante es muy fuerte la tentación de tomar la parte 
en movimiento por el todo, y de pasar por alto las fuerzas 
de conservación del sistema social […].

La tecnología tiene un fuerte componente social. La 
innovación implica el incremento de la fuerza social 
del trabajo en los términos de las relaciones de pro-
ducción dominante. Es imposible interpretar el cambio 
tecnológico sin asociarlo a las leyes de funcionamiento 
del capitalismo. En dicho sistema, el capital y el tra-
bajo constituyen los dos pilares de la relación social 
dominante, el primero representa la acumulación del 
trabajo no remunerado a sus productores y el segundo 
la fuente de esa generación de valor. 
La innovación debe ser entendida en el juego dialéctico 
entablado entre ambos polos. El abordaje del tema 
desde la teoría del valor permite desentrañar aún 

más su significación más profunda. Esta teoría indica 
que el valor de una mercancía depende del trabajo 
socialmente necesario para producirla, por lo que la 
innovación tecnológica tiene un fuerte impacto en la 
dimensión del trabajo social tendiente a generar valor:

El cambio tecnológico vehiculiza la acción de la ley del 
valor-trabajo que rige el funcionamiento del capitalismo. 
A través de la innovación se alteran las proporciones 
de trabajo contenidas en las mercancías, y esta trans-
formación modifica los precios relativos que orientan 
la producción (Katz, 1996).

Desde la propia perspectiva de la teoría del valor se 
ha sostenido que, en su formulación clásica, sufre 
una suerte de «agotamiento», e incluso algunos au-
tores hablan del «estallido de la ley del valor», ante 
el advenimiento de nuevas categorías tales como el 
trabajo inmaterial, trabajo cognitivo, sociedad fábrica e 
incluso de obrero social por oposición al obrero masa, 
referido al viejo trabajador de la cadena de montaje. 
Se sostiene que la modificación del modo de producir, 
a instancias de las nuevas tecnologías, implica una 
suerte de subsunción y sometimiento de la sociedad 
cada vez más coherente y exhaustivo con el curso de 
producción de ganancias. El capital hoy es el trabajo 
y la vida. Es la sociedad la que deviene en el centro 
de la producción, es el saber social.
Es clara la tendencia del capital a transformar cada 
vez más actividades humanas en trabajo productor 
de mercancías.

Hoy sabemos que esa tendencia se ha hecho casi omni-
presente, alcanzando todos los intersticios de nuestras 
vidas […] Los derechos sobre las porciones de valor 
creadas de esta manera, esto es, desde afuera de la 
producción directa, asume la forma típica de la renta 
capitalista (Miguez, 2016).

El comercio de datos pauta la dinámica empresarial, 
reestructura los intereses capitalistas y establece 
nuevos parámetros de organización de la sociedad 
en todos los aspectos imaginables. «Podemos decir 
que, en clave marxista, estamos frente a un nuevo 
paradigma de plusvalía de la vida, generando ganan-
cias aun cuando no estamos trabajando» (Scasserra, 
2019). Más allá del desafío que implica el análisis 
de la versión del capitalismo cognitivo a la luz de la 
teoría del valor, y la nueva realidad que ofrece hoy 
el capital, creemos que los fundamentos de dicha 
teoría resultan inalterados, ya que, en forma directa 
o externalizada, material o inmaterial, la cantidad de 
trabajo socialmente necesaria sigue siendo la medida 
de valor y es en ese segmento de la realidad donde 
despliega e impacta todos sus efectos la innovación 
tecnológica.

Problemas y desafíos

Relevada la noción, modalidades y funcionalidad 
del teletrabajo, volvamos al aspecto jurídico para el 
análisis de las problemáticas que plantea desde la 
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perspectiva de aquellos derechos fundamentales de 
especial protección por parte del derecho del trabajo.
En todas las áreas del conocimiento han aparecido 
alentadores acríticos del fenómeno, objetivamente 
alineados con las estrategias del empresariado en 
esta nueva fase del capitalismo, algunos promoviendo 
las mieles del teletrabajo, otros hablando de la crisis 
de la laboralidad o trastocamiento de los elementos 
básicos del contrato laboral, postulando la aparición 
de una nueva dimensión de la morfología del fenóme-
no social del trabajo en el que, el empleo profesional, 
subordinado y «para toda la vida», cedería lugar a la 
noción —de dudosa precisión conceptual y de inten-
cionada ensoñación ideológica— de emprendedurismo.
Esta crisis de la laboralidad, en realidad, se basaría 
en la supuesta desaparición de la subordinación 
jurídica (elemento esencial del contrato del trabajo), 
aunque habría que destacar a cierta valiente doctri-
na laboralista que no ha dudado en señalar la aviesa 
intención del empresariado y la academia que lo 
asiste de disimular o enmascarar a la subordinación, 
disfrazándola de autonomía. 
Por nuestra parte, obviamente no se trata de asumir 
una actitud necia negando el problema, sino por el 
contrario, resulta imperiosa su problematización a 
la luz de su impacto en el sistema de relaciones labo-
rales y sociales. De hecho, la propia oit ha señalado:

Las nuevas tecnologías y los cambios en la forma en 
que las empresas organizan la producción son factores 
determinantes de la evolución de las relaciones de empleo 
y de la extensión de las nuevas formas de trabajo. De 
ahí que la consecución del modelo de empleo estándar 
para la mayoría de los trabajadores sea cada vez más 
difícil (oit, 2015, p. 4).

Las consecuencias del advenimiento del teletrabajo 
deben analizarse tanto en relación con el derecho 
individual de trabajo (contrato laboral) como en 
relación con el derecho colectivo de trabajo.
Un aspecto medular del sistema tradicional y pre-
sencial refiere al régimen de limitación de la jornada 
laboral. En nuestro sistema existe un doble blindaje 
del horario: la limitación semanal y diaria de la jor-
nada. Este régimen posee incidencia en cuanto a la 
salud y calidad de vida del trabajador, permitiéndole 
organizar sus tiempos de recreación y descanso, 
derecho fundamental de amplia consagración nor-
mativa. También resulta fundamental en cuanto a la 
percepción de su salario, concretamente el cobro del 
trabajo extraordinario.
La promoción del teletrabajo, en cambio, ha derivado 
en un imaginario que lo concibe en un contexto de 
horario flexible. Si bien existen experiencias de tra-
bajo remoto organizado en función del denominado 
trabajo en espejo a la jornada presencial habitual, 
persisten, no obstante, grandes resistencias, sin que 
existan fundamentos empíricos, y menos jurídicos, 
que permitan sostener per se que la actividad del 
teletrabajador es esencialmente flexible.
La rigidez propia de un régimen presencial, con una 

determinación precisa del inicio y finalización de la 
jornada, ha sido en los hechos permeada por la diver-
sidad de medios tecnológicos que permiten alcanzar 
al teletrabajador más allá de las horas en que debe 
prestar su labor. La insistencia de los defensores del 
teletrabajo en flexibilizar horarios nos hace pen-
sar que las nuevas tecnologías de la comunicación 
ofrecieron la oportunidad de introducir una de las 
principales quimeras del empresariado: disponer 
de un trabajo más controlado e intenso en calidad y 
tiempo y abaratar costos mediante la migración de 
parte de la infraestructura en que se apoya el proce-
so de producción, desde la fábrica, local u oficina, al 
hogar del trabajador, lo que coloca sobre sus hombros 
un porcentaje —aunque pueda ser mínimo— de los 
costos del proceso, y ni que hablar del beneficio de la 
difuminación de la jornada, que extingue cualquier 
posibilidad de pago de horas extras.
Por otra parte, el desplazamiento del lugar donde 
se cumple el trabajo conlleva, a su vez, el desplaza-
miento del espacio de ejercicio del poder del patrón, 
quien, blandiendo sus prerrogativas como titular 
de los medios de producción, ingresa al hogar de la 
trabajadora y el trabajador, a su «sagrado inviolable». 
De este fenómeno se derivan consecuencias de suma 
gravedad, amplificadas en el trabajo público en el que 
el Estado-patrón ingresa con la autoridad que le da 
su condición de representante del interés público.
El poder de dirección empresarial, ejercido directa-
mente en el hogar de la trabajadora y el trabajador, 
pone en riesgo una serie de derechos fundamentales 
denominados inespecíficos, es decir, los derechos que 
no se derivan del contrato, sino de la condición huma-
na y de los cuales no se despoja al ingresar al ámbito 
laboral (y menos en su hogar), como, por ejemplo, el 
derecho a la intimidad, así como todos los asociados 
a bienes jurídicos actualmente protegidos (opción 
sexual, religiosa, ideología, imagen, etc.). Asistimos 
a una caída precipitosa de paradigmas.
El derecho a la intimidad, por ejemplo, ha estado histó-
ricamente abroquelado por altas murallas que hoy se 
convierten en vitrinas traslúcidas si pensamos en una 
virtualidad que funciona por medio de la absorción 
permanente de datos personales que se vuelcan en 
cada reunión a distancia o mediante el intercambio 
de información, trabajos, documentos, etc. y alimen-
tan una nube inagotable a través de internet, cuyas 
condiciones de control desconocemos. Incluso, en 
ocasiones, el propio teletrabajador es convertido en 
correa de transmisión hacia la nube, de información 
sensible de otras personas o colectivos, algunos de 
estos objetos de especial protección, tal como ocurre 
con la denominada libreta electrónica o las plataformas 
educativas en educación secundaria y toda la anep.
Especial consideración merece el riesgo de restrin-
gir derechos fundamentales que, si bien podrían 
resultar incompatibles en el ámbito laboral público 
presencial, son no obstante de pleno goce y disfrute 
en la vida personal de la trabajadora y el trabajador, 
como las opciones y simbologías políticas, ideológicas 
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o religiosas entre otras ¿Se puede considerar incurso 
en violación de la laicidad a un docente cuando el 
dispositivo mediante el cual dicta su clase capta una 
imagen política o religiosa en su hogar?
Lo que se ha señalado pone de manifiesto el redimen-
sionamiento del ejercicio del poder aplicado al ámbito 
laboral en todos sus aspectos y, específicamente, la 
desnaturalización de ciertos poderes construidos en el 
terreno de la presencialidad, como el poder disciplina-
rio. Las nuevas tecnologías de la comunicación logran 
llegar al reducto más íntimo de la teletrabajadora y 
el teletrabajador, obteniendo los óptimos resultados 
al servicio de la producción y el capital.
Como decíamos al analizar la teoría del valor, la inno-
vación tecnológica garantiza el surgimiento de nuevas 
porciones de valor derivadas de los intersticios de la 
vida, que asumen la forma típica de la renta capitalista.

La salud en riesgo y la casi nula 
autopercepción

Una cuestión esencial para la trabajadora y el traba-
jador es su salud y seguridad laboral. 
El marco normativo en materia de salud, seguridad e 
higiene laboral está dado particularmente por la Ley 
5032/2014, de 21 de julio sobre seguridad e higiene 
ocupacional y sus decretos reglamentarios: 406/88, 
474/009 y 499/007, atinentes a condiciones edilicias; 
iluminación; ventilación; aseo y limpieza; vestuarios; 
sanitarios; primeros auxilios; instalaciones; maquina-
rias y equipos; instalaciones eléctricas; prevención de 
incendios; manejo de herramientas; riesgos químicos, 
físicos, biológicos y ergonómicos. 
También podemos destacar, entre las normas más 
importantes, el decreto 147/12, reglamentario de las 
condiciones y medioambiente de trabajo en centros 
telefónicos de consulta, procesamiento de datos, 
atención telefónica y telecentros; el decreto 127/14, 
sobre almacenamiento y transporte de productos de 
pesca; el decreto 126/019, sobre la obligatoriedad de 
las empresas de contar con servicios de prevención y 
salud en el trabajo y los decretos 291/007 y 244/016, 
que establecen la creación de ámbitos bipartitos para 
la prevención y protección de los riesgos en materia de 
salud y seguridad. A este proficuo panorama jurídico 
debemos agregar, por su enorme relevancia, a la Ley de 
Accidentes Laborales 16 074/1989, de 10 de octubre.
Estas normas, y otras de carácter complementario, 
conforman un verdadero código en materia de salud, 
seguridad e higiene laboral y obviamente han sido 
pensadas para el ámbito laboral presencial. No se ne-
cesita mucho esfuerzo para entender la imposibilidad 
de aplicación este marco protector en el hogar del 
trabajador y mucho menos en los espacios de cowork.
En materia de trabajo a distancia no existen normati-
vas sobre seguridad e higiene laboral. Lo que ha sido 
elaborado son protocolos y pautas con motivo de la 
pandemia en curso, algunas de las cuales incluyen 
el trabajo remoto como mera alternativa. Un caso 
paradigmático es el referido al ámbito educativo, en 

el cual dicha modalidad se ha venido implementando 
sin negociación colectiva y mediante «pautas» que no 
parecen encuadrar en la figura de norma jurídica y 
constituyen una mera imposición de hecho.
En cuanto al Poder Ejecutivo, el teletrabajo es mencio-
nado en dos normas del Ministerio de Trabajo y Segu-
ridad Social. La resolución núm. 52/020, denominada 
Resolución conassat coronavirus (covid-19), en la 
que se establecen disposiciones y recomendaciones 
para la prevención del riesgo biológico en toda rela-
ción laboral ante el advenimiento de la pandemia. En 
uno de sus artículos, se recomienda como forma de 
prevención el trabajo a distancia. Por su parte, existe 
una resolución de la Inspección General del Trabajo 
y la Seguridad Social, de fecha 11 de mayo de 2020, 
relacionada con el control de la nómina de trabajadores 
que pasan a esta modalidad laboral.
En definitiva, el teletrabajo carece de un marco protector 
o tuitivo que ponga a resguardo la salud y seguridad 
laboral de quien se desempeñe en dicho régimen, otro 
aspecto que marca a fuego su precariedad. Sostener 
sin más la aplicación de estas normas no solo cons-
tituye una afirmación carente de sentido, sino que 
además conduce a situaciones colocadas en el plano 
del absurdo, tal como la posibilidad de inspección 
laboral o la denuncia, determinación y constatación 
de accidentes laborales en el hogar de la trabajadora y 
el trabajador. Y, por supuesto, se abre un panorama de 
proyección económica ¿Cómo se determinará el alcance 
y costo de la póliza a ser abonada por el empleador 
en estos casos? No debemos olvidar, además, que, si 
en el ámbito público ha resultado difícil el acceso a 
una atención especializada en materia de accidentes 
y enfermedades profesionales, el trabajo en el hogar 
o cowork lo torna aún más difícil.
Días pasados, la Internacional de la Educación, en 
conjunto con la Red Estrado publicó un informe a 
partir de las encuestas realizadas durante el 2020 en 
diferentes países de Latinoamérica. En el caso uru-
guayo, las y los docentes participantes de la encuesta 
señalaron, en más de un 90 %, que, en el marco de la 
suspensión de la presencialidad, su trabajo se había 
incrementado. No obstante, debe preocuparnos que, 
a los efectos de la auto percepción, solo apenas por 
encima del 10 % manifestó que esto haya repercutido 
desfavorablemente en su salud laboral.

Salud y género

Un lugar común ha sido el de proponer a la conciliación 
de la vida personal y laboral como uno de los bene-
ficios del teletrabajo en tanto ambas dimensiones se 
cumplen en el hogar, lo cual implicaría otros beneficios 
como ahorro en transporte, vestimenta, gastos de 
alimentación, etc. Sin embargo, el abordaje del trabajo 
a distancia desde una perspectiva de género tira por 
tierra cualquier posibilidad de pensar a la conciliación 
de la vida personal y laboral como un avance.
Una de las manifestaciones más claras de la sociedad 
patriarcal ha sido la de colocar en la esfera de la mujer 
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las responsabilidades de cuidado en el hogar, lo cual 
tiene como consecuencia la duplicación de su rol en el 
proceso de reproducción de la fuerza de trabajo, por 
un lado, en forma directa como trabajadora y, por el 
otro, la garantía de las condiciones materiales, a esos 
efectos, al resto de los integrantes del hogar. Muchos 
han sido los esfuerzos por establecer criterios de 
igualdad de género: denuncias, movilizaciones, el desa-
rrollo de la conciencia desde los sindicatos y diversas 
organizaciones intermedias, normas heterónomas y 
de naturaleza negocial que jerarquizan la paternidad 
(licencias, cuidados, etc.) como forma de mitigar la 
sobrecarga de la trabajadora; sin embargo, los logros 
han resultado magros. En un contexto de trabajo re-
moto o a distancia, la reubicación de la trabajadora en 
el hogar implica el riesgo de un verdadero retroceso, 
reconfigurándose la mentada conciliación de la vida 
personal y laboral como el eslabón más importante 
de una cadena que ha resultado muy difícil de romper.
Lo señalado es sin perjuicio de que también el hogar ha 
sido el principal escenario de la violencia de género y 
el mundo exterior, especialmente el laboral presencial, 
es desde donde podrían aparecer manifestaciones de 
solidaridad.
Si, hasta aquí, la suerte de la relación sustancial de 
trabajo no aparece como muy alentadora en el con-
texto del trabajo a distancia, las consecuencias en el 
terreno del derecho colectivo de trabajo aparecen, sin 
duda, como de extrema gravedad. Los institutos claves 
que conforman esta rama de derecho son la libertad 
sindical, la negociación colectiva y la huelga. Es decir 
que los institutos regulados por el derecho colectivo 
de trabajo son precisamente sujetos colectivos, di-
mensión que requiere un proceso de construcción a 
partir de la interacción social y del trabajo presencial 
como coordenada clave de la vida social.
El trabajo en solitario y la disminución de la intensidad 
del contacto con los pares consolidan una fragmen-
tación que conspira contra el funcionamiento de las 
herramientas colectivas y hace difícil concebir en ese 
contexto un óptimo funcionamiento de la negociación 
colectiva y, ni que hablar, de la huelga.

La propuesta legal de regulación

Se presentó, en el Parlamento, un proyecto de ley 
tendiente a la regulación del teletrabajo, la cual cuen-
ta con media sanción.5 Dicho proyecto nos merece 
los siguientes comentarios: en primer lugar, parece 
apartarse de los principios y entorno conceptual en 
que se desarrolló el laborismo. 
El derecho del trabajo nace a partir de la constata-
ción de la desigualdad material entre las partes en el 
vínculo de trabajo y por la necesidad de establecer un 
marco tuitivo o protector de la parte más débil que 
construya una desigualdad formal compensatoria. El 

5	  Presentado por la senadora Carmen Sanguinetti del Partido 
Colorado, aprobado por Cámara de Senadores en octubre de 2020. 
Cabe destacar que se ha presentado otro proyecto por parte del 
exdiputado Martín Lema.

derecho del trabajo, en consecuencia, duda razona-
blemente de cualquier posibilidad de igualdad entre 
los contratantes en el ámbito del derecho individual 
de trabajo para el establecimiento de las condiciones 
laborales. 
El proyecto de ley, en cambio, establece sus principios 
rectores apelando a una noción de igualdad nego-
cial, así como a enunciados generales sin garantías 
de realización objetiva. En su artículo 3 (Principios 
Rectores) establece que el teletrabajo es voluntario 
y debe requerir el consentimiento por escrito del 
trabajador y la posibilidad de la reversibilidad de 
este, en forma consensuada con el empleador. Estos 
principios corren el riesgo de mantenerse exclusiva-
mente en el plano teórico, sin tomar contacto jamás 
con la realidad ante el mero establecimiento previo, 
por parte del empleador, de las condiciones para 
contratar al alguien.
También se establece que los teletrabajadores tendrán 
los mismos derechos y condiciones que los trabajadores 
presenciales, pero acto seguido se exceptúan aquellas 
que sean necesarias para el trabajo presencial. Asi-
mismo, y con un giro gramatical general, se establece 
que se respetará el derecho al descanso, a la intimidad, 
a la seguridad e higiene laboral, la libertad sindical y 
la no discriminación, reconociéndose al teletrabajo 
como modalidad para la generación de empleo. 
Sin embargo, tal como hemos visto, el marco jurídico 
general no ofrece caminos adecuados y efectivos 
para el logro de los principios señalados, es más, el 
propio proyecto de ley se encarga de establecer que el 
teletrabajo estará excluido del derecho a la limitación 
de la jornada diaria, lo que instaura un régimen de 
flexibilidad absoluta dentro de la limitación semanal, 
por lo que el derecho al descanso y desconexión, que 
vuelve a reafirmar en este artículo 8 no deja de ser 
un mero saludo a la bandera.
En su artículo 5, establece que el teletrabajador y 
empleador deberán pactar por escrito la modalidad 
del contrato de trabajo. Es importante señalar, en 
este punto, que el entonces ces había propuesto un 
encabezado, en las pautas de elección de cargos y 
horas docentes, en el que el contrato para firmar en 
las designaciones para el 2021 contemplaría tanto 
el trabajo virtual como presencial. La Fenapes pudo 
revertir esto y dicho compromiso fue eliminado, en-
tendiendo que el marco regulatorio de vinculación 
laboral aplica solo para la presencialidad.
Volvemos a señalar lo siguiente enfáticamente: en 
el sistema dual del capital y trabajo, el «pacto» no 
es otra cosa que la sustanciación de las condiciones 
previamente establecidas por el titular de los medios 
de producción. Esta ensoñación de una igualdad ma-
terial imaginaria llega a su máximo paroxismo en los 
artículos 6, 7, 9 y 12, en los cuales se dispone que el 
teletrabajador y el empleador «acordarán» el lugar de 
trabajo, el cambio de modalidad, es decir, la alternancia 
de teletrabajo a presencial y a la inversa, el sistema 
de registro de asistencia y la forma y provisión de las 
tecnologías necesarias para el desarrollo de la activi-



42

dad. Y, como si se quisiera limitar el enorme «poder 
negocial conferido al trabajador», se le prohíbe que 
exija al empleador que sea este el que proporcione el 
lugar donde se preste el teletrabajo.
Claramente, se establece una especie de manto de 
legitimación de condiciones laborales que no pueden 
ser más que determinadas por quien dirige el proce-
so productivo, se edulcora la imposición de nuevas 
condiciones laborales enmarcadas en términos de 
precariedad, mediante una ficción superada por el 
derecho del trabajo hace cien años.
Haciendo gala de su tenor general, el proyecto, en su 
artículo 11, establece que el empleador puede verifi-
car las condiciones de salud y seguridad ocupacional 
del teletrabajador y, a esos efectos, puede solicitar la 
intervención de la Inspección General del Trabajo, 
por lo que queda facultado a solicitar judicialmente 
la inspección en el hogar. Es decir que el trabajador 
pasa a ser deudor de seguridad laboral, cuando en 
realidad debe ser acreedor de dicho derecho y el 
empleador garante de él.
Otra inconsistencia de graves dimensiones está 
contenida en el artículo 13, según el cual, todas las 
disposiciones de la Ley de Accidentes de Trabajo serán 
aplicables al teletrabajador. No exige mayor esfuerzo 
entender que dicha norma, si no es de imposible, es 
de dudosa o difícil aplicación práctica. Basta para ello 
pensar que es el propio trabajador quien denunciaría 
un accidente en su propio hogar. La mera circunstancia 
de la acreditación del evento que a su vez depende de 
las particularidades de cada hogar, tornan risible el 
contenido de esta disposición.
El procedimiento administrativo y la organización 
institucional instituidos para aplicar el régimen de la 
Ley 16 074 resultan incompatibles con el desempeño 
laboral en el hogar, por otra parte, el ejercicio de este 
derecho dependerá de la calidad de las instalaciones, 
lo cual, a su vez, reflejará las posibilidades económicas 
de cada trabajador, consolidándose una clara situación 
de desigualdad en cuanto al acceso a un servicio de 
salud especializado.
Dos aspectos medulares hacen pensar en la oportu-
nidad de la proposición de este proyecto. En primer 
lugar, se presenta en plena pandemia por covid-19, 
cuando en las academias del mundo entero se está 
discutiendo el fenómeno del teletrabajo pospandemia. 
Es decir que el análisis parte de la idea de transito-
riedad para poder pensar que es lo que va a quedar 
de un modelo que objetivamente fue amplificado por 
la crisis sanitaria.
Lejos de la presentación de un proyecto de esta índole, 
se trata de reflexionar a partir de la experiencia y a 
partir del día después una vez cesada la crisis. Y, por 
otro lado, es claro que el abordaje de la regulación 
del teletrabajo se ha hecho a la inversa. Primero, se 
debería analizar el contexto jurídico en su conjunto 
y evaluar compatibilidades con el modelo de trabajo 
a distancia, así como posibilidades y certezas de re-
gulaciones específicas, especialmente en materia de 
salud y seguridad laboral. El proyecto de ley debería 

ser el resultado de ese proceso y aprobado en un 
marco de normalidad, precedido de un amplio debate 
social y de negociación colectiva. Diseñar modelos de 
trabajo remoto en un contexto de incertezas y crisis 
sanitaria, implica, lejos de resolución de problemas, 
su generación.
No obstante, entendemos que, en el ámbito educativo, 
la urgencia del poder de turno radica en aspectos re-
lacionados con la futura reforma curricular. Según lo 
ha resuelto el Codicen de la anep, durante el mes de 
junio, un equipo encabezado por Adriana Aristimuño 
deberá localizar y contactar expertos en modelos 
educativos híbridos, semipresenciales o combinados.

La virtualidad y los mecanismos de 
control

Varios han sido los mecanismos, en el marco de la 
suspensión de la presencialidad, mediante los cuales 
las autoridades han intentado, de forma coercitiva, 
controlar el accionar docente. Se llegó a publicar en 
la página de la anep que la educación a distancia es 
obligatoria.
Uno de esos elementos adoptados por la Administra-
ción ha sido la planilla de Orientación y Control que las 
inspecciones están entregando a direcciones de liceos 
y estas, muchas veces, a adscripciones. Esto supone 
una nueva modificación unilateral de las condiciones 
de trabajo docente y no tiene fundamento en ninguna 
norma o resolución de la dges.
El Documento orientador para el escenario de la no 
presencialidad emitido por la dges el pasado 5 de abril 
no plantea en ningún lugar que el vínculo pedagógico 
deba darse únicamente a través de crea, mucho menos 
que la modalidad de trabajo sea obligatoriamente la 
de videoclases o videoconferencias. Es más, el Codicen 
de la anep ha tendido a explicitar que los mecanismos 
para mantener dicho vínculo pueden contar con la 
amplitud que las y los docentes entiendan pertinente.
No obstante, la imposición de esta planilla redunda en 
la política desplegada este año por las jerarquías de 
responsabilizar exclusivamente a las y los docentes 
del desarrollo de la acción educativa en el marco de 
la pandemia.
Primero, se nos quiso responsabilizar por la extensión 
de los contagios en los centros educativos, acusando 
al cuerpo docente de «no querer vacunarse» y ahora 
se centra el problema del vínculo entre estudiantes 
y los centros educativos en la constancia y capacidad 
de trabajadoras y trabajadores para utilizar las pla-
taformas educativas.
Al mismo tiempo que se pone énfasis en esto, queda 
en evidencia que la anep no aprovechó el tiempo ni 
la experiencia del 2020 para implementar un plan 
eficaz para atender la no presencialidad. El fracaso 
más que previsible (y advertido por la Fenapes en 
febrero) de la «presencialidad segura», anunciada 
por la Administración, ha generado una serie de 
improvisaciones que atentan contra el derecho a la 
educación y su obligatoriedad.
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Para cubrir sus propios errores, las autoridades 
recurren ahora a la presión laboral sobre las y los 
docentes y a modificar las condiciones de trabajo, y 
también su acceso.
Al mismo tiempo, la política de virtualidad obligatoria 
se impone en el marco de una gran crisis social, con 
100 000 nuevos pobres, con miles de desempleadas y 
desempleados y con muchas de las familias de nuestras 
y nuestros estudiantes que resuelven su alimentación 
en ollas populares. En estas condiciones, en las que 
gran parte del estudiantado sufre penurias para ali-
mentarse y vivir, no es serio plantear que el sustento 
de la virtualidad quede resumido casi exclusivamente 
a controlar las veces que las y los docentes ingresan a 
crea, ni mucho menos con las ya constatadas visitas 
virtuales de inspecciones a los portafolios docentes. 
En este marco, a su vez, se ha obligado a implementar 
la modalidad de exámenes virtuales, con propuestas 
logísticas inaplicables. Considerando que los períodos 
evaluativos en curso comprenden a un número muy 
reducido de la población estudiantil, y que segura-
mente la mayoría de estos casos hayan llegado a esta 
situación dada su vulnerabilidad socioeconómica, y 
advirtiendo que los centros educativos están abiertos 
para atender pedagógicamente estos casos, tendemos 
a inferir que la implementación de estas modalidades 
de evaluación, coerción mediante, vienen a sentar las 
bases para un funcionamiento en consonancia con la 
futura reforma educativa.
Lejos de pretender que este informe tenga como objetivo 
la regulación del teletrabajo en el ámbito educativo, 
entendemos pertinente que es imprescindible que 
nuestro sindicato problematice la coyuntura actual 
y la perspectiva, y atienda la reforma curricular 
en marcha. El compromiso con el que el colectivo 
docente ha asumido esta etapa es indudable y ame-
rita ser reconocido ampliamente por la sociedad. No 
obstante, es importante que no pasen desapercibidos 
los riesgos que se corren desde el punto de vista de 
las condiciones de trabajo y el marco que las regula.
El actual gobierno de la educación ha atentado con-
tra la negociación colectiva y funcionado acorde al 
formato que la luc ampara: vertical, concentrado y, 
autoritariamente, máxime. Además de que, para este 
año, la Administración impuso también la modalidad 
virtual para acceder al trabajo.

Elección de horas virtual

El pasado lunes 27 de setiembre de 2021, a diferencia 
de lo acontecido el año anterior, una delegación de 
esta secretaría se reunió, en instancia bipartita, con 
la Dirección de Gestión y Soporte de la Enseñanza 
de la Dirección General de Educación Secundaria. En 
esta reunión, se nos entregaron dos borradores de 
instructivo de elección de horas, uno para modalidad 
virtual y otro para modalidad presencial.
Asimismo, se nos comunicó que varias direcciones 
departamentales o salas de direcciones, luego de ser 
consultadas, habían respondido afirmativamente al 

formato virtual de elección-designación de cargos y 
horas docentes. En el entendido de la necesidad de 
discutir con las compañeras y compañeros de las filiales 
de la Fenapes, el 1.º de octubre de 2021, se convocó 
a una Comisión Nacional de Asuntos Laborales, para 
exponer esta información y hacer las valoraciones 
pertinentes.
Sobre esto, señalamos:
1. El formato propuesto de elección de cargos y horas 
de manera virtual es inaplicable en cualquier punto 
del país, partiendo de la sola evaluación de las con-
diciones materiales.
2. Este formato vulnera todas las garantías de la 
elección presencial y habilita situaciones como una 
eventual desconexión, sinónimo de inasistencia al 
acto, o un correo de voz que significa una notificación 
por parte de la Administración.
3. La elección de horas y cargos a distancia genera 
un terreno fértil para conductas clientelistas y desig-
naciones irregulares, características que habíamos 
dado por desterradas, sin la participación sindical 
garantizada en el ámbito bipartito departamental.
4. Todo esto es resultado del actual modelo de gobierno 
educativo establecido en la luc y su ideología de base, 
donde la representación de las y los trabajadores or-
ganizados no tiene lugar ni en los eliminados consejos 
de educación ni en los espacios de los que depende el 
año laboral. Definiciones de este tipo evidencian el 
actual esquema de gobierno de la educación vertical 
y concentrado; su posicionamiento político hacia 
los espacios bipartitos consagrados por la ley y, en 
efecto, hacia la mencionada representación en temas 
neurálgicos como este.

Implicancias de la LUC en los 
ámbitos de negociación, el acceso, 
la permanencia y las condiciones de 
trabajo
La luc, en su articulado sobre educación, manifiesta 
una reforma estructural de todo el sistema educativo 
público que violenta derechos básicos conquistados 
por las trabajadoras y los trabajadores. Dicha reforma 
abarca desde el gobierno de la educación hasta el ac-
ceso y las condiciones de trabajo, enmarcadas en un 
modelo de estatutos múltiples y coexistentes, y con 
un claro objetivo de política educativa mercantil que 
se impone coercitivamente.
Esta reforma cuenta con un proceso de ataque público 
sistemático, orquestado intencionalmente, contra la 
educación pública (puesta hoy bajo sospecha) y, desde 
la luc, se promueve su desmantelamiento, privatización 
y mercantilización a través, en principio, del ajuste 
fiscal sobre su presupuesto y el recorte estructural 
del gasto. Y en todo este proceso, el rédito no solo es 
económico, sino que también es ideológico.

El gobierno de la educación:
vertical y concentrado

La luc modifica rotundamente el organigrama del Go-
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bierno de la anep, así como también atribuye potestades 
al mec y a las instituciones privadas. Esto amerita un 
análisis aparte, en tanto es parte de la nueva lógica 
estructural de toda la educación pública nacional.
En el caso de los desconcentrados, se pasa de órganos 
colegiados a direcciones generales unipersonales, 
con potestades de delegar facultades gerenciales e 
instrumentadoras de políticas determinadas por 
organismos alejados de las particularidades de cada 
subsistema. Los organismos colectivos presentan una 
heterogeneidad que podría resultar enriquecedora, 
especialmente si allí está representado el cuerpo do-
cente. Esta heterogeneidad no garantiza el intercambio 
de ideas en temas tan complejos como los abordados 
en la educación, pero los posibilita.
Esta reestructuración debe contemplarse a los efectos 
de entender, desde un plano macro, las políticas que 
se impondrán verticalmente en lo micro, porque se 
trata de un avasallamiento del sistema educativo en 
sus múltiples esferas, que busca disciplinar al cuerpo 
docente (ya sin representación en su subsistema) y 
someterlo a los impulsos del poder político y su total 
sujeción al capital corporativo transnacional.

Los regímenes múltiples

En nuestro sistema jurídico, los derechos funda-
mentales de los funcionarios del Estado, gobiernos 
departamentales y entes autónomos comerciales e 
industriales tienen su consagración máxima en los 
artículos 58 a 65 de la Constitución de la República. 
Para la enseñanza, el artículo 204, párrafo segundo 
de la Constitución, indica que los consejos directivos 
establecerán el estatuto de sus funcionarios, de con-
formidad con las bases contenidas en los dos artículos 
mencionados con anterioridad.
Por el contrario, la luc prevé, en el artículo 163, la 
posibilidad de aprobar varios estatutos de docentes 
y no docentes, lo que modifica el artículo 69 de la 
Ley 18 437 (Ley General de Educación). En principio, 
el plural de los estatutos podría admitirse, en tanto 
contemplaría al de docentes y no docentes.
Los literales B y C reafirman la potestad de admitir 
la existencia simultánea de diversos regímenes, lo 
cual en los hechos implica la multiplicidad de marcos 
estatutarios diferentes que regulan las condiciones 
laborales de las y los docentes. Se manifiesta, incluso, 
la posibilidad de crear tantos regímenes como centros 
educativos existentes o por existir.
Ante este escenario, los dispositivos jurídicos que, 
según la luc, deben regir a la carrera docente y con-
tener los estatutos de funcionarios del ente educa-
tivo tienen la potencialidad de desmantelar los más 
elementales derechos laborales constitucionales. No 
estaremos entonces ante funcionarias y funcionarios 
al servicio de la Administración, en el marco de una 
norma que regula a la totalidad de las trabajadoras y 
los trabajadores del país, sino ante una funcionalidad 
al servicio de cada centro y con las normas que en 
este se apliquen.

Se propone, además, una especie de movilidad de 
los funcionarios entre uno u otro estatuto, esta-
bleciendo, a tales efectos, períodos máximos de 
permanencia para volver al anterior, la recomposi-
ción de carrera y la aceptación impuesta de nuevas 
condiciones. Esta periodicidad nos permite prever 
que se articula un modelo contractual por más de 
un año. Esto no ha sucedido, hasta ahora, porque 
el efd lo impide. En el marco de la multiplicidad 
estatutaria todo es factible.
Lo que se establece en la luc implica una distorsión 
que torna inaplicable las disposiciones constituciona-
les a las que se remite el artículo constitucional 204 
antes citado, el artículo 60, que establece el derecho 
a la carrera, y el 61. La decisión de crear más de un 
marco regulatorio estatutario, además de constituir 
una pésima política de Administración, violenta los 
principios más elementales en la materia. No obstante, 
lejos de la ingenuidad, ese es el objetivo.
Es evidente que no pueden existir reglas claras para 
todas las funcionarias y los funcionarios en materia 
de ingreso, estabilidad o ascenso si se estipulan re-
gímenes laborales distintos para funcionarias y fun-
cionarios docentes o no docentes del mismo escalafón 
que cumplen exactamente la misma tarea, ya que en 
el escenario que presenta la luc existirán diversas 
formas determinantes del ingreso y el ascenso. En 
ese sentido, el sistema escalafonario, tal y como lo 
conocemos hoy, desaparece.
En este panorama de distorsión funcional y admi-
nistrativa, resulta literalmente imposible pensar 
en la carrera administrativa o docente. Esta ha sido 
definida como una situación de progresión ascendente 
del funcionario en el transcurso de su vida funcio-
nal, incluso metafóricamente se la presenta como 
una «pista» para el desplazamiento del trabajador a 
partir de su capacitación, experiencia, calificación, 
antigüedad, asiduidad, etc.
Sin embargo, para que estas «pistas» puedan estruc-
turarse, se requiere la plena vigencia del principio de 
igualdad, de idénticas condiciones para todas y todos 
quienes están en similares situaciones funcionales, de 
forma tal de establecer iguales garantías en relación 
con aquellos aspectos que materializan a la carrera, 
tales como, y a modo de ejemplo: el ingreso, el orde-
namiento según derechos adquiridos, la calificación 
del desempeño, los méritos y hasta los concursos.
Los literales B y C de la luc antes citados, en rigor, 
lo que permiten es desechar la posibilidad real de 
establecer un verdadero estatuto de funcionarias 
y funcionarios del ente. Ello es así, en tanto se con-
traponen a la definición de estatuto, dada en forma 
unánime por toda la doctrina administrativista, que 
refiere a la idea de integralidad y uniformidad como 
eje estructural de las normas que lo componen.
Es inminente que el acceso o permanencia en un de-
terminado centro educativo dependerá de la voluntad 
de sus direcciones, en función de la adhesión del fun-
cionario a una determinada metodología de trabajo o 
proyecto de centro, posiblemente enmarcado en un 
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estatuto propio, y con un claro objetivo resultadista 
en la ya impuesta «optimización del gasto».
Se sientan las bases para la multiplicidad de microsis-
temas o sucursales educativas, con una fuerte auto-
nomía de selección y coerción sobre las funcionarias 
y funcionarios, donde el objetivo más claro será el 
de la obtención de resultados (seguramente en clave 
internacional y estandarizada) en las condiciones 
de trabajo de estudio que cada centro pueda tener.
Como si fuera poco, se establece a texto expreso la 
desaplicación de la Ley de Negociación Colectiva al 
disponerse que la elección de funcionarias y funcio-
narios, en el marco de la norma que corresponda, 
implica la aceptación de las modificaciones posteriores 
que eventualmente se le incorporen. En este punto 
se hace tierra arrasada de todo el sistema de nego-
ciación colectiva establecida por ley y consagrada en 
los tratados internacionales que ingresan al sistema 
constitucional por su artículo 72 y que componen lo 
que denominamos bloque de constitucionalidad.
¿Cómo se construye un sistema de carreras en un 
contexto distorsivo como el que se propone? No se 
la construye. Se la destruye. Por eso no deben caber 
dudas de que las disposiciones contenidas en los 
numerales B y C del artículo 193 de la luc están a 
contrapelo de los artículos 60 y 61 de la Constitución 
de la República.

Carrera, acceso, e inestabilidad laboral

El artículo 163 de la luc modifica lo dispuesto por el 
artículo 69 de la Ley General de Educación. Esta última 
norma establecía las bases en que deben sustentarse 
el Estatuto del Funcionario Docente y el del funcio-
nario no docente. En el literal D se disponía que, a los 
efectos de la carrera docente, «se jerarquizarán» la 
evaluación del desempeño, los cursos de perfeccio-
namiento o posgrado, así como las publicaciones e 
investigaciones realizadas por los docentes.
El artículo 163 de la flamante Ley de Urgente Consi-
deración extiende el elenco de estas bases estatuta-
rias en un nuevo contexto o mandato jurídico, pero 
establece que «se considerarán» (es decir, solamente 
las mencionadas), suprimiendo cualquier marco de 
amplitud para incluir otros elementos, salvo los ex-
presos en la ley, pero sin ponderarlos, lo que habilita 
la discrecionalidad.
No es esta una modificación casual, ya que, entre 
las bases establecidas a los efectos de la carrera 
docente se incluye «el compromiso con el proyecto 
de centro». Esta simple frase constituye un enorme 
punto de inflexión histórica en relación con los dere-
chos docentes. Es una frase de corte disruptiva, que 
sustituye un modelo que se basaba en la ponderación 
de aspectos objetivos por otro en el que se incluye 
como componente a la subjetividad de la aceptación 
de la trabajadora o el trabajador y que contemplará, 
claramente, su adhesión ideológica como condición 
para acceder a la carrera.

La coerción bajo firma. Violación de 
las reglas del acceso y permanencia 
(estabilidad) en los cargos

Los literales D, E y F del artículo 193 de la luc terminan 
por poner de manifiesto la concepción jurídico-ideo-
lógica que inspira a toda la norma. Ello es así ya que se 
pone en manos de las direcciones institucionales «la 
conformación de planteles estables». Es decir que ya 
no solo existirían diversos regímenes para quienes se 
desempeñan en similares tareas, sino que, además, la 
estabilidad del funcionario en el centro educativo de 
su elección ya no dependerá de su ubicación escalafo-
naria (es decir, de sus derechos adquiridos), sino de 
una decisión unilateral y discrecional de la dirección. 
La permanencia, como mencionamos anteriormente, 
puede tener un sustento normativo de contratación 
por más de un año, pero dependerá de la figura de 
direcciones con potestades de gestión del personal 
de su centro y contralor del gasto y los resultados.
Esta situación afecta la distribución de responsabi-
lidades de los jerarcas y pone en manos de un «líder 
gestor pedagógico» tareas de recursos humanos, 
además, anula a su mínima e inexistente expresión 
la carrera docente y desmantela el concepto de es-
tabilidad laboral. En este aspecto, también resultan 
violentadas las disposiciones contenidas en los artícu-
los 60 y 61 de la Constitución, en especial el derecho 
a la permanencia, expresamente consagrado en el 
artículo 61, ya que ella dejará de ser un atributo de 
la carrera y pasará a constituir una discrecionalidad 
de la dirección del centro.

Violación de los principios de 
independencia moral y cívica y de 
libertad de cátedra

Estos principios consagran el marco jurídico-concep-
tual indispensable para la garantía de la más amplia 
profesionalidad del desempeño docente. El primero 
de ellos está previsto en el artículo 54 de la Consti-
tución y la libertad de cátedra en el artículo 11 de la 
Ley General de Educación.
Ahora bien, claramente y sin ambigüedades, el literal 
F del artículo 193 de la luc establece que el Codicen, 
el director general e incluso la propia dirección del 
centro educativo, pueden condicionar el acceso o 
permanencia a un lugar de trabajo, a la adhesión por 
parte de una trabajadora o un trabajador docente a 
una metodología de trabajo o un proyecto de centro. 
Es decir, que la autoridad definirá la metodología o 
el proyecto de centro y al docente solo le cabe acatar 
o no, de ello depende su derecho al acceso y estabi-
lidad laboral.
Se afecta la independencia moral y cívica, en tanto 
este principio tiene como finalidad consagrar la auto-
nomía de quien se encuentra sometido a una relación 
de trabajo respecto del posicionamiento general del 
jerarca. Pero especialmente se violenta la libertad de 
cátedra, ya que, en un contexto en el que unilateral-
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mente se definan métodos y proyectos, se restringe 
a su mínima o nula expresión el derecho profesional 
docente a la libre planificación de sus cursos y las 
actividades educativas.
Reiteramos que, por disposición constitucional, el 
acceso a los cargos y el derecho a la estabilidad com-
ponen la carrera administrativa/docente y esta no 
puede prescindir de factores objetivos que garanticen 
el principio de igualdad, tales como la calificación, 
antigüedad, etc.
Mediante esta disposición se pretende atar ideológi-
camente al cuerpo docente a un determinado modelo, 
como condición para el acceso al trabajo, lo cual parece 
coronar la serie de despropósitos jurídicos que hemos 
venido analizando en el presente texto.
La multiplicidad no aplica solo a los efectos de los 
regímenes, sino también al salario, en tanto se esta-
blece, en el literal D, la posibilidad de compensaciones 
o complementos salariales y otros beneficios, al tener 
en cuenta circunstancias como la ubicación geográfica 
del lugar de trabajo, el contexto sociocultural en el 
que funciona el establecimiento o el cumplimiento 
de metas de política pública definidas en cada caso. 
Se establece como ley una propuesta que ya se había 
planteado en administraciones anteriores. Esta po-
testad recaerá sobre el Codicen de la anep, por fuera 
de la Ley de Negociación Colectiva y toda la norma 
sobre relaciones laborales.
Un punto más a considerar del artículo 193 de la luc es 
el literal G. En el marco de una política de optimización 
de lo que ya se cuenta, y con la perspectiva presupuestal 
ya analizada y explicitada por nuestro sindicato, este 
punto habilita la distorsión del funcionamiento de los 
centros, no solo en los aspectos ya mencionados, sino 
que también permite la coexistencia de modalidades 
y subsistemas en los mismos espacios.

La educación, el mercado, la 
productividad, y la competencia

En el marco de todo lo planteado anteriormente, es 
importante señalar cómo, a través de las diferentes 
formas explicitadas en este análisis, el sistema educa-
tivo público nacional se encamina a un feroz modelo 
competitivo entre los centros (privatización endógena), 
donde la herramienta será la figura docente. Amerita, 
en este caso, observar el artículo 194 de la luc, que 
modifica el 116 de la Ley General de Educación. En este 
último se desarrollan las funciones y competencias 
del Instituto Nacional de Evaluación Educativa (inee), 
entre ellas la elaboración de un informe, cada dos años, 
sobre diferentes aspectos de los resultados en la edu-
cación en el ámbito nacional y su política de difusión.
Queda por fuera la política que salvaguardaba la es-
tigmatización de las instituciones educativas. Es en 
este sentido que señalamos la figura docente como 
herramienta que, en el marco de toda esta norma, 
deberá soportar diferentes presiones de las jerarquías 
más próximas para que los centros evidencien deter-
minados resultados, con el riesgo de perder el trabajo.

El contenido ideológico del plan

Como señalamos en la introducción, esta reforma tiene 
sus bases en un largo proceso de intento de desprestigio 
hacia toda la esfera pública y, particularmente, hacia 
la educación. La luc promueve su desmantelamiento, 
privatización y mercantilización. El primer paso es 
la reducción estructural del gasto, y así lo evidencia 
la Ley de Presupuesto. Pero el plan no es solo el de 
posicionar a la esfera privada como la mejor opción, 
como tampoco lo es solamente habilitar la interven-
ción empresarial a través de exoneraciones fiscales.
Claramente, las modificaciones de las potestades 
planteadas en el nuevo gobierno de la educación, la 
multiplicidad de regímenes (estatutos y normas), 
la autonomía de los centros, las potestades de las 
direcciones y los objetivos de las políticas educati-
vas evidencian que estamos ante un plan que atenta 
contra la soberanía nacional en este aspecto. Por ende, 
eliminar el compromiso establecido en el artículo 14 
de la Ley General de Educación, el cual establecía no 
alentar su mercantilización, no fue un nimio detalle. 
Tampoco lo fue modificar la Comisión Coordinadora 
del Sistema Nacional de la Educación Pública por 
Comisión Coordinadora de la Educación.
Se impone, entonces, a las trabajadoras y trabajado-
res de la educación, implementar obligatoriamente, 
a lo largo y ancho del país, prácticas que fomenten 
esta política de mercado, en base a pedagogías de 
competencias para la vida, segregada y cada vez más 
focalizada según quintiles socioeconómicos, sujeta a 
los intereses multinacionales. Se avizora una presencia 
cada vez más fuerte de la Red Global de Aprendizajes 
o la Alianza para la Digitalización de la Educación en 
Latinoamérica (adela), asociada a la Fundación Ceibal, 
y los discursos de liderazgo pedagógico, estrategias 
exitosas, feedback entre pares, rúbricas y generación 
de datos sistematizables. Es importante no perder de 
vista que el cuerpo docente será reducido a un papel 
con alta funcionalidad burocrática, instrumentador y, 
a su vez, generador de datos que beneficien al mercado 
nacional y mundial.

Salud laboral

   En primer lugar, esta subcomisión entiende pertinente 
destacar los aportes realizados a lo largo del tiempo 
por las Comisiones de Salud Laboral que la preceden.
   Por otra parte, consideramos relevante destacar 
en el actual contexto, la escasa o nula apertura de la 
Dirección General de Educación Secundaria, en cuanto 
a los aportes que estas Comisiones o Grupos de Trabajo 
puedan ofrecer, sobre todo a partir de la instauración 
de la DGES en sustitución de los anteriores Consejos, 
agravados en el contexto de la pandemia.
    Ratificamos los planteos presentados por el grupo 
de trabajo en el documento borrador, consideramos 
pertinente subdividir nuestros aportes en dos ejes 
centrales. El primero de ellos hace referencia a la 
conformación y el funcionamiento de los grupos de 
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trabajo y el segundo se refiere a la salud mental y a 
todos los factores que influyen en la misma (como 
ser situaciones de acoso, ambientes de trabajo insa-
lubres, agravados por las condiciones de teletrabajo 
y virtualidad).
Conformación y funcionamiento de grupos de trabajo
-	 Formar y conformar una Comisión Nacional con 

referentes regionales que repliquen los trabajos 
de forma coordinada;

-	 destacamos la necesidad de continuar y profun-
dizar la formación de los compañeros en el área 
de salud laboral con diversificación de contenidos 
y recursos (Cuesta Duarte, Facultad de Medicina, 
entre otras);

-	 ampliar el espectro de las situaciones que el 
equipo pueda tener injerencia, como ilumina-
ción, acústica, ventilación y acondicionamiento 
térmico; espacios de trabajo y estudio saludables 
que cuenten con el mobiliario necesario y en 
condiciones óptimas. Sin contar con aspectos 
que no han sido mencionados como la creación 
de salas de lactancia, que están establecidos por 
ley (Ley 19530 de 2017 reglamentada en julio de 
2018 por el Decreto 234/018). 

La ausencia de estos elementos contribuye signifi-
cativamente a la precarización de las condiciones 
laborales, y a la naturalización de las mismas, en un 
Estado omiso que prioriza el ajuste fiscal, recortando 
presupuesto en detrimento del cumplimiento de sus 
obligaciones.

Salud mental y factores que influyen en la 
misma

Insistimos en el respeto de los límites de nuestra 
función docente. Conocemos nuestras responsabili-
dades como educadores y entendemos que asumimos 
muchas que no competen al rol docente. Contamos 
con una sobrecarga de tareas que afectan a nuestra 
salud y nuestro desempeño.
Reiteramos la necesidad de la existencia de equipos 
multidisciplinarios en cada liceo (el retorno a la pre-
sencialidad evidenció la importancia de contar con 
dichos equipos dada la agudización de las distintas 
situaciones que la pandemia generó). Consideramos 
que estos equipos deben contar con una carga horaria 
acorde al número de estudiantes y a las necesidades 
propias de cada centro.
El trabajo en la virtualidad agudizó la precarización 
laboral en detrimento de la salud biopsicosocial de 
los docentes. En aspectos como la extensión y el des-
dibujamiento de los horarios de trabajo.

PERSPECTIVA
Nuestro primer objetivo político debe estar orientado 
hacia la campaña por el Sí para derogar los 135 artí-
culos de la Ley de Urgente Consideración.
En relación a los aspectos específicos de esta subco-
misión, entendemos pertinente puntualizar en los 

siguientes aspectos:
-	 realización de una base de datos a partir de un 

relevamiento a nivel liceal, donde se atiendan 
aspectos referidos a lo edilicio, mobiliario y sa-
nitario. En función de las carencias detectadas 
proceder a la elaboración de informes que serán 
los insumos para las denuncias correspondientes;

-	 solicitar colaboración al Instituto Cuesta Duarte 
para que la Federación pueda contar con cursos 
orientados al ámbito educativo;

-	 exigimos la conformación de la Comisión de 
Acoso Laboral, que ya fue aprobado su protocolo 
y su perfil.

Asuntos laborales: agregados y 
ampliaciones

Se entiende pertinente agregar en este documento 
reivindicaciones relacionadas con diversas arremeti-
das que se han desarrollado contra los derechos y las 
fuentes laborales, por lo cual se procederá a agregar 
una serie de apartados específicos sobre cada uno.

PLAN 94
Se está desarrollando el desmantelamiento del plan 
94, en el marco del ataque a la educación para adultos 
que es uno de los ámbitos más postergados para esta 
administración. Se ha procedido a  la desaparición de 
la posibilidad de cursar algunas asignaturas duran-
te el primer semestre, lo cual limita el derecho a la 
educación de las/los estudiantes y la estabilidad y el 
acceso laboral de las/los trabajadores; ya que algunas 
asignaturas deben esperar hasta el segundo semestre 
para poder acceder a sus horas de clase. Se observa 
con preocupación el paso de estos planes hacia una 
modalidad de libre asistido.

LLAMADO A CONCURSOS
Una de nuestras reivindicaciones centrales refiere a la 
estabilidad laboral, que tiene como principal fuente la 
de los concursos de oposición y méritos previstos en 
la normativa, que ordenan a los/as compañeros/as en 
un escalafón basado en los méritos y en la realización 
de instancias de evaluación.
Reafirmamos la necesidad de que esté presente en 
nuestra plataforma reivindicativa el llamado a con-
cursos de docencia directa e indirecta. Los últimos 
concursos de efectividad se llamaron para cubrir 
cargos de adscripción y preparador de laboratoria 
hace tres años, ya que el de POB cayó por la recusa-
ción de las bases.
Esta administración ha planteado la realización de 
concursos de inspección, y de dirección y sub – di-
rección, instancias que nos resultan necesarias pero 
no suficientes, ya que hay asignaturas que no tienen 
llamado a concursos hace casi una década. Uno de 
los prinicipales motivos que se esgrime para el no 
llamado a concursos es el presupuestal, ya que los 
mismos hacen que quienes emanen con derechos de 
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estas instancias guarden una relación laboral estable 
en el sistema, y por tanto, deben ser considerados/
as necesariamente como rubro de gastos a tener en 
cuenta. Es por ello que reiteramos la necesidad de que 
se convoquen para todas las asignaturas y cargos, ya 
que implican ganar en derechos y estabilidad laborales.

TUTORÍAS O PROYECTOS DE ACOMPAÑAMIENTO 
PEDAGÓGICO

Rechazamos la nueva modalidad de elección de horas 
de tutorías que supedita a las mismas a la designación 
directa de las direcciones de los centros, propiciando 
situaciones de posibles irregularidades, ya que se 
deben presentar las propuestas y no quedan definidos 
criterios de evaluación universales, sino que depende 
de la voluntad de una persona la elección de dicha 
propuesta. Históricamente se había establecido una 
modalidad similar para la elección de horas de  ECA, 
que también implicaba la presentación de proyectos, 
y la misma fue rechazada por nuestra Federación por 
dejar el terreno fértil para la arbitrariedad. De hecho, 
existen antecedentes de denuncias jurídicas presen-
tadas por la FeNaPES sobre esta temática.
Por otro lado, al presentar una modalidad de proyecto 
se quita el espacio pedagógico específico de las asig-
naturas que en muchos contextos es esencial para el 
acompañamiento y la promoción de los/as estudiantes 
y que se vio diezmado cuando se recortaron a la mitad 
las horas de coordinación, que en instancias cruciales 
se destinaban a dicho fin.  Esto implica además que la 
carga horaria de las tutorías se supedita a la “demanda” 
del estudiantado – desde una lógica marcadamente 
mercantil-, pudiendo asignarse una carga horaria 
menor a la previamente existente en caso de no haber 
estudiantes interesados en dicha propuesta.
Cabe destacar que uno de los principales recortes de 
horas que se han realizado en el último tiempo fue en 
la tutorías específicamente, por lo cual la cantidad de 
horas que tiene cada liceo sería absolutamente inferior 
a la que existía anteriormente, y la modalidad que se 
explicó arriba implicaría la posibilidad de un recorte 
aún mayor de horas.
Para obtener las horas, la fecha de presentación de 
los proyectos es marzo, lo cual genera que no haya 
tiempo para evaluarlos y que a la vez puedan comenzar 
a funcionar en ese momento; hay, entonces, al menos 
un mes al menos de ahorro de salario y de demora 
para que pueda comenzar a funcionar. Dichas horas 
no están disponibles para elegir en las primeras 
rondas de asignaturas, como históricamente hemos 
reclamado; además de que su obtención no respeta el 
proyecto escalafonario. Todo esto sumado a que para 
el periodo de exámenes de abril no estarán disponibles 
los apoyos para que los/as estudiantes se preparen 
con acompañamiento.

CONFIRMACIÓN DE LOS POP Y POB
Rechazamos la confirmación en el cargo de los POP 
y POB por generar una situación injusta en el orde-

namiento escalafonario que puede verse modificado 
entre una elección y la otra. Entendemos que no existen 
la garantías necesarias para dicha confirmación en 
tanto no contempla  la posibilidad de que el/ la docente 
realice la elección de su lugar de trabajo.
Además de injusta en el caso de los POP es antirregla-
mentaria, porque el reglamento plantea que debería 
tenerse un informa favorable y como las confirmaciones 
fueron el octubre, dichos informes no pudieron ser 
realizados. Habría que pensar un nuevo reglamento 
de POP pues se sigue utilizando el provisorio del ‘87.

ACTUALIZACIÓN DE MÉRITOS

La última actualización de méritos se realizó en el año 
2020, en el contexto de la pandemia donde muchos de 
los trámites eran especialmente difíciles de realizar y 
con escaso tiempo de antelación para la presentación 
de la documentación, que sobre la marcha se extendió 
de manera inconsulta, lo que generó un episodio de 
caos entre los/as docentes interinos/as.
    Este año la actualización de méritos no se desarrolló 
para todas las asignaturas, lo que genera un escenario 
de desigualdad a la hora de elegir los cargos de docencia 
indirecta, cuando se realizan las listas intercaladas.
    Es necesario generar instancias de actualización de 
méritos periódicas y organizadas, que permitan que 
los/as compañeros/as que avanzan en su carrera o que 
realizan formación permanente pueda ser reconocida.
    En tal sentido reafirmamos las resoluciones del 
XV Congreso de Fenapes: “Sobre elecciones de horas: 
respecto a listas de interinos” (pág. 22).

PRACTICANTES DE LA UNIVERSIDAD DE MON-
TEVIDEO
Rechazamos enfáticamente la presencia e intento de 
intercalación de practicante de formación docente de 
la Universidad de Montevideo en las listas de la DGES 
para realizar su práctica docente correspondiente a 
Didáctica III en liceos públicos, privando a docentes 
egresados del acceso al trabajo. Hacemos extensivo 
este rechazo a su integración en listados y escalafones 
correspondientes.      Esta práctica implica la injerencia 
de centros privados en la Educación Pública, y tiene 
un marcado sesgo privatizador y conservador.

PAGO RETROACTIVO AL PRIMERO DE MARZO
El actual gobierno ha decidido para ahorrar y para no 
pagar las multas en cargas sociales que se generan 
por las demoras en la elección de horas, no pagar re-
troactivamente al primero de marzo a quienes hayan 
accedido a su fuente laboral posterior a esta fecha. 
Esto implica que muchos/as compañeros/as queden 
sin cobertura de FONASA y sin haberes durante los 
meses que la Dirección General de Secundaria no 
realice el llamado para la elección de horas en su lista 
correspondientes. En el año 2021 esto llegó a implicar 
hasta 5 meses después de marzo.
Entendemos que es necesario que se establezca el 
pago retroactivo para todas aquellas instancias que 
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sean producto de un atraso en los calendarios de la 
administración y sopesar la viabilidad de que la DGES 
implemente un fondo de subsidio para interinos/as 
que no pudieron tener acceso al trabajo, ya que de 
algún modo es un despido indirecto o un seguro de 
paro, figuras que no corresponden a los trabajadores 
interinos en secundarias.

EDUCADORES MUSICALES
Reafirmamos el rechazo al recorte de horas de coro 
y al desmantelamiento de la educación musical en 
Educación Secundaria.

COORDINACIÓN
El recorte de las horas de coordinación ha incidido 
negativamente, no solo en las posibilidades laborales de 
espacios de intercambio y de apoyo que pueden darse 
en los liceos, sino que también implican un recorte en 
las horas de trabajo de los/as docentes, que reduce 
su carga horaria global, y que genera un corrimiento 
en las listas, porque quienes necesitan completar 
su carga horaria toman más grupos, resultando en 
una menor carga horaria global disponible y como 
consecuencia, mayores dificultades en el acceso al 
trabajo para grados más bajos de los escalafones y 
listados de interinos/as.
En lo que refiere al intercambio pedagógico y político 
– educativo de los docentes el recorte de las horas de 
coordinación ha cercenado las instancias de diálogo 
en el centro educativo, y se ha tendido a estructura-
ciones más verticales en las cuales las direcciones 
transmiten lineamientos de trabajo, y se coartan los 
espacios de diálogo.

EQUIPOS MULTIDISCIPLINARIOS
Reivindicamos la existencia de equipos multidis-
ciplinarios en los centros educativos en los cuales 
entendemos que debe sumarse, además de la figura 
de psicólogo/a, psicopedagogo/a y trabajador/a social, 
el de educador/a social. FeNaPES planteará a la DGES 
la necesidad de la realización de un llamado para 
regularizar la situación de quienes se desempeñan 
o han desempeñado en este rol dentro de los liceos, 
más allá de las pasantías y prácticas y de los lugares 
en el Departamento Integral del Estudiante.

ELECCIONES POR MÁS DE UN AÑO
Con los liceos María Espínola se ha impuesto de manera 
unilateral y poco clara, la elección por más de un año, 
al obligar a firmar un contrato a quienes allí eligen, 
que implica la elección por tres años. Rechazamos esta 
modalidad que ha sido impuesta y a la que nuestra 
Federación se ha opuesto sistemáticamente. Enfati-
zamos la denuncia sobre la incertidumbre de los/as 
compañeros/as que son rehenes de esta propuesta, en 
la que además se imponen reglas sobre la marcha. A 
su vez, los/as docentes efectivos que eligieron por tres 
años no tienen asegurado su trabajo en docencia directa 
ni la conservación de su carga horaria (por ejemplo si 
se eliminan grupos o se quieren trasladar de centro).

EDUCACIÓN PARA SORDOS
Rechazamos los llamados docentes a integrar listas 
para trabajar con estudiantes sordos, que se rea-
lizaron organizados y evaluados por el centro de 
recursos Cereso, por evidenciar discrecionalidad, 
bases y pruebas de oposición poco transparentes. 
Sin permitir además, veedores en tribunales cuya 
conformación no garantiza una evaluación justa y 
adecuada a la formación que requiere trabajar con 
personas sordas, dándose incluso situaciones en que 
personas no tituladas quedaron por encima de docentes 
egresados del IPA y de Docencia de Lengua de Señas, 
en base a una entrevista de la cual no existe registro 
para su recusación o consulta, y que se realizó por 
videollamada. Estos procedimientos son parte de la 
política general que se está llevando adelante por la 
DGES, de selección encubierta de docentes sin respetar 
los escalafones vigentes. Denunciamos el recorte de 
coordinación para intérpretes y docentes, así como 
de cargos de intérpretes institucionales enmarcados 
en la reformulación de estudiantes sordos 2021 re-
dactada por Cereso.

ELECCIÓN DE HORAS VIRTUAL
El proceso de elección de horas virtual surge – en 
el planteamiento esgrimido por el gobierno – para 
contrarrestar la duración y el costo de la elección de 
horas (que se caracterizaba como extensa y cara). Sin 
embargo, la cantidad de procedimientos que se han 
establecido en este sentido no solo han hecho que la 
misma tienda a ser cada vez más larga por los plazos 
que implica la virtualidad y las etapa del proceso, sino 
que además tiene a ser más cara, y parte de estos costos 
deben ser asumidos por el propio/a trabajador/a a la 
hora de presentarse a la misma.
Asimismo, la elección de horas virtual es una moda-
lidad que imposibilita la ocupación de la elección de 
horas, mecanismo que hemos utilizado en reiteradas 
ocasiones para frenar procedimientos irregulares de 
las administraciones. En la virtualidad dicho procedi-
miento, que es parte de los métodos de la clase obrera 
no puede desarrollarse, y esto no le es ajeno al gobierno 
que entre sus motivos para impulsarlo, muy claro lo 
tiene. Por otro lado, la promoción de la herramienta y 
el encuentro que genera la camaradería que se da en 
la elección de horas, también ha sido cercenado por 
este procedimiento que propicia el individualismo y 
el aislamiento a la hora de acceder a la fuente laboral.
Rechazamos enfáticamente la elección virtual, por 
todos estos elementos que mencionamos, pero asimis-
mo, queremos plantear la problematización sobre la 
regulación de esta instancia, que nos ha sido impuesta. 
Como Federación debemos cuestionarnos ante estos 
procedimientos si además de proceder al rechazo y a 
la denuncia pública de la falta de negociación, vamos a 
tener a generar un marco normativo más adecuado a 
las instancias que se están desarrollando en la realidad.
Parte de esto implica la necesidad de socializar dentro 
de la Federación las experiencias que se han desarro-
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llado en cada una de las filiales, ya que esto permite 
tener un acervo de procedimientos y conocimiento 
sobre las distintas situaciones, que permite no repetir 
errores y anticipar problemas.

PERSECUCIÓN SINDICAL Y ACOSO LABORAL
En este marco se han profundizado tendencias de 
autoritarismo y persecución anti-sindical en el que 
la asesoría del departamento jurídico de la ANEP se 
ha establecido explicitamente como un organismo 
incondicional al gobierno, al servicio de la represión 
y el acoso laboral. Se busca generar la censura, espe-
cialmente de la actividad sindical y la auto-censura 
dentro del aula y en todos los procesos organizativos 
a través del miedo y de procesos de persecución 
ejemplarizantes. En este sentido, entonces, la división 
jurídica de la DGES es una polea de transmisión de 
las medidas autoritarias y verbalistas de una admi-
nistración que está pensada por el gobierno nacional 
como concentrada, vertical y autoritaria.
Forman parte de este engranaje, entre otros, la Co-
misión de Laicidad que está en estudio y la Comisión 
Investigadora del Parlamento sobre licencia sindicales 
– FeNaPES. En este proceso, sin un análisis profundo, 
podemos enumerar varios episodios de persecución,  
tales como los sumarios a los/as 14 compañeros/as de 
San José, para 3 de los cuales a la fecha jurídica realizó 
el pedido de destitución, la investigación en el liceo 
N°16 de Montevideo a partir de la aparición de pro-
paganda sindical en la sala de profesores, la denuncia 
a dirigentes sindicales por una charla sobre historia 
reciente en Empalme Olmos, la prohibición de reunión 
en un día de paro en el liceo N°29 de Montevideo, la 
prohibición de participación de una compañera de 
Florida en un seminario por sus declaraciones en la 
prensa, el ataque público orquestado contra la presenta 
del sindicato hermano AFUTU, por transmitir las rei-
vindicaciones del mismo al Presidente de la República 
o la última investigación administrativa que implica a 
una profesora y un profesor  del IAVA luego de haber 
defendido al gremio estudiantil cuando sus integran-
tes fueron hostigados por las autoridades del centro.
Asimismo, hay numerosos ejemplos en que se ma-
nifiesta la discrecionalidad en el abordaje de estas 
temáticas, en relación a denuncias que se han realizado 
de violaciones a la laicidad o la normativa que ampara 
la actividad sindical, de parte de integrantes de la coa-
lición de  gobierno o afines a esta, a la cuales no se les 
da notoriedad pública ni cauce en procesos jurídicos.
Todos estos elementos conjugados nos están mostran-
do un panorama en el que el mejor sindicato es el que 
no existe, y nuestra reacción debe ser claramente en 
defensa de la herramienta, como único medio para 
evitar más retrocesos, y reconquistar y avanzar en 
derechos para los/as trabajadores/as de la educación 
y la sociedad toda.

GÉNERO
Nos pronunciamos a favor de la existencia real de 
una Comisión de Género, reconocida por el congreso 

de Fenapes. Teniendo como antecedente el trabajo 
que se ha dado desde el XVII Congreso hasta la fecha, 
nuevamente, se propone que esta sub-comisión fun-
cione en forma de comisión autónoma. La complejidad 
y amplitud de las temáticas tratadas, requiere un 
abordaje específico.
Es importante que la federación haga el gesto político 
de reconocer esta problemática y hacerse cargo, como 
paso fundamental para una profunda y necesaria 
autocrítica que ha de atravesar nuestra organización 
así como el movimiento sindical todo. Construir 
nuestra federación es construir una lucha de clases 
con perspectiva de género.
En este sentido, reivindicar la libertad de cátedra de 
aquellos/as que apuntamos a la educación integral de 
sus estudiantes, afectada por posturas contrarias a 
la mal llamada “ideología de género”.
Una vez más, como ocurrió en las Comisiones Nacionales 
y en otras instancias, en este Congreso, queda demos-
trado, a través de la escasa participación masculina 
y de filiales, que el tema parece no ser considerado 
relevante por el grueso de los afiliados/as.  
Luego de un rico intercambio, se entiende que es 
pertinente retomar las propuestas elaboradas en la 
última Comisión Nacional (Anexo 2 del documento 
borrador XVIII Congreso, Fenapes) para trabajar estos 
próximos dos años:
1) Exigir la conformación de la comisión bipartita de 
acoso según el protocolo vigente, con el perfil para 
su integración ya elaborado por la comisión bipartita 
de salud laboral;
2) trabajar en la redacción de un protocolo de acoso 
interno de Fenapes / Revisar protocolos existentes 
de otras organizaciones como base para trabajar;
3) exigir el cumplimiento de la existencia de salas 
de lactancia en liceos y oficinas de la DGES. Insistir 
y denunciar sobre la ausencia de Salas de lactancia, 
que no existen en muchos centros y en otros no están 
en las condiciones adecuadas, incumpliendo con la 
normativa vigente;
4) proponemos que exista en el local sindical una 
sala de lactancia;
5) entendemos necesario que debe existir un “espacio 
de cuidado de niños/as” para las distintas actividades 
de la Federación;
6) incluir dentro del Artículo 50 del E.F.D. anexo 1, la 
depresión pre y post parto. Licencias médicas que son 
continuaciones de la licencia maternal, y asociadas al 
tratamiento preparto, parto y posparto, sin perjuicio 
de presentismo, salario y actividad computada;
7) extremar los esfuerzos para realizar un seguimien-
to de los casos que tienda a evitar la reiteración de 
conductas y/o acciones de violencia basada en género 
en distintos ámbitos. En el tránsito hacia la denuncia 
generar mecanismos que preserven la identidad de la 
“víctima” y permitan su acompañamiento;
8) exigir a la DGES se tomen las medidas pertinen-
tes y se inicien las acciones necesarias frente a las 
denuncias de acoso y/o abuso para la protección de 
las/los denunciantes. Estar atentos al seguimiento 
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del expediente y ante cualquier irregularidad tomar 
medidas;
9) exigir a la DGES que realice el cambio de nombre en 
listas y en la plataforma CREA de estudiantes trans-
género a demanda de los mismos y sus familias, sin 
dependencia de los trámites cívicos acordes;
10) continuar construyendo conocimiento sobre la 
temática específica apostando a la concientización 
y prevención de cualquier situación de violencia 
basada en género a través de jornadas de formación. 
Enriquecer a las/los referentes zonales de género, 
como articuladores en territorio. Fortalecer el trabajo, 
teniendo presentes las redes que ya existen tratando 
y acompañando estas temáticas. Construcción de 
intercambios de trabajo con otras organizaciones 
sociales afines a la temática;
11) referencia de un equipo multidisciplinario de 
apoyo. Para contar con asesoramiento legal específico, 
abogada especializada, con el acompañamiento de una 
psicóloga, de asistente social a demanda;
12) campaña de visibilización, tanto en las carteleras 
sindicales como en las redes de la Federación, de “líneas 
de acción” ante situaciones de acoso y/o abuso, así como 
de visibilización de prácticas violentas naturalizadas 
en el sistema. Este material será elaborado por esta 
Comisión desde comienzos de 2022;
13) modificación del punto 1, página 78, de las Reso-
luciones del XVII Congreso, donde dice “Desafiliación si 
agotadas la vía administrativa y/judicial se comprueba 
el acoso”, debe decir “Desafiliación si agotadas la vía 
administrativa y/o judicial se comprueba el acoso, en 
tanto se resuelve encomendamos a las filiales a tomar 
las medidas preventivas pertinentes.”

PERSPECTIVA
Para el trabajo de la Comisión Nacional de Asuntos 
Laborales se propone tender a conformar una base 
de datos que potencie la sistematización de las situa-
ciones de vulneración de derechos y todo lo relativo a 
los asuntos labores a nivel nacional, que sirva para un 
mejor trabajo central y de las comisiones de filiales, 
a la hora de abordar situaciones nuevas o de tener 
insumos para enfrentar situaciones que ya hayan 
sido abordadas en otras instancias.
Esto permitiría,  tener una visión más global de la 
cual puedan emanar datos estadísticos y valoraciones 
políticas con mayor fundamentación específica sobre 
los procesos que se desarrollan en esta área.
Es necesario trasladar el acervo de materiales de 
informes y análisis jurídicos y políticos del área 
laboral, hacia un formato más accesible y de corte 
propagandístico, que complemente los talleres y demás 
actividades de formación compañero/a a compañero/a 
a nivel de filiales y núcleos, para un conocimiento en 
los derechos y procedimientos masivo que promueva 
la defensa de los mismos y la organización sindical.
¿Qué podemos hacer para generar una conciencia más 
colectiva en estos procesos?
Los referentes deben ser respaldados por colectivos. 
Se entiende pertinente, en este esquema, que surjan 

referentes por filial o por región para poder generar 
un primer frente de defensa de los derechos, así como 
canales de formación e información más aceitados 
para el manejo de las situaciones que se planteen en 
cada instancia.

INVESTIGACIÓN SOBRE MALESTAR DOCENTE
    Es necesario generar insumos desde nuestro sindicato 
que visibilicen y contrapongan los planteos del INEED 
sobre el malestar docente y sus causas profundas.

Frente a esta realidad lo principal que debemos hacer 
es organizar la lucha en todos los niveles y generar 
organización en perspectiva de clase, con unidad y 
solidaridad; contemplando peleas actuales y algunas 
futuras como la defensa de la seguridad social, que 
en perspectiva afecta profundamente los derechos 
jubilatorios, y para la cual la victoria en las elecciones 
del BPS fue un comienzo de este camino.
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Se aprueba en general el documento base de discusión 
presentado al XVIII Congreso por parte del Comité 
Ejecutivo.
Se define para el próximo período:

1) Iniciar una fuerte campaña publicitaria hacia nuestros 
afiliados en primera instancia, con el fin de promover 
el uso de las instalaciones de la Colonia. Esta campaña 
incluirá paquetes promocionales en temporada baja 
(por ejemplo 2 noches por 1), se mostrarán las nuevas 
instalaciones de la colonia (Zona de camping nueva, 
parrillero, baños, duchas, etc);
2) trabajar para lograr convenios con otros sindicatos 
y organizaciones sociales, para su uso en temporada 
baja; 
3) en el marco de los 15 años (4 de marzo del 2022) 
del hogar estudiantil de Fenapes, y frente a la grave 
situación que atravesó por la pandemia (menor can-
tidad de hogareños, lo cual llevó a menor cantidad de 
ingresos por cuotas al hogar) se realizará un aporte 
solidario por afiliado, en dos pagos de 40 pesos, du-
rante el año 2022. Con el monto de lo recaudado se 
creará un fondo destinado a subsanar las inversiones 
que debieron ser suspendidas durante la pandemia.

D. EMPRENDIMIENTOS SOLIDARIOS
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1) Incluir en el orden del día de la primera AGD de 
febrero, la discusión sobre la postura de Fenapes 
en relación al paro del 8 de marzo.

2) Una de las luchas fundamentales de la clase 
trabajadora es y será la defensa de una seguridad 
social estatal y solidaria, contra el lucro y por la 
derogación de las AFAP. Seguridad social no solo 
significa jubilaciones y pensiones a la vejez, sino 
también pensiones por discapacidad, prestaciones 
por maternidad, salud, entre otras. Las Afaps no 
solo implican jubilaciones miserables y reducción de 
prestaciones, sino que también es una de las princi-
pales causas del déficit que lleva a gobiernos como 
el actual a recortes en salud, educación, vivienda, 
etc., porque quieren mantener y profundizar el 
régimen del lucro en la seguridad social, al tiempo 
que preservan invocado el régimen de privilegios 
de la caja militar.

Por lo anteriormente expresado, tras la lucha funda-
mental por la representación de los trabajadores –en 
la que resultó electo el compañero Ramón Ruiz por 
434.304 votos-, consideramos fundamental nuestra 
integración a la Comisión de Seguridad Social del 
PIT-CNT.

ANEXO 1:  POLÍTICAS EDUCATIVAS

Presentación

Como trabajadoras y trabajadores organizados de 
la educación nos vemos convocados y convocadas a 
hacer nuestra parte en la construcción de un sistema 
educativo con sentido democrático y solidario.
Consideramos que para la comprensión de la realidad 
educativa es necesario vincular permanentemente la 
discusión política, la reflexión teórica y el conocimiento 
de las situaciones históricas concretas.
Desde la Comisión Nacional de Políticas Educativas de 
la Fenapes trabajamos en torno a tres ejes temáticos 
referidos al contexto actual, con el fin de aportar a la 
reflexión teórica, a la discusión y a la elaboración de un 
proyecto educativo popular y democrático que surja 
de los trabajadores y las trabajadoras de la educación.

El proyecto educativo de Fenapes

Insistimos en la necesidad de generar mecanismos 
de discusión profundamente democráticos, plurales 
y abiertos a toda la población, con aportes de los 
distintos ordenes involucrados, trabajadores de la 
educación, estudiantes, padres, desde donde impul-
semos las transformaciones necesarias que el sistema 
educativo necesite y desterremos la imposición desde 

los jerarcas del Gobierno o «expertos Mesiánicos» con 
asesoramientos internacionales.
El xvii Congreso planteaba:

Nuestra Federación tiene definiciones en políticas 
educativas, que nos permiten tener un marco sobre el 
cual referenciarnos cuando hacemos planteos tanto con 
respecto a cómo se ha de desarrollar la Educación en 
nuestro país o cuando nos posicionamos críticamente 
ante propuestas que se elaboran en diferentes ámbitos.
Ese mismo marco establece la necesidad de un plan 
único nacional (eliminando por tanto cualquier forma 
de formación policial o militar secundaria), de Educación 
democrática, integral y liberadora; con un sistema edu-
cativo autónomo y cogobernado; nos permite avanzar en 
la discusión de aspectos más concretos acerca de cómo 
desarrollar un plan educativo, tanto en la dimensión 
organizacional-institucional, el trabajo de los docentes, 
el currículo y las condiciones de infraestructura nece-
sarias para que ese plan educativo proyecte nuestra 
concepción de Educación.
Creemos en la construcción colectiva, la que se debe 
generar a través de una discusión nacional, profunda y 
democrática de todo el orden docente, y consideramos que:

-	 Como trabajadores organizados en nuestro 
sindicato es necesario que impulsemos y apor-
temos a esa discusión con las propuestas que en 
materia políticas educativas tenemos laudadas 
y que sigamos profundizando en ellas, para 
que, cada compañero afiliado, en cada lugar 
de trabajo, haga su aporte desde el convenci-
miento de que nuestras propuestas implican 
plantear una Educación que ayude a generar 
las transformaciones necesarias para avanzar 
hacia una sociedad más humana y solidaria 
[…] (Fenapes, 2019, pp. 92-93). 

Las dificultades enfrentadas en estos dos últimos años 
impidieron llevar adelante importantes definiciones 
que habíamos tomado, como utilizar los ámbitos 
formales que el sistema tiene (atd, coordinaciones) 
para profundizar nuestros debates y el trabajo des-
de la Comisión Nacional y poner especial énfasis 
en dinamizar la discusión y elaboración interna en 
interacción con las filiales y el Comité Ejecutivo. Con 
perspectiva de realizar un congreso extraordinario 
que trabajara sobre el plan único nacional.
Luego de dos años, estas propuestas tienen total 
vigencia. Será un desafío importante para la federa-
ción, en el contexto actual, concretarlas. Para lo cual 
se torna imprescindible su conocimiento y difusión, 
asumiendo dicho compromiso las y los compañeros 
que asuman la dirección.

¿Qué proponemos para este congreso?

A partir de las bases y los principios que tenemos 
definidos, continuar discutiendo y orientando la 

E. RESOLUCIONES GENERALES



56

construcción del proyecto educativo de nuestra fe-
deración. Entendemos que es oportuno y necesario.
Es oportuno, en tanto las condiciones están dadas con 
relación a la coyuntura en la que nos encontramos y 
al camino que venimos recorriendo en términos de 
análisis y elaboración en el plano sindical, camino 
que nos conduce al desafío de profundizar en una 
propuesta educativa propia que proponga y consagre 
el concepto y el modelo de educación emancipadora, 
democratizadora y popular que defendemos.
Las condiciones: la reforma curricular «en puerta» 
y la reformulación también impuesta, que comenzó 
a instalarse con las modificaciones a la Ley General 
de Educación a través de la luc y que reestructura el 
formato de la Administración de secundaria, centra-
liza el poder en los cargos políticos y resta espacios 
de participación y representación a los demás acto-
res educativos. Pone en tela de juicio los principios 
básicos de nuestra educación pública como lo son la 
laicidad, la obligatoriedad y la universalidad, confirma 
la imposición de una hegemonía cultural y concreta 
las posiciones de la hegemonía cultural neoliberal.
El desconocimiento y desmantelamiento de las atd y 
las comisiones permanentes incumplen con la regla-
mentación vigente con relación a su convocatoria y a 
su rol consultivo. A lo que hay que añadir las propues-
tas de falsa participación como la encuesta Consulta 
pública a docentes sobre la transformación curricular.
Los intentos de imposición de la virtualidad y las 
definiciones políticas que las autoridades de la educa-
ción han tomado durante este período de emergencia 
sanitaria, como las modificaciones del Reglamento de 
Evaluación y Pasaje de Grado (repag), las sugerencias 
pedagógicas elaboradas por equipos de asesores po-
líticamente sesgados, todo esto de forma inconsulta 
y unidireccional.
La educación es un terreno en continua disputa, tan-
to política como ideológica. La llegada de sucesivas 
reformas con cada nueva Administración lo confir-
man. Esta situación nos coloca permanentemente 
en la posición de defenderla y de protegerla de todos 
aquellos intereses que la vulneran.
Las políticas neoliberales que hoy avanzan en el 
terreno educativo, manifestándose en el recorte 
desmedido de grupos y cargos y en la precarización 
de los planes vigentes y de las condiciones laborales, 
deben encontrar resistencia en una propuesta sólida, 
fundamentada y contrahegemónica.
La irrupción e imposición de la virtualidad (sin con-
diciones materiales ni pedagógicas aseguradas) en 
la construcción del vínculo pedagógico con los y las 
estudiantes, como en los espacios pedagógicos y de 
formación institucional como las coordinaciones, y 
hasta en la elección de horas, han alterado de forma 
incalculable las condiciones de estudio y de trabajo 
de miles de personas.
Todos estos elementos deben ser motor para la ela-
boración de una propuesta educativa como respuesta 
y como estandarte de los trabajadores y las trabaja-
doras de la educación, en defensa de una educación 

popular y liberadora y del rol profesional del docente, 
como constructor de subjetividades y transmisor de 
cultura, elector consciente de una pedagogía crítica 
y autónoma de los grandes intereses capitalistas.
Es por lo expuesto que sugerimos a la Comisión de 
Políticas Educativas de este congreso que profundice 
el trabajo hacia nuestro proyecto educativo y defina 
el rumbo a seguir en el próximo período de trabajo 
para avanzar en la concreción de este objetivo.
Proponemos, como materiales base para la discusión, 
las propuestas educativas aportadas desde diferentes 
filiales como Maldonado, Tacuarembó, Montevideo 
y Salto, los documentos elaborados por la Comisión 
Nacional en torno a temas de actualidad como laicidad, 
virtualidad y reforma.
A continuación, se presentan los documentos elabo-
rados por la comisión en el que se abordan los ejes 
temáticos: laicidad y reforma educativa.

Laicidad

1. Breve recorrido histórico

La consolidación del principio de laicidad en el Es-
tado uruguayo, plasmado de manera explícita en la 
reforma constitucional de 1918, en la que se separa 
el Estado de la religión, recorrió un proceso que casi 
puede decirse que nace con el propio Estado. Según 
detalla Ulises Piola:

La separación entre Iglesia y Estado, adoptada por el 
Uruguay antes de cumplirse el primer cuarto del siglo 
XX, es un fenómeno que surge a partir del humanismo, 
durante el Renacimiento. Se consolidó con la Ilustración, 
promovido por el racionalismo y cobró mayor fuerza 
a través de la Revolución Francesa y la Independencia 
de los ee. uu. 

La idea de lo laico que se instaló en el pensamiento 
de la época, y en el de José Pedro Varela, como pro-
ducto de una confrontación que los representantes 
del pensamiento intelectual tenían con los sectores 
más refractarios a la cultura y la Iglesia.
Fueron José Batlle y Ordoñez, junto con Prudencio 
Vázquez y Vega y Varela, desde vertientes filosóficas 
diferentes, pero con el común denominador del libe-
ralismo, los que integraron la generación que libró la 
batalla para consolidar la laicidad en el Estado en el 
siglo xix y se constituyó en el gran factor catalizador 
que introdujo en la Constitución la separación de la 
Iglesia y el Estado sobre la base de todo lo actuado 
en el siglo precedente.
«En primer lugar, el Estado es una institución política y 
no una institución religiosa […] La escuela establecida 
por el Estado laico debe ser laica como él». Mediante 
este enunciado, Varela no teme definir el lugar que 
tiene la educación. Es un espacio político, dentro de 
una institución política, y la laicidad de la escuela es 
emergente de la laicidad de esa institución política 
que es el Estado.
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Es, en consecuencia, la laicidad un principio que 
permite abonar en una línea que priorice una edu-
cación con base en las ciencias, contrapuesta a una 
educación dogmática. Una educación que promueva 
el estudio, la reflexión, el análisis de posibilidades, la 
contraposición de argumentos, la experimentación y 
la demostración por sobre la aceptación acrítica de 
conceptos e ideas, el dogmatismo fanático, la igno-
rancia, la pasión irreflexiva, la falta de información 
y de discusión sobre las ideas ajenas.
De esta manera, la laicidad, conjuntamente con los 
valores de la libertad y el republicanismo, fue con-
virtiéndose y conjugándose para constituir un pilar 
fundamental de la democracia de nuestro país. Destaca 
del desarrollo y puesta en práctica de este principio 
de laicidad en función de la profundización de la de-
mocracia, el desenvolvimiento de la capacidad crítica 
y el respeto a lo diferente de los ciudadanos del país 
que transitan por la educación pública.

LA LAICIDAD, EL LAICISMO Y LO LAICO SE INSTA-
LAN COMO PRINCIPIO

En el devenir del siglo pasado, y luego de la reforma 
constitucional de 1918, el Estado asumió su compor-
tamiento laico y esa laicidad la proyectó a su sistema 
educativo. Pese a ello, la polémica y las confronta-
ciones se mantuvieron y, en consecuencia, también 
se mantuvo la tensión continua dentro del sistema.
Las ideas recesivas perduraron, expresadas de 
distinta forma. Por un lado, se intentó recobrar un 
lugar para la educación religiosa, en donde quizás 
el caso más significativo es el del Arq. José Claudio 
Williman, quien desde su gestión en primaria durante 
la dictadura de Terra reivindicó el valor moral de la 
enseñanza religiosa. Por otro lado, y desde otro ám-
bito, encontramos casos como el de la Unión Cívica, 
que desde el Parlamento cuestionó algunos aspectos 
del funcionamiento de primaria.
Además, el ataque a la laicidad se dio en la pauperización 
del significado del término. En nombre de la laicidad 
o del laicismo se calificaron de diversas formas las 
actividades dentro de los sistemas educativos, así 
como también, y especialmente, a los docentes. Este 
fue un recurso continuo con el que esos sectores de 
la vida política del Uruguay denunciaron de manera 
pública y de forma continua lo que iba contra sus 
intereses, afirmando que violaba la laicidad.
En términos generales, este tipo de comportamientos 
pueden tener cualquier contenido y pueden trascender 
con mucha distancia la educación en sí. Se trata de 
utilizar la laicidad para observar cualquier planteo, 
experiencia educativa, actores asociados con ella o 
cualquier otra actividad fuera de los ámbitos escolares 
que a partir de un vínculo, aunque sea mínimo, con 
la educación, sirviera como argumento para atacarla, 
trabarla o dejarla sin efecto.
En términos concretos, puede ser el tratamiento de 
un tema que no tiene que ser afín al entendimiento 
de alguna religión, una actividad educativa que 
molesta a algún actor político o un cartel en la calle 

vinculado a la educación. En este plano, se emplea la 
laicidad como argumento para la censura de lo que 
molesta a sectores muy conservadores y con algún 
grado de poder.
Este comportamiento tiene un registro más concreto 
cuando identifica laicismo con neutralidad absoluta. 
Desde este punto de vista, se reconoce como no tratar 
temas fundamentalmente ideológicos o políticos en 
ninguna actividad educativa.
Pero, independientemente de todo esto, la laicidad 
se instaló como un valor en sí, respetado y aceptado 
para el sistema educativo. La misma aceptabilidad 
que, por otra parte, tuvo la consecuencia de restringir 
una continua elaboración y pensamiento del concepto.
Pese a ello, la reinstalación de la discusión y la disputa 
por el sentido de la laicidad es un proceso que pode-
mos observar como cíclico a lo largo de la historia 
reciente, en donde los sectores más conservadores 
de la sociedad, así como quienes tienen intereses 
económicos y políticos contrapuestos a los resultados 
de una educación basada en el principio, arremeten 
principalmente contra los docentes, ya que son estos 
quienes tienen el dominio de los espacios educati-
vos, son promotores del análisis de lo simbólico y 
la elaboración del pensamiento, situándolos de esta 
forma como sospechosos por una característica que 
es innata a su labor.

LOS SINDICATOS Y LA LAICIDAD

Los sindicatos han heredado esta situación. Los de 
primaria, más unidos a la tradición valeriana y a 
la construcción de la institucionalidad que llevan 
adelante José Pedro Varela, primero, y su hermano 
Jacobo Varela, después, tienen presente el tema como 
algo propio y lo incluyen como tal en sus plataformas. 
Incluso docentes referentes lo han tomado como 
centro de estudio, tal vez el caso más destacado sea 
el de Reina Reyes, cuyos trabajos influyeron mucho 
en la cultura de los docentes.
En secundaria, los sindicatos con el modelo actual se 
instalan en forma tardía en la década del sesenta. En 
sus declaraciones, asumen la laicidad como principio 
básico de la educación, casi como un axioma. Es algo 
que no se discute, se defiende. Y hubo que defenderla, 
sobre todo en los enfrentamientos con los sectores 
políticos que operaron con el comportamiento re-
significado anteriormente referido y con fines que 
a veces no tenían nada que ver con la educación y, 
otros, defendían desde la palabra laicidad precisa-
mente lo contrario al planteo de Varela. Planteaban 
su despolitización.
Los sindicatos de secundaria tienen grandes mo-
mentos en la construcción de planteos teóricos; 
el nacimiento, en el año 1963, en que se fundan el 
sindicato de Montevideo y la Federación de Profeso-
res; el momento en que la Federación de Profesores 
decide participar como grupo de política educativa 
en el gobierno de la educación (años 1968 y 1969); la 
lucha contra la reforma del año 1996. En todas esas 
instancias la laicidad ha estado presente, pero siempre 
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como principio a defender y no tanto como tema para 
profundizar o debatir.

2. Laicidad como pilar fundamental del 
sistema educativo

Observamos con preocupación el proyecto de ley que 
promueve la creación del denominado Consejo de 
Laicidad. Especialmente, el tratamiento que se hace 
del concepto de laicidad, desde una concepción donde 
lo jurídico se antepone a lo pedagógico. Este giro, de 
lo pedagógico hacia lo jurídico, promueve e instala el 
mecanismo de judicialización que altera las lógicas de 
resolución de los conflictos existentes y establece un 
paradigma punitivo que provoca un desplazamiento 
de la institución educativa pública por fuera de sí 
misma, aun siendo la anep un ente autónomo. Este 
mecanismo trae consigo una creciente despolitización 
y responsabilización individual del docente sobre la 
calidad educativa.
El giro de lo pedagógico a lo jurídico como forma de 
entender el proceso educativo, invisibiliza y niega el 
carácter político de dicho proceso y del quehacer coti-
diano de las y los docentes. El trabajo docente implica 
la adopción cotidiana y permanente de decisiones 
didácticas y pedagógicas, decisiones sobre preguntas 
fundamentales: por qué enseñar, qué enseñar, cómo 
enseñar. Pretender regular estos aspectos, querer 
controlar y prever lo emergente y lo incontrolable, 
reduce la docencia a una tarea meramente técnica y 
al docente a un rol aplicador e instrumental. Es así 
como, nuevamente, lo pedagógico se subordina, en 
este caso, a lo instrumental.
En los últimos años se ha venido construyendo e 
imponiendo, principalmente a través de los medios 
masivos de comunicación, un sentido común que 
asume la politización en un sentido negativo, prin-
cipalmente en lo que refiere a la politización de las 
prácticas educativas. Si nos detenemos un instante a 
reflexionar sobre esto, cabe preguntamos si existen 
zonas de nuestra vida social que puedan prescindir de 
ser entendidas como relaciones políticas. Lo político 
es lo propio de la ciudadanía, lo que nos compete a los 
seres humanos en tanto somos seres sociales, seres que 
convivimos con los otros. Quien sostiene como ideal 
la despolitización de la educación está asumiendo una 
postura ideológica que entiende que un determinado 
modo de la política se deje de lado para que se instale 
el de los sectores dominantes. Imponer el concepto de 
laicidad como sinónimo de neutralidad es pretender 
instalar ese modo. Acusar a los docentes de politizar 
el aula es negar su carácter político en tanto instancia 
donde se construye ciudadanía.
Promover la neutralidad en la educación es también 
negar la dinámica misma de un sistema democrático 
sano y es negar, por tanto, aquello que nos posibilita 
la comprensión de la otredad. Una de las funciones 
principales de la educación pública es confrontar las 
diversas visiones del mundo y enseñar a vivir en demo-
cracia, ampliar y enriquecer las creencias del ámbito 

familiar de niños y adolescentes, y no limitarse a estas, 
ejemplo de ello es el proyecto de ley Educación Sexual 
en Instituciones Educativas. La neutralidad arrasa 
con el carácter social y colectivo que nos constituye 
en tanto humanos, nos deshumaniza, nos vuelve cada 
vez más individualistas y, por tanto, funcionales a un 
sistema que promueve el sálvese quien pueda. Nos 
humanizamos junto con los otros, al reconocer la 
diferencia, respetando y promoviendo el derecho a 
ser de todas y todos quienes formamos parte de una 
sociedad democrática.
Como docentes y ciudadanos comprometidos con 
esta democracia, estamos convencidos que no existe 
calidad de esta sin la promoción desde el sistema 
educativo de la confrontación racional y respetuosa 
de las diferentes concepciones del mundo, elemento 
central y posibilitador de un proceso que eduque 
para la convivencia democrática y plural. Sin este 
encuentro con la diferencia, se debilita y empobrece 
no solo el carácter público de la educación misma, 
sino que se le cercena al sujeto la posibilidad de am-
pliar su mundo, salir de su propia esfera, colectivizar, 
discrepar, resolver conflictos a partir de las prácticas 
discursivas, argumentar, contraargumentar, en fin, 
reconocer y reconocerse en el juego dialéctico de las 
diferencias. Es una práctica propedéutica que nos 
permite formarnos como ciudadanos para poder 
ejercer efectivamente esta calidad.
Entender la laicidad como neutralidad es someter a 
nuestros educandos a la hegemonía del pensamiento 
único neoliberal, dejándolos expuestos enteramente 
a la manipulación de los medios masivos de comuni-
cación en tanto formadores de sentido, sin ninguna 
posibilidad de ejercer el pensamiento crítico sobre 
su tiempo histórico, pauperizando el desarrollo in-
telectual de nuestros docentes y estudiantes ¿Cómo 
es posible fermentar la producción de nuevos saberes 
sin confrontación de ideas?; ¿cómo es posible un re-
conocimiento genuino del otro? Según señala Reina 
Reyes «quien reconoce para sí el derecho de pensar y 
sentir libremente, reconociendo en los otros el mismo 
derecho, es laico».
Sin confrontación racional de los diversos temas 
que preocupan a los seres humanos que comparten 
unos mismos problemas estructurales, que sufren 
las mismas consecuencias de un sistema causante de 
diversas injusticias, segregaciones, exclusiones, etc., no 
hay posibilidad alguna de transformación del mundo.
Entendemos que no es casual que estas discusiones 
sobre la laicidad se instalen en un contexto en el que 
se viene insistiendo, desde hace algunos años, que 
la educación pública «está en crisis», visibilizando 
el hecho de que la educación está en crisis porque 
un determinado sistema mundo lo está. Quedarnos 
solo con la afirmación «la educación está en crisis» 
constituye una operación político-ideológica que 
genera un terreno fértil para la instalación de una 
perspectiva que profundiza la injerencia del poder 
político en el ámbito educativo en detrimento de la 
autonomía docente.
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Otro elemento que se expone para fundamentar este 
mecanismo de «policía» de la laicidad es la asunción 
de posiciones políticas e ideológicas por parte de los 
docentes, donde se confunde laicidad con proselitismo 
político. El educador tiene posicionamientos y pos-
turas políticas que enriquecen el proceso educativo 
en un espacio de confrontación de perspectivas: «el 
maestro carente de ideales, el maestro de ubicación 
indefinida, si bien no condiciona a sus discípulos, los 
deja indiferentes a todos los valores y muy difícilmente 
genere en ellos impulsos de superación» (Reina Reyes). 
Pedir al docente que se separe de las convicciones que 
lo atraviesan y exigir que se mantenga indiferente a 
todo —incluso ante las injusticias— es imposible. No 
solo la laicidad así entendida deshumaniza al docente, 
lo hace sospechoso, y genera hacia ellos, por parte de 
la sociedad en general, una suerte de desconfianza; 
también deshumaniza y subestima a nuestros estu-
diantes negándoles a priori su capacidad de sujetos 
críticos, con convicciones y posturas sobre el mundo 
en general, cual si fueran recipientes vacíos de con-
tenidos que deben ir llenándose a conveniencia del 
gobernante de turno.

3. Contexto legal actual e implicancias 
ideológicas
Sobre laicidad en el marco de la luc, 
algunos aspectos a considerar en el 
resignificación del término

Para poder abordar en toda su amplitud semántica 
el término laicidad, no solo es necesario atenderlo 
como una de las características históricas de nuestra 
educación pública desde la reforma vareliana; sino, 
además, como eje constructor de nuestro Estado 
uruguayo, un Estado laico separado de la iglesia y, por 
tanto, del dogmatismo. La separación, ya explicada, 
de la educación científica con respecto a la educación 
religiosa.
La jerarquización del conocimiento disciplinar la hacen 
los docentes a través de las asignaturas que cargan 
de contenidos y estrategias didácticas y pedagógicas 
para transmitir a sus estudiantes y, así, permitir la 
continuidad del legado cultural que nos constituye 
como civilización.
Tal como se explica, los y las docentes como seres 
humanos somos una comunidad de subjetividades; el 
propio conocimiento científico se construye a partir 
de subjetividades, es imposible anularlas como tales, 
ya que son producto de los seres humanos (comuni-
dades científicas).
Desde la mirada que se pone de manifiesto en la luc, 
se trata de abolir la existencia de subjetividades 
en la educación, como si fuera posible en una tarea 
efectuada por personas.
Desde la estructura que se propone, a través de di-
recciones generales en cada uno de los subsistemas, 
el abandonar la pluralidad que implicaba la presencia 
de consejeros, la discusión y amplitud de puntos de 
vista queda restringida a una sola mirada que no se 

acompaña de crítica y análisis de otros posibles puntos 
de vista. Que cada subsistema tenga una dirección 
refuerza esa idea de un solo punto de vista y una 
única capacidad de resolución sujeta a un individuo. 
En palabras del actual ministro de educación: «anep 
es una institución muy trabada y le cuesta muchísimo 
tomar decisiones», para Pablo da Silveira la existencia 
de consejos implicaba que había «demasiada gente 
tomando decisiones de primera magnitud diariamente 
en anep» (Pablo da Silveira, 2019).
Es así que, en la luc, la concentración de decisiones en 
directores generales, según las políticas educativas 
llevadas adelante, quitaría esa «traba» y permitiría 
fluir en la ejecución, sin diluirse en la coexistencia de 
varios puntos de vista.
Esta misma noción trata de encubrirse en la manera 
de entender la laicidad y apela a que todas y todos los 
docentes seamos reproductores de lo mismo; basán-
dose en principios tan complejos como la neutralidad, 
parcialidad y objetividad. Es así como se deshumaniza 
la tarea educativa y la construcción colectiva que 
implica el propio conocimiento.
Siguiendo a Reina Reyes: 

Sostenemos que la corriente de pensamiento de la 
laicidad respeta la dignidad humana, se ancla en la 
evolución de los derechos humanos, incluye la libertad 
de conciencia, de opinión y de expresión, y por ende 
emerge de los artículos 18 y 19 de la Declaración de los 
Derechos Humanos de la Organización de las Naciones 
Unidas (1948).

La Ley General de Educación —en vigencia desde 
2008— define la libertad de cátedra en su artículo 11: 

El docente, en su condición de profesional, es libre de 
planificar sus cursos realizando una selección responsable, 
crítica y fundamentada de los temas y las actividades 
educativas, respetando los objetivos y contenidos de 
los planes y programas de estudio. Asimismo, los edu-
candos tienen la libertad y el derecho a acceder a todas 
las fuentes de información y de cultura, y el docente el 
deber de ponerlas a su alcance.

Plantea Reyes:

 La ley de urgente consideración (luc) agregó una frase 
al artículo 11 citado: «[...] con un criterio de amplitud, 
ecuanimidad y balance de puntos de vista que permita 
a los educandos ejercer su libertad y formarse su propio 
juicio». No surge del agregado que laicidad sea sinónimo 
de neutralidad. Que no se vuelvan sinónimos laicidad y 
neutralidad en este agregado es lo correcto y deviene 
en respeto a los principios de la Revolución francesa.
La LUC se extiende explicando en qué consiste la laicidad 
y lo hace con una redacción que revalida y ratifica —en 
este parágrafo— lo dispuesto en 2008: el docente dentro 
del aula presentará todas las acepciones, posturas y 
teorías, de forma amplia, actuando de modo ecuánime 
como administrador de la balanza del pensamiento, 
reitero, dentro de las instalaciones educativas donde 
se desempeña. De este modo el docente es guiado por el 
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objetivo de la consolidación de una vida en democracia, 
educando para la libertad de pensamiento, en el marco 
de la vigencia de la libertad de conciencia, de opinión 
y expresión (que le comprende en las generales de la 
ley) y que se inscribe en la Declaración de los Derechos 
Humanos de la ONU de 1948. En conclusión, las normas 
dicen lo que dicen y no debe adosárseles significados 
adicionales, en ninguna circunstancia y para ningún fin.

A su vez, se presenta en la luc una clara contradicción 
al reconocer la importancia de las subjetividades de 
los padres en la educación pública. Su opinión está 
contemplada a través de los Consejos de Participación: 
artículo 170. Se sustituye el artículo 78 de la Ley 18 
437, el que quedará redactado de la siguiente forma: 

Artículo 78. (De la información a los Consejos de 
Participación). Los Consejos de Participación podrán 
solicitar informes y realizar propuestas a la Dirección 
General respectiva. Las Direcciones de centro deberán 
poner a consideración de los Consejos de Participación 
sus memorias anuales. Los Consejos de Participación 
serán partícipes de los procesos de autoevaluación que 
desarrolle el centro educativo y podrán emitir opinión 
sobre el desarrollo de los cursos, la enseñanza impartida, 
la convivencia en el centro, la asiduidad y dedicación 
de los funcionarios docentes y no docentes, que será 
recibida por la Dirección del Centro y la Dirección 
General respectiva.
Serán convocados por la Dirección o a pedido de la 
mayoría de sus miembros, sin obstaculizar el desarrollo 
de los cursos. 

Así, la laicidad queda tambaleando en una cuerda 
muy fina cuando aparecen propuestas en la Cámara 
de Representantes, como el proyecto de ley Educación 
Sexual en Instituciones Educativas, y cito: artículo 3.3 
(principio de laicidad). En el ámbito de la educación 
pública (incluyendo la formación docente), el principio 
de laicidad garantizará la pluralidad de opiniones en 
cuestiones valorativas o de creencias. Por lo cual, en 
temas que puedan afectar las convicciones morales 
o religiosas, se deberá ofrecer a los padres o tutores 
(y a los alumnos de formación docente) esa plurali-
dad de visiones, para que puedan ejercer el derecho 
establecido en el artículo 2.
Puede comprenderse y hasta ser compatible este 
planteo, si entendemos como el concepto de laicidad 
explicita que el docente debe brindar todas las miradas 
y permitir el acceso a la información para acceder a 
ellas. Sin embargo, en este proyecto, en el artículo 
4 sobre el derecho de información de los padres y 
tutores se plantea que deben ser informados de las 
propuestas de los docentes, tanto en la educación 
pública como privada, explicitando «objetivos, valores 
y contenidos a transmitir, actividades a realizarse, 
materiales didácticos y bibliográficos […]». En el 
artículo 5 se plantea que: 

Los padres darán consentimiento escrito, informado 
y libre […] para que sea libre [artículo 5.2], en la ense-

ñanza pública, se debe ofrecer a los padres y tutores 
la opción de oponerse a que se traten con sus hijos o 
pupilos determinados temas, o a que realicen algunas 
actividades o empleen determinados materiales didác-
ticos o bibliográficos o la totalidad de los mismos […].

Recordemos que uno de los puntos más controversia-
les en cuanto a la sección sobre educación en la luc 
tiene que ver con la libertad de cátedra, cambiando 
la nomenclatura por autonomía técnica, la cual queda 
totalmente limitada y acotada a los intereses, creencias, 
opiniones de los padres (pero eso no es subjetividad).
Sí se reconoce, como corresponde, la importancia de la 
subjetividad de los y las estudiantes, como se observa 
en los incisos 4 y 5 del artículo que se desarrolla a 
continuación:
Artículo 165. (De los derechos de los educandos). Sus-
tituyese el artículo 72 de la Ley 18 437 por el siguiente:

Artículo 72. (De los derechos de los educandos). - Los 
educandos de cualquier centro educativo tendrán 
derecho a:
1. Recibir una educación de calidad y acceder a todas las 
fuentes de información y cultura, según lo establecido 
por la presente ley.
2. Recibir los apoyos educativos específicos y necesarios 
en caso de discapacidad o enfermedad que afecte su 
proceso de aprendizaje.
3. Agremiarse y reunirse en el local del centro educativo. 
La autoridad respectiva reglamentará el ejercicio de 
este derecho, con participación de los educandos.
4. Participar, emitiendo opinión y realizando propues-
tas a las autoridades de los centros educativos y de 
las Direcciones Generales y el Consejo de Formación 
en Educación, en aspectos educativos y de gestión del 
centro educativo.
5. Emitir opinión sobre la enseñanza recibida. Las 
Direcciones Generales y el Consejo de Formación en 
Educación deberán reglamentar la forma en que los 
educandos podrán ejercer este derecho.

También se atribuye como competencia de las Comisio-
nes Coordinadoras Departamentales de la educación 
la potestad de «promover la coordinación de planes 
[...]» como plantea en sus cometidos el siguiente ar-
tículo, en el inciso 2.
Artículo 173. (Cometidos). Sustituyese el artículo 91 
de la Ley 18 437, y sus modificativas, por el siguiente:

Artículo 91. (Cometidos). - Las Comisiones Coordinadoras 
Departamentales de la Educación tendrán los siguientes 
cometidos: A) Coordinar acciones en el departamento.
1. Convocar a los representantes de los Consejos de Par-
ticipación de los Centros Educativos para recibir opinión 
acerca de las políticas educativas en el departamento.
2. Promover la coordinación de planes y programas 
procurando se contemplen las necesidades, intereses 
y problemas locales.

Otra vez, «emitir opinión» es uno de los cometidos de 
la Comisión Coordinadora de la Educación Pública:
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Artículo 189. (Cometidos). - A la Comisión Coordinado-
ra de la Educación Pública le compete: 1. Velar por el 
cumplimiento de los fines y principios establecidos en 
la presente ley.
2. Coordinar, concertar y emitir opinión sobre las políti-
cas de educación pública e impartir recomendaciones.
3. Promover la planificación de la educación pública.
4. Promover la aplicación de los principios, fines y 
orientaciones generales que emanan de la presente ley.
5. Conformar comisiones de asesoramiento y estudio 
de distintas temáticas educativas.
6. Crear las subcomisiones que considere pertinentes 
para el cumplimiento de sus fines, las que podrán ser 
de carácter permanente o transitorias.

Sumamos el planteo, también a través de un proyecto 
de ley, de la creación de una Comisión de Laicidad que 
resignifica, desde una visión coercitiva, este principio 
fundamental de nuestra educación pública. Allí se 
plantea, en su artículo 1 que:

 El principio de laicidad entendido en el terreno religio-
so como la neutralidad del Estado frente al fenómeno 
religioso consagrado en el artículo 5 de la Constitución, 
y en el terreno institucional como la prohibición de 
proselitismo en las dependencias públicas de acuerdo 
a lo prescrito en el artículo 58 de la Carta.
Asimismo, declárase como base del sistema educativo 
el principio de laicidad entendido como respeto por la 
pluralidad y la integridad intelectual de todos aquellos 
que asisten a los centros educativos públicos del país […]. 

Esta comisión velaría por garantizar esa laicidad y por 
un tratamiento integral de los temas donde tampoco 
puede presentarse un tema en forma parcial, ya que 
es, además, considerado ilícito. El carácter punitivo 
de esta comisión, que es la balanza ética y a la vez 
legal del enfoque de un tema determinado, plantea 
una contradicción en su base, ya que el abordaje de 
temas en su total amplitud implica, en varios casos, 
transmitir o promover (ya que se darían a conocer) 
visiones totalitarias violatorias de derechos huma-
nos, como es el ejemplo del nazismo o la defensa de 
la esclavitud, si son abordados como temas en su 
totalidad y no de forma parcial.
Se plantea que los miembros sean designados uno 
por el mec; otro por la anep y uno por la Facultad de 
Derecho de la Udelar, pero debe ser preferentemente 
un integrante del Instituto de Derecho Constitucional, 
quienes son designados por cinco años y pueden llegar 
a diez años en funciones. Las competencias de esta 
comisión son de carácter asesor y propositivo, pero 
también sancionador, ya que, a pesar de que no anulan 
actos administrativos, pueden llevar a cabo (artículo 
7, inciso E) «la emisión de dictámenes, conclusiones o 
recomendaciones de oficio o a pedido de las entidades 
públicas, ante situaciones específicas que se generen 
y que estén dentro del ámbito de su competencia».
Esta comisión también puede efectuar, con o sin 
aviso, inspecciones a cualquier lugar o sector de los 
organismos y entidades que sean de su competencia, 

queda habilitada a registrar en un informe lo que 
estime del caso.
Puede, además, presentarse cualquier persona a 
denunciar, escrita u oralmente, ante esta comisión, 
su identidad queda en total reserva. Esta comisión 
puede entrevistar autoridades, pedir todo tipo de 
documentación; pero, sobre todo, podrá «solicitar 
ante quien corresponda, la adopción de cualquier 
medida cautelar […]».
Nuestra educación cuenta con legislación desde la 
Constitución, leyes, estatutos, hasta resoluciones y 
circulares, que regulan el marco normativo de su 
funcionamiento, con vías legales para realizar, ante 
quienes corresponda, las denuncias pertinentes.
Al otorgar la potestad a una Comisión en Laicidad de 
sugerir, opinar y asesorar, sus miembros, a pesar de 
ser personas, ¿serán objetivos, neutrales, imparciales 
y estarán despojados y despojadas de toda subjetivi-
dad? Nuevamente, aquí se prioriza un cierto tipo de 
subjetividades como válidas por sobre otras que se 
considerarán, seguramente, como no válidas.

Apropiación y resignificación de conceptos por 
parte de la ideología dominante. Construcción de 
hegemonía

La construcción del discurso tiene un impacto signifi-
cativo en la cultura en general y en cómo se proyecta 
en ella la imagen de los educadores. Tomando a Thomas 
Hertz (2007), la cultura debe ser entendida hoy no ya 
como complejos de esquemas concretos formados de 
hábitos, costumbres y tradiciones, sino como una serie 
de mecanismos de control: reglas, planes, fórmulas, 
instrucciones. Este accionar en torno a la laicidad está 
configurando una nueva cultura educativa, donde 
operan rebuscados mecanismos de imposición bajo 
la consigna de defensa de la laicidad.
Desde la perspectiva holística de la cultura, se puede 
aplicar a este contexto el uso de lo que Margaret Mead 
(al decir de Hertz) señala como símbolos significati-
vos: las palabras, gestos y accesorios. De esta forma, 
la elaboración del discurso de las autoridades ejerce 
mecanismos de control tanto o más significativos que 
las disposiciones de la normativa en sí.
Respecto a las palabras, así como ha sucedido con 
conceptos como autonomía e inclusión, distorsionados 
en el resignificación de la política educativa de los 
últimos años, un proceso similar estamos viviendo 
con el término laicidad, entendida desde la ideología 
dominante.
La transmisión de ese discurso con carga ideológica 
se ve facilitada por la complicidad de los medios ma-
sivos de comunicación que, al denigrar el rol docente 
y reproducir la postura hegemónica, dotan de validez 
la postura de las autoridades e inclinan la llamada 
opinión pública.
Además del manejo tendencioso de conceptos, encon-
tramos también gestos, entendidos como las acciones 
visibles de la Administración en este caso, que van en 
la misma línea y utilizan esta noción de laicidad mal 
entendida como herramienta de persecución sindical.
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Por excelencia, el dispositivo accesorio para esto es 
el marco jurídico que se pretende dar a través del 
proyecto de ley para la creación de un Consejo de 
Laicidad, con una integración fuertemente oficialista 
y con potestades preocupantes que fueran desarro-
lladas previamente en este documento.
La Administración impregna estas palabras, gestos 
y accesorios de una lógica que no solo responde a los 
intereses del actual Gobierno en lo inmediato, sino 
que pretende instalar en la opinión pública una idea 
de que el docente sindicalizado es el enemigo común. 
El objetivo parece ser que no seamos vistos como 
trabajadores que defienden sus derechos ni como 
educadores, más bien se pretende instalar la idea de 
que somos «evangelizadores» de ciertas tendencias 
ideológicas y que todo nuestro accionar va en función 
de eso.
Nuestra federación debe pronunciarse en forma 
contundente en todos los ámbitos posibles en defen-
sa de la libertad de cátedra y la libertad sindical. La 
lucha no solo debe darse en las calles; es necesario, 
en el plano intelectual, continuar trabajando desde 
nuestro lugar en la construcción de un discurso más 
fuerte que el de las autoridades, capaz de combatir 
la distorsión del concepto de laicidad y defenderla 
como principio fundamental y, por tanto, inalterable, 
de nuestra educación.
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Reforma educativa

En este documento hacemos un resumen de lo que 
ha sido la visión sobre la educación y analizamos la 
situación contextual.
El planteo de una crisis educativa, que se ve como 
puntual y busca una solución dentro del sistema, está 
inscrito en la crisis social y económica del sistema 
capitalista a la que E. Diez (2009), plantea como una 
triple crisis: financiera, energética, alimentaria y, a su 
vez, se sintetiza en una crisis social donde aparecen 
actitudes autoritarias, visiones fatalistas, xenofobia 
y racismo.

El huracán económico se ha llevado por delante una 
cuarta parte de la riqueza mundial y, como consecuen-
cia, está provocando, en casi todo el planeta, el cierre 
de fábricas, la explosión del desempleo, una escalada 
proteccionista y la radicalización de las protestas 
sociales. Causa de pobreza, de angustia y de exclusión, 
la lepra del desempleo se extiende. […] Y no olvidemos 
que fueron los partidos socialdemócratas y socialistas 
europeos los que consolidaron la eliminación de cual-
quier salvaguardia que podía quedar frente a la ola 
ultra liberal de la derecha. (Diez, 2009)

De ahí que los Gobiernos hayan recurrido a tácticas 
de apaciguamiento mediante el uso de tres elementos 
claves:
-la seducción;
-el miedo;
-la beneficencia.

Seducción

Metonímicamente, se muestra un mundo de ilusión 
consumista en el que tener determinados elementos 
se solapa con el ser y el estar feliz. (Metonimia es una 
figura retórica que implica la parte por el todo).

Miedo

En el capitalismo actual, todo el sistema de consumo 
está basado en el crédito (Arriola, 2009). El miedo a no 
poder pagar la hipoteca, a no poder devolver el crédito 
recibido, se ha convertido en el miedo a ser despedido, 
a quedarse en el paro. Se está empujando a la gente 
a sentirse profundamente insegura y atemorizada. 
Las grandes empresas usan este miedo como arma 
de sumisión, lo instrumentalizan.

Beneficencia

Las empresas y las personas que tienen recursos do-
narán parte de su excedente para paliar necesidades 
a los quintiles de más bajos ingresos, como un acto 
magnánimo en lugar de un reparto de justicia social.
Todo esto enmascara que la educación y los servicios 
públicos necesitan no solo políticas que los sostengan, 
sino recursos que los mantengan.
Nuestro pago de impuestos ha de ponerse al servicio 
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de quienes más lo necesitan y no para enriquecer a 
una minoría. Por eso hay que empezar a dejar de ha-
blar de campañas de Pobreza 0 y organizar medidas 
estratégicas efectivas hacia la Riqueza 0.
El Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios 
(agcs/gats en inglés) es claro en el sentido de con-
sagrar la inequidad, apunta a la liberalización total 
de las actividades de 160 sectores. Para el agcs 
ya solo se pueden considerar servicios públicos (o 
«servicios suministrados en ejercicio de facultades 
gubernamentales») el Banco Central, el Ejército, la 
Policía y el Sistema Judicial. Todos los demás pasan a 
ser considerados mercancías y, por lo tanto, negocios. 
Obviamente, la educación también, ya que el cálculo 
del mercado educativo es de 4,3 billones de dólares 
de modo global.
En este panorama de transformación de un bien social 
en un bien de consumo, la privatización y la injerencia 
del capital en la concepción y las metas educativas 
señalan una crisis. El lugar en el que se sitúa la crisis 
denunciada está en el concepto de producción y la 
posibilidad de evaluar cuantitativamente, por ahora 
en educación media. Esta es la crisis mentada por la 
derecha y los medios masivos e instalada como una 
lógica innegable.
Es decir, se permite la entrada del capital en la infraes-
tructura y en el diseño de los aprendizajes esperados. 
Estos se vuelven cualidades para desempeñarse 
en el ámbito laboral, en el que se sitúa primero la 
adaptabilidad a la demanda empresarial y luego los 
conocimientos básicos necesarios.
A causa de este planteo, se transforma la enseñanza 
pública en un gran centro de capacitación para el 
empleo acorde a las necesidades empresariales del 
momento.
La enseñanza, por su dinámica, no forma sujetos para 
las demandas contextuales, sino para situaciones 
que ocurrirán en un futuro incierto en el marco de 
unos dieciocho años. Por esta causa, responder a las 
necesidades empresariales del momento ni siquiera 
garantiza la empleabilidad.
La concepción de la mirada profesional de los docen-
tes la instituye hoy como un derecho en la enseñanza 
institucional, la educación formal es un lugar de for-
mación de sujetos críticos y transformadores, para 
lograrlo se necesita de los aprendizajes culturales y 
de contenidos, de manera que se puedan articular en 
las circunstancias actuales y en los contextos futuros.
Cuando se plantea una reforma curricular y de los 
reglamentos e instancias de evaluación y pasaje de 
grado aparecen las propuestas de determinadas he-
rramientas, que se estiman como nuevas alternativas 
y no lo son, por eso, también es necesario al hablar de 
reforma en este sentido (el de plantear novedades que 
no lo son) y situarnos en la evolución de la historia 
de la educación.
Revisemos esta construcción desde los inicios hasta el 
momento: la educación, como acción social organizada, 
se remonta al siglo xvi. La ruptura de la concepción 
ideológica del cristianismo-reforma-contrarreforma, 

la renovación del concepto del humanismo a partir de 
Cicerón y su Humanitas y al nacimiento de la noción 
de infancia como una etapa de la vida del ser humano, 
llevó en la praxis a la instalación de la enseñanza en un 
espacio y un tiempo especial, con acciones específicas 
sobre los conocimientos de los niños de una sociedad.
En este período, hay dos pedagogos que buscan pro-
blematizar una educación organizada dentro de la 
sociedad del momento; Juan Luis Vives por un lado 
y Juan Amos Comenio por el otro. Vives, que, ya en 
ese momento, reconoció las diferencias en los apren-
dizajes y Comenio, que concibió, también en aquel 
momento, la universalidad y la gradualidad dentro 
de la enseñanza grupal. No creía que la familia fuera 
el lugar donde aprender los valores de una sociedad. 
Su concepto de universalidad era ya muy inclusivo: 
niños y niñas, ciegos, sordos, etc.
Dentro de estos marcos, la escuela despliega, hasta 
el día de hoy, los mismos dispositivos fundantes, la 
enseñanza grupal organizada en grados, la simultanei-
dad como un ideal pedagógico: enseñar todo a todos.
A través de estos dispositivos, la educación se cristalizó 
en sus procederes y finalidades para enseñar valores 
y el conocimiento de la cultura común.
A partir de la reforma y su reacción, la contrarrefor-
ma, la orden jesuita toma un papel destacado con la 
consolidación de escuelas de élite y la enseñanza en 
general. Ya en esa instancia, los jesuitas transversalizan 
la adquisición de lo que hoy llamaríamos competencias, 
sumadas a los conocimientos y habilidades, que para 
esta orden religiosa fueron: actividad, creatividad, 
atención, observación y obediencia.
Luego, con el debilitamiento del control de las igle-
sias, en algunos lugares aparece la educación laica 
y, además, en el período napoleónico se organiza la 
enseñanza universitaria y la forma de acceder a ella 
desde la educación formal.
Con el advenimiento de la revolución republicana 
burguesa, se enseñaron los valores de esta concepción 
a los estudiantes de la educación formal.
Esta forma de organización, que permite el acceso a 
la universidad desde una enseñanza sistemática, se 
normaliza de diversos modos, con la estructuración 
de un recorrido propedéutico.
Es a esta situación a la que hoy le proponemos ciertos 
cambios que, en relación con lo enumerado desde el 
comienzo, apuntan más a la situación contextual que 
a los fines que ha tenido la educación institucional 
desde sus inicios.

Análisis crítico de la circular núm. 
28/2021

1. Política educativa - Transformación Curricular 
Integral

Lo primero que hay que tener en cuenta al analizar esta 
circular es su vínculo con el documento denominado 
Lineamientos, objetivos y estrategias de las políticas 
educativas de la ANEP 2020-2024. Sería necesario, por 
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lo tanto, llevar a cabo un abordaje crítico de los otros 
lineamientos estratégicos generales de la política 
educativa para elaborar un posicionamiento global 
del sindicato ante este planteo de la anep, ya que, 
como es de esperar, hay una lógica que entrama cada 
uno de los lineamientos y que tiene como resultado la 
confección de la actual «propuesta» de cambios para 
el sistema de enseñanza pública.
En cuanto al punto número uno (Política educativa - 
Transformación Curricular Integral) del documento 
en cuestión, se pueden observar las siguientes ase-
veraciones. En una primera instancia, se sugiere un 
escenario en el cual se podría visualizar un contrapunto 
entre «avances» e «insuficiencias» que se dan en el 
sistema público educativo uruguayo. No se detallan 
cuáles son los «avances», se listan las «insuficiencias» 
e indican que estas se ubican en torno a dificultades en 
el recorrido de las y los estudiantes por el «trayecto 
educativo» y en la «culminación de los ciclos». El por-
centaje de repetición que se da en 1° año de Educación 
Media Básica (emb), que se compara con el de 6° año 
de primaria (notoriamente diferente). Y, por último, 
se advierte sobre una «falta de coherencia entre los 
ciclos» que generaría dificultades en el pasaje de las 
alumnas y alumnos de primaria a la emb. 
Resulta imprescindible problematizar este diagnós-
tico, ya que forma parte de un discurso que, si bien 
toma consistencia con intenciones netamente trans-
formadoras a partir de esta Administración, surgió 
y fue adquiriendo fuerza en las Administraciones 
previas. Conforma lo que en tantas ocasiones hemos 
leído y escuchado como el fenómeno de crisis de la 
educación pública. A través de este, se responsabiliza 
al sistema educativo público, y fundamentalmente a 
sus docentes, de todos los problemas y dificultades 
que se producen. Se erige un discurso y, por lo tanto, 
una realidad en la cual el sistema educativo aparece 
como aislado de la dinámica social en la que se en-
cuentra. Esta idea-fuerza, tantas veces observada 
y denunciada, permite componer una narración en 
donde todos los inconvenientes son endógenos al 
sistema educativo público.
Cada uno de los puntos planteados en el documento 
deben ser abordados de forma crítica. Si bien estos 
pueden formar parte de una lista de situaciones para 
considerar como de cierta complejidad, no forman 
parte, tal como lo sugieren esta y las anteriores 
Administraciones, de los problemas neurálgicos de 
nuestra enseñanza pública. Lo que no quiere decir que 
desde el sindicato no debamos desarrollar políticas 
hacia estos.
A manera de puntualización preliminar, considera-
mos relevante observar con mucha atención el punto 
que indica una «falta de coherencia entre los ciclos 
educativos». Ya que, si bien hay alguna elaboración 
reciente en la Fenapes con respecto a este tópico 
primordial, es muy escasa la atención que se le ha 
brindado desde el sindicato.
El diagnóstico se cierra con una expresión de deseo, 
que sin dudas se va a transformar en un objetivo 

central de la actual Administración. La intención 
de plasmar las condiciones para que el estudiante 
«atraviese» la emb y la Educación Media Superior 
(ems) de manera automática y que se eleven así los 
porcentajes de promoción, disminuyendo los índices 
de repetición y de desafiliación del sistema. O sea, 
se apunta a generar un rédito de carácter político 
ante la sociedad en función de políticas educativas 
que causen un impacto negativo en la calidad de los 
aprendizajes del estudiantado uruguayo.
Se introduce algún esbozo sobre los resultados de las 
pruebas erce, aristas y pisa, aplicadas en primaria y 
secundaria en los últimos años. Señalando, en función 
de estas evaluaciones, que hay limitaciones en los 
aprendizajes de lectura y matemáticas en primaria que 
se proyectan a secundaria. Se advierte que este estado 
de cosas se nota con mayor claridad en instituciones 
ubicadas en contextos vulnerados socioculturalmente. 
Con respecto a estas valoraciones es indudable que 
debemos reivindicar nuestro posicionamiento crítico 
ante las pruebas y evaluaciones estandarizadas, sobre 
todo cuando provienen de organismos multilaterales 
o agencias internacionales que nada tienen que ver 
con nuestra realidad educativa.
Según el documento, hay dos situaciones que poten-
cian las «insuficiencias» señaladas al comienzo de 
este. Por un lado, el hecho de implementar «políticas 
segmentadas con escasa capacidad de modificación 
de estructuras y formatos centrales» y, por otro, la 
persistencia de «propuestas educativas propedéu-
ticas». Ambas circunstancias deben ser observadas 
con atención, ya que, si bien se ubican en un mismo 
horizonte (así surge de la circular por lo menos), son 
de una relevancia disímil.
La primera, se refiere al conjunto de planes focalizados 
que se impulsaron durante el período progresista, 
que merecieron y merecen aún un balance riguroso 
por parte del sindicato.
La segunda, es de una importancia absolutamente 
sobresaliente, ya que forma parte del núcleo del dis-
curso neoconservador en materia educativa. Para este 
paradigma es un problema que el sistema educativo 
público tenga el objetivo y la capacidad de concebir 
propuestas de enseñanza que formen y preparen 
a las y los estudiantes con base en un currículum 
estructurado en asignaturas para las sucesivas eta-
pas formativas. En este sentido, entendemos que el 
sindicato tiene, junto con sus aliados naturales, un rol 
de cardinal importancia en esta etapa: elaborar un 
proyecto educativo para la emb y la ems que dispute 
políticamente, pedagógicamente y desde un punto de 
vista didáctico el escenario que se ha abierto en el país.
Para solucionar las contrariedades, que se producen 
como efecto de las «insuficiencias» apuntadas, la 
anep establece que hay que llevar a cabo una «Trans-
formación Curricular General». Esta debe, según 
la Administración, llevarse a cabo dentro de otros 
«cambios sistémicos» (por eso es importante tener 
una visualización del resto de los «lineamientos estra-
tégicos») y debe implementarse de manera «integral».
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En cuanto al primero de los elementos que posibilitaría 
la Transformación Curricular General, se nombran tres 
condiciones que ya fueron vehiculizadas y aseguradas 
a través de la luc: centralización de las decisiones 
educativas en las direcciones personalizadas de 
cada subsistema, consolidación del fenómeno de la 
autonomía de los centros educativos y, por último, la 
reforma de la formación docente.
El segundo de los elementos, para el que se utiliza el 
término integralidad, pretende asegurar el trayecto de 
las y los estudiantes por los ciclos educativos. A través 
de la incorporación de las competencias, incluidas en 
el Marco Curricular de Referencia Nacional (mcrn), 
y de «propuestas de enseñanza» territorializadas de 
acuerdo con los nuevos centros educativos que van a 
contar con «autonomía» para diseñar sus currículos.
En este sentido, el documento se acerca a una defini-
ción del concepto de currículo que debe ser abordado 
críticamente por parte del sindicato, ya que plantea 
que la propuesta curricular actual (sin dudas transfor-
mable) se encuentra dentro del paradigma «tradicio-
nal», basado en una «lista de contenidos a enseñar». 
Dentro de las novedades del material se apunta que 
la Transformación Curricular General entra dentro de 
la categoría de «sistémica», ya que pondría la mirada 
en los estudiantes y en la comunidad y daría muestras 
claras de cómo la concepción de la territorialización 
educativa se impone a la enseñanza pública uruguaya.

2. Marco curricular

En este ítem, cabe destacar algunas puntualizaciones 
que se desprenden de su lectura posterior.
La concepción del marco tiene un criterio de flexibi-
lidad curricular tal que se puede adaptar el currículo 
al tipo de población, al territorio y prácticamente a 
cada institución.
La adaptación de las instituciones educativas al medio 
es una temática de profundo interés pedagógico, por 
el momento baste señalar las implicaciones sociales, 
políticas y culturales de adaptar el currículo a pobla-
ciones vulnerables en un medio empobrecido.
La autonomía que se concreta aquí es un principio 
cooptado y tergiversado, que implica la flexibilidad de 
los centros educativos para hacer cambios curriculares 
que adapten la propuesta educativa a las caracterís-
ticas del «territorio de aplicación». Claramente, se 
profundiza la segregación educativa y un continuo y 
permanente desconocimiento al derecho humano a 
la educación. Se desmarca del fin propedéutico de la 
educación secundaria contradiciendo la Ley General 
de Educación que, en el capítulo I, artículo 1, plantea 
como principio la educación para toda la vida.

La Educación Secundaria Media debe apuntar a una for-
mación del individuo que le permita ejercer plenamente 
su ciudadanía (sustento de un sistema democrático), 
posibilitar el acceso a estudios terciarios e insertarse en 
un mundo siempre en proceso de cambio como agente 
transformador» (ATD, 2007).

3. Progresiones de aprendizaje

Claramente, las progresiones de aprendizaje están 
circunscritas en políticas educativas más amplias, 
pero lo que cabe destacar es que, en el texto, coexisten 
autores de la pedagogía crítica con posturas perte-
necientes a paradigmas diametralmente opuestos.
No puede pretender orientar la praxis pedagógica na-
cional cuando coexisten contradicciones tan flagrantes, 
vacíos tan significativos y una fundamentación tan 
laxa y permisiva que habilitaría el arribo constante 
de los nuevos gritos de las modas pseudoeducativas 
del porvenir.
Se pasa por alto el hecho de que la escuela estaría 
funcionando como ese espacio común, donde no puede 
alzarse una voz crítica, distinta, que intente frenar 
la lógica inmanente.
Deja de ser compensatorio y pasa a ser sobre cómo 
adaptar de la mejor forma un currículo con el que 
esos estudiantes «puedan», obteniendo planes y 
programas a «la carta».

4. Apartado: propuesta de transformación curri-
cular

«En la elaboración de la propuesta curricular se tra-
bajará con los diferentes subsistemas, y se dialogará 
con docentes, estudiantes, grupos involucrados y 
especialistas» (circular 28/2021).
En el documento, si bien se expresa voluntad de diálogo, 
no se determinan los mecanismos para hacerlo viable 
y efectivo con estudiantes, docentes, especialistas y 
grupos involucrados.
Nos preguntamos:
¿Cómo se seleccionan a los convocados al diálogo?
¿Hay garantías de su representatividad?
¿Qué impacto o influencia en la propuesta de trans-
formación tendrá su resultado?
Se establece el trabajo sobre el mcrn para generar, 
a partir de él, nuevos documentos «más amigables», 
simplificados para su adopción por parte de los docentes 
acerca de competencias, dimensiones, aprendizajes 
fundamentales, rasgos generales y perfiles, con vistas a 
ajustar los perfiles de egreso y tramo, las progresiones 
de aprendizaje y las expectativas de logro.
Nos preguntamos:
¿Estas categorías deben simplificarse o, por el contra-
rio, problematizar, discutir y asumir su complejidad?
¿Los docentes necesitamos recetas, instrucciones sim-
ples? ¿o poder participar como intelectuales críticos?

1. En cuanto a los fundamentos señalados para la eje-
cución de «un modelo curricular integral coherente».

Será una transformación en la que la toma de decisiones 
surja desde la pertinencia de los aprendizajes para los 
estudiantes y no desde la lógica disciplinar. Obviamente, 
las disciplinas y sus saberes nucleares estarán presentes, 
pero el criterio a primar será el del interés del estudian-
te y el modelo de ciudadano que el país pretende. «El 
conocimiento es absolutamente esencial, pero debemos 
repensar aquello que es relevante en cada área de las 
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asignaturas y adaptar el currículo para reflejar las 
prioridades del aprendizaje tanto en las disciplinas 
tradicionales como en las modernas». Esto desde una 
mirada a la vez cultural, del progreso del país, y del 
desarrollo de la persona (circular 28/2021).

Nos preguntamos:
¿Quién establece la pertinencia de los aprendizajes?
¿Cómo se determina esa pertinencia?
¿Se está intentando mostrar como oposición el saber 
disciplinar al interés del estudiante y al modelo de 
ciudadano pretendido?
¿Quién, y cómo, expresa «lo que el país pretende»?
¿Cómo se conjuga la cultura, el progreso y el desa-
rrollo personal?
¿Quién, y cómo, determina la relevancia de los conte-
nidos de cada asignatura?
¿Cuáles son las prioridades de aprendizaje en cada 
asignatura?
Desde nuestra perspectiva, todos estos supuestos 
no hacen más que naturalizar la visión hegemónica 
neoliberal sobre la cultura, el progreso y el desarrollo 
personal.

2. El interés del estudiante como meta curricular solo 
se alcanza si se comprenden sus diferencias individuales 
y contextuales como punto de partida de los aprendi-
zajes, y se actúa desde ellas hacia metas comunes. El 
currículo, como instrumento general, deberá tenerlo 
en cuenta ofreciendo un modelo con flexibilidad y con 
orientaciones y apoyos específicos (circular 28/2021).
Todo este punto refleja las concepciones presentes 
desde los noventa, donde se reconoce la desigualdad 
de contexto y su influencia en los aprendizajes, pero 
no se trabaja sobre sus causas, sino que se pretende 
establecer, a base de la flexibilidad y focalización, 
currículums diferenciales. Sobre este fundamento 
corremos el peligro de desarrollar una política edu-
cativa para la élite y otra para las masas.

3. Esta flexibilidad será el escenario para desarrollar 
una verdadera educación inclusiva como modelo de todo 
el sistema, desde el supuesto de que todos los jóvenes 
son beneficiarios del sistema y que tienen derecho 
a educarse. Todo el currículo tenderá a favorecer el 
desarrollo inclusivo permitiendo ubicar y acompañar 
a los estudiantes en el continuo de los aprendizajes 
(progresiones) y orientando a los docentes sobre cuáles 
son las metas inmediatas a las que debe llegar cada uno 
(circular 28/2021).
Nos preguntamos:
¿Incluir dónde?
¿Incluir para qué?
¿Cómo un plan puede establecer orientaciones per-
sonales e inmediatas que los docentes y estudiantes 
deben cumplir?

4. Se prevé diseñar una propuesta curricular coherente 
y robusta, y a la vez flexible habilitando importantes 
espacios para la toma de decisión curricular en los cen-

tros y las aulas. Se requieren documentos curriculares 
amigables, con orientaciones y espacios para la toma 
de decisiones en los centros educativos. Dado el enfoque 
sistémico de la transformación curricular, estos espacios 
de toma de decisión se fundamentan en los espacios de 
descentralización y autonomía en la toma de decisiones 
en los centros educativos (circular 28/2021).
Nos preguntamos:
¿Qué implica la toma de decisión curricular en los 
centros?
¿Quién decide? ¿En base a qué? ¿Con qué criterios?
¿Cuál es el alcance de la autonomía de los centros?
¿Cuál es el espacio de toma de decisiones? ¿Las 
coordinaciones, los consejos de participación, las 
asociaciones de padres, la comunidad?

5.  El énfasis de los aprendizajes estará en su construcción 
de forma individual y colectiva, y desde el supuesto que 
todos los estudiantes pueden aprender. Las orientaciones 
pedagógicas y didácticas quedarán definidas a partir 
de la evidencia existente acerca de la forma en que las 
personas aprenden. Existe evidencia suficiente acerca 
de las formas en que los estudiantes se apropian de 
los diferentes tipos de aprendizaje, de cuánto impacta 
aprender con otros, del valor de sentirse desafiado para 
involucrarse, de los procesos cognitivos implicados en 
cada momento del aprendizaje, por lo que todo esto 
deberá estar en la base de las definiciones curriculares 
(circular 28/2021).
Nos preguntamos:
¿Qué es evidencia suficiente?
¿A qué evidencia se recurre?
¿Se intenta justificar decisiones políticas en cuanto al 
currículum sobre la base de la supuesta actualidad y 
neutralidad de las ciencias del aprendizaje?

6. El sentido de los aprendizajes surge de la pertinencia, 
posibilidad de apropiación y de movilización frente a 
situaciones complejas, teniendo en cuenta los niveles 
de desarrollo etarios y personales. Esta búsqueda de 
sentido de la educación debe llevar a reflexionar sobre 
su finalidad (el para qué), sobre el capital cultural 
pertinente (el qué) y sobre la organización y formatos 
(el cómo) para encontrar nuevas formas (circular 
28/2021).

7. Para responder al punto 5 y 6, el currículo plantea 
metas de aprendizaje para los estudiantes en formato de 
competencias, entendiendo que éstas son «la posibilidad, 
para un individuo, de movilizar, de manera interiorizada, 
un conjunto integrado de recursos con miras a resolver 
una familia de situaciones-problemas». Y, asumiendo, 
desde un modelo de construcción del aprendizaje, que las 
competencias no son solo aplicación de conocimientos, 
sino capacidades que cada persona va desarrollando 
para discernir qué conocimientos, habilidades, actitu-
des y emociones son necesarios identificar y usar para 
poder responder a diversidad de situaciones y desafíos. 
Un currículo orientado a competencias favorece el 
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desarrollo de aprendizajes significativos, pertinentes, 
y a la vez se enfoca en el desarrollo del conocimiento 
del propio sujeto sobre la forma en que aprende (cir-
cular 28/2021).
Nos preguntamos:
¿Puede determinarse el sentido de los aprendizajes 
únicamente desde una perspectiva etaria y personal?
¿No hay lugar para la dimensión comunitaria?
¿El sentido de los aprendizajes puede ejecutarse me-
diante el formato de metas por competencias?
En cuanto a la conceptualización y valoración peda-
gógica de la categoría competencias se reafirma una 
línea de pensamiento que está operando desde los 
noventa. Consolida una pedagogía tecnicista, orientada 
a la resolución de problemas donde el conocimiento 
es simple medio y no fin en sí mismo.

8. Se priorizarán orientaciones que atraviesen todo el 
trayecto del estudiante tendientes a promover:

a. la apropiación y desarrollo de alfabetizaciones fun-
damentales (lengua, matemáticas, lenguas extranjeras, 
finanzas, bienestar) desde una propuesta longitudinal 
sistemática secuencial que parta del desarrollo los proce-
sos previos en el nivel inicial (desarrollo metalingüístico, 
sentido numérico, por ejemplo) hasta la apropiación de 
dominios superiores en la ems (circular 28/2021).

Nos preguntamos:
¿Finanzas y bienestar dentro de alfabetizaciones 
fundamentales?
¿Por qué finanzas y no economía?
¿Qué bienestar?

b. El desarrollo de ciudadanía entendida en un doble 
foco: desarrollar en los jóvenes el apego a la institucio-
nalidad política y a comprometerse frente a problemas 
actuales de la sociedad, así como competencias para 
resolver conflictos, con una perspectiva local y global 
(circular 28/2021).

Nos preguntamos:
¿Corresponde a las instituciones educativas generar 
apego a las instituciones políticas?
¿No será lo correcto generar comprensión crítica del 
sistema democrático?

c. La apropiación de habilidades en Ciencia y tecnolo-
gía (steam - Ciencia, Tecnología, Ingeniería, Letras 
y Matemáticas por sus siglas en inglés), incluyendo 
la ciudadanía digital, como recurso y como habilidad 
específica. Desde el currículo se propondrá una línea de 
promoción de Ciencia y Tecnología desde la infancia lo 
que supone, por un lado, desarrollar el espíritu cientí-
fico que trasciende el área específica y se incorpora al 
individuo como forma de actuar teniendo la evidencia 
como eje en la toma de decisiones y, por otro lado, se 
promoverán saberes y habilidades que permitan el de-
sarrollo de respuestas nuevas a los problemas reales. 
Ciencia y tecnología desarrollándose juntas para estos 
fines, con lo digital como espacio privilegiado de la tec-

nología. Este énfasis en ciencia y tecnología no deberá 
ir en desmedro de las Humanidades, que buscarán ser 
desarrolladas con igual énfasis ya que resultan centrales 
para el discernimiento personal, la toma de decisiones 
y el acceso cultural (circular 28/2021).

Nos preguntamos:
¿Alcanza hoy con la alfabetización digital, con la apro-
piación de habilidades de manejo? ¿O se requiere un 
aprendizaje crítico para comprender y posicionarnos 
en el entramado de poder que estas nuevas tecnolo-
gías suponen?
¿Qué son problemas reales?
¿Las únicas finalidades de la formación científica y 
humanística son las mencionadas?

9.  Se fijarán líneas transversales, las que, además de 
proponer aprendizajes, generen conciencia y formas 
de actuar sobre diversas problemáticas sociales. En 
este sentido se proponen como espacios transversales 
la Educación para el desarrollo sostenible la que como 
objetivo de la Educación 2030 de Unesco necesita ser 
promovida y vivida en las aulas, incorporar también, la 
Inclusión como temática y modelo de funcionamiento, la 
Educación para la salud y el bienestar como eje central 
para el desarrollo de estilos de vida saludables tanto 
personales como comunitarios, así como la Perspectiva 
de Género, promoviendo competencias de reconocimien-
to y respeto y educando para la equidad. Se buscará 
que estas líneas se integren en el currículo de forma 
declarativa (como saberes que el estudiante adquiere) 
y como actitudes que los estudiantes, paulatinamente, 
incorporarán a su ser en el mundo (circular 28/2021).

Otros riesgos

Norma ISO-21 001 - Sistemas de Gestión 
para Organizaciones Educativas (sgoe)

El estándar de calidad iso (Organización Internacional 
de Normalización) surge en la década de los setenta 
y toma como punto de partida el éxito de Japón en su 
política de calidad.
En el año 2018, el comité técnico iso/pc 288 desarrolla 
la norma iso-21001, que contiene la estructura de las 
iso empresariales, aplicada a los centros educativos. 
En su elaboración participaron 44 países, entre ellos 
Uruguay, a través de un comité especializado en 
sistemas de gestión para organizaciones educativas.
Una de las implicancias más cuestionables de la apli-
cación de normas iso en la educación es, justamente, 
la certificación de calidad a la que apuntan, lo cual 
traería como consecuencia una suerte de clasifica-
ción de las instituciones educativas de acuerdo con 
su desempeño y generaría una competitividad entre 
ellas en términos de éxitos y fracasos, de un modo no 
muy diferente que con las pruebas estandarizadas 
como pisa.
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La norma aparece en la página oficial del Instituto 
Uruguayo de Normas Técnicas y, en ese mismo sitio 
web, se ofrece un curso de 27 horas de capacitación 
para esta.
Desconocemos el nivel de involucramiento de Uruguay 
con esta norma, pero parece evidente el respaldo del 
Estado para que nuestro país aparezca asociado a ella. 
Este vínculo no solo se ha realizado a espaldas de los 
trabajadores, sino que la Administración en ningún 
momento admite o hace referencia a esta normativa 
internacional a la que nuestro país de alguna forma 
adhiere, lo cual se evidencia en las características 
del proyecto educativo nacional 2020-2024. Por otra 
parte, se desconoce también si los representantes de 
Uruguay involucrados en este proyecto tienen roles 
asociados al Estado.
Con la denominación unit - iso-21001 - sgoe aparecen 
una serie de lineamientos vinculados a la eficiencia, 
eficacia y calidad, entendidas desde una perspectiva 
empresarial y orientadas a los centros educativos. Ya 
desde su título con el uso del término organización 
educativa, sustituyendo institución (el término que 
hasta ahora todos manejamos), se aprecia la pers-
pectiva de esta concepción empresarial, dado que 
remite a las reglas y regulaciones que predominan en 
una organización y, a la vez, implica un alejamiento 
del servicio público que caracteriza a una institución.
En términos generales, la propuesta parece describir 
un proyecto de educación que profesa énfasis en los 
procesos, pero que, sin embargo, muestra ser resul-
tadista, deshumanizado y mecanicista.
La filosofía de mejora continua que está detrás de 
este tipo de normativa denota ese afán por resultados 
en desmedro de los procesos educativos. Las ideas 
giran en torno a conceptos como liderazgo, requisitos, 
satisfacción, responsabilidades, eficacia, eficiencia, re-
cursos, medición, trazabilidad, competencias. A modo de 
ejemplo, en la referencia a recursos humanos (7.1.2) 
nos encontramos con el término reclutamiento.
El sustento en 4 pilares de carácter empresarial, que 
provienen de las teorías de la Administración, es uno 
de los aspectos más preocupantes:
1. enfoque a procesos (eficacia del sistema de gestión 
para la satisfacción de estudiantes y otros beneficia-
rios. Implica una sistematización de procedimientos);
2. ciclo phva: planear, hacer, verificar y actuar (la 
medición es la forma de verificación de cumplimiento 
de objetivos con sus respectivos registros);
3. pensamiento basado en riesgo (convierte los riesgos 
en oportunidades);
4. misión, visión y estrategia (los objetivos, las metas 
a las que efectivamente se llegó y los procedimientos 
que lo facilitaron)
Las políticas están enmarcadas en los principios y la 
cultura de la organización para asegurar los objetivos. 
Si trasladamos esta perspectiva a nuestro país, con 
la reciente desaparición de los consejos como tales, 
sustituidos por direcciones generales que responden 
a autoridades designadas por el Gobierno, no parece 
aventurado visualizar que estos principios de la orga-

nización responderán ideológicamente a los intereses 
político-partidarios que ocupan el poder.
En las directivas de la norma no hay lugar para con-
templar opiniones, aportes o planteos de estudiantes 
y docentes, tampoco para actividades extracurricu-
lares que apunten a desarrollar espíritu crítico de la 
realidad que nos rodea o que consideren aspectos 
emocionales. Hay una mención en el punto Acuerdos 
de comunicación (7.4.3) a una retroalimentación «in-
cluidas las quejas del estudiante y las encuestas de 
satisfacción» que dista bastante de lo que entendemos 
debe ser la construcción colectiva del conocimiento 
y la consideración de los aspectos humanos y vincu-
lares en el aula.
La norma presenta una exigencia de documentación 
de los distintos aspectos que aumentaría exponencial-
mente el trabajo administrativo de todos los actores 
y tiñe de burocratización excesiva al funcionamiento 
del centro.
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ANEXO 2: APORTE DE POLÍTICAS 
EDUCATIVAS PARA CONDICIONES DE 

TRABAJO

Virtualidad

Se pretende aportar insumos para el tratamiento 
del tema, comenzando por exponer la situación de la 
pedagogía actual, su papel político y la importancia 
de su elección consciente por parte del profesorado. 
Aborda las implicancias de las condiciones laborales 
del trabajador y la trabajadora de la educación para 
sostener su labor en tiempos de pandemia, la deshu-
manización del rol docente y de la elección pedagógica 
como parte fundamental de nuestra tarea.
También expone los riesgos y los desafíos que implica 
la «educación virtual». Finaliza con la valoración de 
las intervenciones de las autoridades actuales de la 
educación a través de sus orientaciones pedagógicas 
para este período.

Educación en línea

Análisis de la coyuntura pedagógica y laboral en el 
contexto de la suspensión de la educación presencial.

Introducción

La evidencia reciente nos recuerda, lamentablemente, 
que la educación a distancia no es un sustituto natural 
de la educación presencial. A pesar de los esfuerzos 
concertados en los países de alc para expandir las 
soluciones de baja tecnología (o low-tech) y las interven-
ciones complementarias, las estrategias basadas en las 
tecnologías de la información y la comunicación (tic) 
no pueden reemplazar completamente la educación 
presencial. Incluso asumiendo un nivel satisfactorio 
de alcance de la educación a distancia, lo que aún no 
es el caso en los países de alc, es difícil lograr una 
participación efectiva debido a una combinación de 
factores como trabas relacionadas a la conectividad y 
el uso limitado de alternativas low-tech (Grupo Banco 
Mundial, 2021, p. 31)

El avance tecnológico ha producido cambios en todos 
los aspectos de la vida del ser humano. Sin pensarlo, 
se han transformado los vínculos personales, las 
relaciones sociales, laborales, políticas, entre otros.
Aquello que parecía capaz de democratizar y empode-
rar a las personas en sus luchas y reivindicaciones en 
el plano global pasó a ser un instrumento neoliberal 
de control y flexibilización que domina los nuevos 
nichos de mercado.
Como señala Esteban Magnani:

En los últimos años las cosas comenzaron a cambiar. El 
poder de Internet, sobre todo el de coordinar pequeñas 
labores, saberes, vínculos y transformarlos en datos, 
resultó atractivo para algunas empresas que encon-

traron la manera de hacer dinero con ellos. (Esteban 
Magnani, 2019, p. 18)

La llegada del covid-19 desató una crisis mundial 
que afectó a los sistemas educativos que debieron 
afrontar esta nueva situación y dar respuestas a las 
demandas sociales. La enseñanza a distancia fue el 
camino adoptado para tratar de paliar la nueva crisis 
instaurada. Esto impulsó a que las empresas priva-
das u organizaciones comerciales tuvieran un papel 
fundamental en este contexto y brindaran servicios 
a través de las plataformas educativas digitales.
La Industria Mundial de la Educación (gei), como lo 
menciona la Internacional de la Educación (2000), es 
un ejemplo de cómo se han expandido en diferentes 
servicios públicos las nuevas tecnologías de platafor-
mas brindando servicios. Estas tienen la capacidad 
de adaptarse rápidamente a las modificaciones del 
mercado y a contextos específicos como los que vi-
vimos con el covid-19.
Los principales actores que impulsan estas estrategias 
de mercados provienen de organizaciones no guberna-
mentales, empresas comerciales y entidades benéficas 
que responden a las exigencias de los Gobiernos para 
mejorar la eficiencia en las políticas públicas.
El problema que suscita dicha situación es que los 
países pobres se han empobrecido aún más y la brecha 
entre estudiantes se agudizó, por lo que se deben rever 
los modelos instaurados para intentar dar solución a 
la realidad social que nos afecta.
Uruguay aparece como unos de los países que mejor 
preparado se encontraba en la región para instrumentar 
la educación a distancia. Nuestro modelo educativo se 
basó en el empleo de múltiples plataformas integrales 
de aprendizaje a distancia, que ya se venían utilizan-
do desde antes de la pandemia (crea), con alcance 
nacional de aproximadamente 85 % de conectividad 
en los hogares (Red Estrado, 2021).
Al respecto surgen las siguientes interrogantes:
¿Qué se entiende por tener conectividad?
¿La conectividad es sinónimo de educación?
En lo que respecta a la educación para adultos (noc-
turnos, cárceles, entre otros), ¿se poseen las mismas 
condiciones?
Los últimos datos relevados por la anep (2021) 
muestran que en secundaria solamente el 55 % de 
los estudiantes participó activa o muy activamente 
de las propuestas educativas. Cuando se desglosan 
los resultados en función del nivel de vulnerabilidad 
social se observa que los niveles de participación de 
estudiantes del primer quintil apenas alcanzaron el 
30 % frente a un 61,4 % del quintil más alto. Dichos 
resultados permiten afirmar que, a pesar de la buena 
cobertura con la que contaba el país, esto no es algo 
universal, ya que los sectores más empobrecidos de 
la sociedad tuvieron dificultades para seguir con su 
educación.
Nuestro país no se encuentra ajeno al aumento de 
pobreza,6 precarización y desigualdad, provocando 

6	  Según el informe técnico realizado por el ine (marzo de 2021), 
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que los nuevos modelos de «aprendizaje a distancia» 
no puedan ser eficientes en un contexto con estas 
características. Además, con el aumento del desem-
pleo y la pobreza, difícilmente se pueda mantener 
los niveles de conectividad en los hogares que se 
mencionó anteriormente.

1. El papel de la pedagogía en tiempos de pande-
mia

La situación sanitaria mundial ha demostrado que 
ningún sistema educativo de América Latina estaba 
preparado para asumir una educación no presencial. 
En marzo de 2020, se pusieron en pausa los procesos 
educativos tradicionales de millones de niños, niñas 
y adolescentes de la región. Es incalculable aún el 
impacto que esta situación generará en los procesos 
de aprendizaje de la población estudiantil actual. 
Aun así, muchas instituciones (principalmente de 
educación terciaria) no han cesado de investigar y 
aportar información para producir conocimiento que 
nos permita comprender lo que está pasando y tomar 
definiciones y decisiones más precisas.
El impacto inmediato de la pandemia en el sistema 
educativo consistió en la migración total del ámbito 
presencial al entorno virtual, sin soporte técnico ni 
planificación pedagógica previa.
¿Qué significa esta migración? Que los procesos de 
enseñanza y de aprendizaje se realizan en entornos 
virtuales mediados por tecnologías.
Desde marzo de 2020 hasta el momento, el sistema 
educativo ha transitado entre tres formatos/propues-
tas/modelos educativos: presencial, virtual y mixto.
El cambio de la modalidad presencial al modelo virtual 
o mixto implica un cambio en el modelo pedagógico 
educativo, ya que todos los aspectos que hacen a los 
procesos de enseñanza y de aprendizaje se basan 
en la presencialidad, es decir, en el encuentro entre 
docentes y estudiantes en un lugar y en un momento 
determinado. Es en ese encuentro en el que se cons-
truye el vínculo pedagógico entre los involucrados, 
condición necesaria para que puedan desarrollarse 
ambos procesos.
En contextos de suspensión de presencialidad, o 
cuando esta se encuentra afectada total o parcial-
mente para algunos actores educativos, la tecnología 
se vuelve la herramienta exclusiva/ fundamental 
para la construcción y el mantenimiento del vínculo 
pedagógico. Y las condiciones materiales de docentes 
y estudiantes (vivienda y recursos específicos como 
dispositivos y conectividad) se convierten en los 
factores que determinan el acceso a la educación/
trabajo y el medio para crear/sostener ese vínculo.

Tecnología y educación

La tecnología siempre estuvo presente en la educación, 
aun así, no es posible establecer una relación lineal 

actualmente, el 11,6 % de la población se encuentra bajo la línea de 
la pobreza.

entre ellas, ya que los procesos educativos se carac-
terizan por ser impredecibles (o incalculables) debido 
a la variedad de elementos que los componen y a las 
diversas interacciones que entre ellos se establecen.
Lo mismo ocurre en relación con la interacción entre 
tecnología, ciencia y sociedad, no todos los avances 
científicos son bien aceptados o llegan para satisfa-
cer nuestras necesidades, aun así, nada detiene ni 
enlentece el avance tecnológico en toda actividad de 
la vida humana.
El campo de la educación nunca estuvo exento de 
este avance, el uso de plataformas virtuales y otros 
dispositivos tecnológicos vienen siendo utilizados 
en este ámbito hace largo tiempo, en el ámbito do-
cente se acumulan las experiencias sobre las tic en 
la educación. Su uso innovador se incorpora en las 
prácticas educativas y deja en evidencia el surgimiento 
de una serie de pedagogías emergentes, al decir de 
Gurung (2015). En este caso, el término emergente 
hace referencia a su estado de llegar a ser, ya que 
están en adaptación continua, en estudio y revisión 
permanente. Estas pedagogías se basan en modelos 
clásicos como el constructivista y los aprendizajes 
basados en proyectos, pero agregan ideas modernas 
como el conectivismo, por ejemplo.
El término emergente invita a la reflexión sobre los 
nuevos significados de las pedagogías tradicionales 
dentro de los contextos pedagógicos contemporáneos 
y en evolución permanente.
En las pedagogías emergentes los conocimientos tec-
nológicos son un elemento más en el trabajo docente, 
como lo son los contenidos y los marcos pedagógicos 
que utiliza para planificar y llevar adelante sus clases. 
La pedagogía es un fenómeno complejo y dinámico que 
debe ajustarse a los contextos sociales, económicos 
y políticos cambiantes. Las tic se caracterizan por 
superar los límites espaciales y temporales del aula y 
cruzar contextos formales e informales de aprendizaje, 
abriendo el aula a otros recursos, a otros actores y a 
otros eventos, permitiendo la creación de entornos 
personales de aprendizajes y esta acción, sin duda, 
requiere una mediación pedagógica profesional para 
que se produzca el acto educativo.
El uso de tic en procesos de aprendizaje potencia 
habilidades relacionadas con el aprender a aprender, 
ya que requieren autorregulación, exigen toma de de-
cisiones y pensamiento crítico, además de generar un 
compromiso emocional al asumir el riesgo intelectual 
que proponen. Generan, entonces, una nueva cultura 
de aprendizaje que permite potenciar habilidades 
relacionadas con lo comunicativo, lo informacional 
y lo creativo e innovador.
Las investigaciones han demostrado lo significativo 
que ha resultado el avance tecnológico en el terreno 
de la educación terciaria, las plataformas educativas 
no son novedad en esta cancha, lo que evidencia 
su potencial para descentralizar y democratizar la 
formación profesional en un país que concentra esta 
posibilidad en su capital.
En los niveles de educación inicial, primaria y se-
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cundaria debemos considerar otros aspectos para 
valorar su significado, ya que los y las estudiantes de 
esta franja etaria se encuentran en otras etapas del 
desarrollo humano, por lo que las prácticas educati-
vas se configuran en torno a otros objetivos además 
de la transmisión de conocimiento y habilidades 
específicas para la inserción laboral. En el caso de la 
educación media, esta concepción de educación que 
prepara para el trabajo ya no se ajusta a los tiempos 
que corren. Educar implica acercar la cultura a través 
del conocimiento y las habilidades necesarias para 
adquirirlo, pero también implica socializar e indivi-
dualizar, es decir, formar sujetos para su integración en 
una sociedad democrática a fin de convivir con otros 
y otras en un Estado de derechos, así como también 
generar las oportunidades para su desarrollo como 
sujetos independientes, críticos y transformadores 
de su realidad.
La emergencia por covid-19 ha puesto en marcha 
una nueva pedagogía emergente, la que implica, en 
primer término, mantener el contacto pedagógico con 
los y las estudiantes por cualquier medio digital que 
exista. Si bien la plataforma crea del Plan Ceibal es 
el medio formal del sistema educativo uruguayo, los 
grupos de Whatsapp, los encuentros por conferencias, 
los videos de YouTube, y hasta los Nashua de Tik Tok, 
son utilizados como soporte educativo.
Es necesario plantearnos entonces qué relación que-
remos establecer entre educación y cultura digital 
(aplicaciones y algoritmos) para dar intencionalidad 
pedagógica al uso de las herramientas digitales. Con 
la pandemia o sin ella, la educación sigue siendo el 
derecho a acceder a las cosas del mundo para conocer-
las, hacerlas propias y transformarlas; este derecho 
es irrenunciable.
 ¿Es posible sostener un «proyecto emancipador» en 
las condiciones actuales, donde la lógica empresarial 
prima sobre los procesos educacionales?
La pandemia por covid- 19 es más que una crisis 
de salud, es también una crisis política e ideológica 
generada por el avance del capitalismo neoliberal en 
todos los órdenes de la actividad humana. La salud y la 
educación son terrenos en disputa en estos contextos.
La imposición de la virtualidad puso patas para arriba 
al sistema educativo que conocíamos, se abrió paso 
e involucró a nuevos actores al ámbito educativo 
(principalmente multinacionales) que establecen 
nuevas lógicas de interacción con la cultura digital, 
bajo el velo del mercado «al servicio» de la educación. 
Cobra vital importancia, entonces, reflexionar y tomar 
postura acerca del modelo educativo no inclusivo y 
estratificado que las políticas neoliberales impulsan. 
La pedagogía es nuestra herramienta de trabajo para 
incidir en la construcción de un modelo educativo 
democrático y democratizador, basado en la justicia 
social y en la solidaridad colectiva.
Los autores H. Giro, P. Rivera-Vargas y E. Pasaron 
denominan pedagogía pandémica a la que emerge 
en este contexto de crisis sanitaria y Gobiernos de 
derecha. El principio pedagógico central del neoli-

beralismo es que la responsabilidad individual es la 
única forma de abordar los problemas sociales, un 
ejemplo de su aplicación es el énfasis en el lavado de 
manos y el distanciamiento físico sostenido como 
forma de autocuidado y contención de la pandemia. 
La competitividad, el egoísmo, la impaciencia por los 
asuntos de justicia social y los valores comerciales 
por encima de los democráticos debilitan el potencial 
educativo de generar pensamiento crítico.
Esta nueva pedagogía pandémica nos interpela a 
resignificar el sentido del sistema educativo como 
agente democratizador, colectivizador de experien-
cias y solidario. Crear un nuevo lenguaje que permita 
comprender este escenario y hacer frente al discurso 
neoliberal que no ha hecho más que evidenciar y 
profundizar las desigualdades sociales preexistentes. 
El sistema educativo es un espacio de protección de 
garantías y derechos de millones de niños, niñas y 
adolescentes. El primero y principal es el derecho al 
acceso y a la igualdad de condiciones para el desarrollo 
del pleno potencial de todos y todas.
El formato pedagógico neoliberal se termina plas-
mando en el Plan de Desarrollo Educativo 2020- 2024, 
que basa sus fundamentos en resultados de pruebas 
estandarizadas y modelos pedagógicos conductuales 
y represivos.
La «educación virtual o en línea» impuesta por la pan-
demia llegó para quedarse; los destinatarios de este 
formato de educación son los denominados nativos 
digitales, adolescentes mediatizados y mediatizadas 
por plataformas digitales que ven el mundo a través 
de la pantalla (principales mecanismos de reproduc-
ción del poder del capitalismo). Los y las docentes 
nos encontramos ante el desafío de generar nuevas 
subjetividades y dotar de sentido al mundo de la 
información y a la sociedad del conocimiento en red.
¿Cuáles son los aspectos pedagógicos del quehacer 
docente que se ven afectados por la virtualidad?
- El método de interacción con los y las estudiantes (y 
demás actores institucionales), el contacto es a través 
de la pantalla y en torno a actividades anacrónicas y 
sincrónicas. En el caso de las tareas anacrónicas, la 
interacción es a través de la entrega de la tarea y de 
formulación de consultas/devoluciones por mensajería 
o foros. En los encuentros sincrónicos por diferentes 
formatos de videollamadas, los tiempos y la disposición 
para ellos quedan en manos de los participantes que 
pueden controlar su modo de «estar».
- El método de enseñanza, la propuesta metodológi-
ca, la tarea, gran desafío docente que debe competir 
contra los algoritmos comerciales y marketineros 
para generar el conflicto cognitivo necesario para 
activar los procesos de aprendizaje.
- La motivación, tanto la personal como la de los y las 
estudiantes. El bienestar docente está directamente 
relacionado con el vínculo que establece con sus estu-
diantes, es a través de la presencialidad que se activa 
el sistema de emociones que sostienen el vínculo, lo 
mismo ocurre con los y las estudiantes y la asignatura.
- El material didáctico, el docente se vuelve «curista» 
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de la información, cobra vital importancia la selección 
de materiales y fuentes para que el estudiante viva 
su proceso de aprendizaje de forma autónoma. Los 
criterios y las lógicas de jerarquización de la cultura 
digital (avasalladas por el capitalismo) no siempre 
coinciden con los de la escuela y generan fuertes 
tensiones, contraponiéndose con la acción docente 
«artesanal» de producir contenido específico para 
sus estudiantes.
- Los tiempos de preparación y planificación de acti-
vidades. La utilización de programas, aplicaciones y 
recursos tecnológicos es el aspecto que más tiempo 
insume en la preparación de actividades remotas.
- Los tiempos de corrección y devolución de las 
actividades de los y las estudiantes. Se resignifica 
la evaluación y se complejiza su registro/evidencia.
- Las condiciones materiales indispensables para 
trabajar. Solo es posible sostener el vínculo a través 
de la conectividad.
¿Cuáles son los factores que influyen en el tiempo 
dedicado a la planificación de actividades de enseñanza 
remota? (están directamente ligados a lo generacional 
y al género)
- Las habilidades digitales-tecnológicas, el conocimiento 
y manejo de tic (alfabetización digital).
- La experiencia acumulada en esta actividad, es decir, 
la utilización de tic en la práctica educativa habitual 
y en qué medida.
- El uso de internet en la vida privada, el lugar que 
ocupa este aspecto en la cotidianeidad.
- En el ámbito doméstico, siendo las mujeres el género 
predominante en esta profesión docente, se evidencia 
una profundización de la desigualdad en cuanto a la 
distribución de tareas domésticas y el cuidado de 
menores o adultos mayores, que incluyen el acompa-
ñamiento en la educación virtual en casa.
Dato curioso: en 2020, el 95 % de los docentes del Uru-
guay ofrecieron actividades remotas a sus estudiantes 
según el Informe Técnico de Gestrado (Universidade 
Federal de Minas Gerais).
Como cierre de esta primera parte, entendemos per-
tinente dejar planteada la necesidad de organizar la 
discusión en toda la federación en relación con dos 
(quizás más) temas:
-analizar y expresarnos acerca del impacto de la 
virtualidad en el año lectivo 2020 y el transcurso de 
2021 en los diferentes contextos del país: interior, 
capital, diurnos, nocturnos etc.;
-construir un modelo pedagógico/proyecto educativo 
desde el sindicato que haga frente y crítica al plan de 
desarrollo para este período.

2. Los riesgos y los desafíos del trabajo virtual

En una entrevista —Pedagogías Viralizadas, realizada 
por Freddy Álvarez en junio de 2020—, Philippe Meirieu 
plantea que la crisis sanitaria del 2020 deja planteados 
4 riesgos a futuro con respecto a la educación:

1. Subyugación digital:

No se trata de prescindir de lo digital, lo digital es una 

herramienta extraordinaria […] pero lo digital está ahora 
en manos de algunas grandes industrias que favorecen 
de una manera extremadamente fuerte tanto usos in-
dividuales como comerciales […] Existe un riesgo real 
de que la tecnología digital aumente el peligro de que 
la pedagogía bancaria, en el sentido que Paulo Freire 
utilizó para referirse a este término, se vuelva un peligro.
Los grandes ganadores económicos de la pandemia 
son los que llevan en el juego hoy en día, incluidas las 
finanzas, y son los que nos dictan sus leyes. Las leyes de 
estas empresas concentradas son las leyes de la indivi-
dualización, de la competencia y de la mercantilización 
del conocimiento (Meirieu, 2020).

2. Conocimiento fundamental, déficit en educa-
ción:

 Existe la tentación de decir y elegir bien lo que es 
realmente importante, elegir materias, disciplinas 
fundamentales […] y abandonar por un tiempo o por 
mucho tiempo las disciplinas artísticas, la dimensión 
cultural, la educación física y la dimensión deportiva 
[…] estamos volviendo a una pedagogía centrada me-
ramente en lo escolar, en el ámbito académico y lo que 
puede dar perspectivas antropológicas, perspectivas 
personales y colectivas al conocimiento están en riesgo 
de desaparecer (Meirieu, 2020). 

3. Privatización de formas de apoyo individual:

 Podemos ver que una serie de funcionarios de apoyo 
de escuelas privadas pueden venir a especular sobre la 
angustia de las familias para venderles programas pri-
vados […] Esta privatización, esta mercantilización del 
apoyo escolar, obviamente me parece extremadamente 
peligrosa porque, lejos de aliviar las desigualdades, las 
empeora mucho (Meirieu, 2020).

4. Precarización laboral - normalización procesos de 
enseñanza-aprendizaje:

 Creciente normalización de los procesos de enseñan-
za-aprendizaje […] que se basará tanto en lo digital 
como en las neurociencias, dará lugar a dispositivos 
extremadamente limitados y cuyos profesores, en última 
instancia, solo serían ejecutores. Y toda la parte de la 
actividad, toda la parte de la reflexividad, toda la parte 
de la imaginación tanto individual como colectiva de 
los profesores sería en ese momento extremadamente 
cuestionada y esto constituiría un considerable empo-
brecimiento de su profesionalidad.
Si hay algo que este momento de la pandemia ha de-
mostrado bien es la extrema fragilidad de los seres 
humanos, pero también la extraordinaria solidaridad 
que los seres humanos tienen entre ellos, y creo que el 
verdadero desafío para el futuro es saber lo que vamos 
a hacer con esto, esta fragilidad, esta solidaridad. ¿Pon-
dremos la escuela al servicio de la solidaridad? ¿O la 
pondremos al servicio de una mayor competencia entre 
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individuos, al servicio del individualismo? […] ¿Podrá 
la escuela hacer de la ayuda mutua y la cooperación 
entre los estudiantes un dispositivo no incidental que se 
añadiría a los cursos? […] ¿Seremos capaces de poner la 
inclusión de la cooperación en el corazón de la escuela? 
(Meirieu, 2020).

3. Teletrabajo o trabajo a distancia: análisis del 
fenómeno

El término teletrabajo tiene sus orígenes en el año 
1973 en los ee. uu. a consecuencia de la crisis petro-
lera. La principal preocupación de las empresas del 
mundo pasó a ser el transporte. Por tal motivo, la 
idea de llevar el trabajo a casa fue tentadora y alen-
tadora, ya que podía llegar a solucionar en parte el 
problema en el tráfico con los tiempos «muertos» en 
la espera, o en la propia actividad de ir a los puestos 
laborales. De aquí surge el término norteamericano 
telecommutting del inglés to commute, que implica 
viajar todos los días entre el hogar y el trabajo. La 
concepción norteamericana pone énfasis en el hecho 
de evitar desplazamientos.
Con el pasar del tiempo se han ido adoptando diferentes 
términos para referirse a la acción de trabajar fuera 
del puesto laboral. En la actualidad, en el continente 
latinoamericano y en el europeo, el término más em-
pleado es el de teletrabajo. La palabra tele proviene del 
griego têle que significa ‘lejos’, de ahí la concepción 
aplicada al trabajo.
Gil Gordon (2005)7 explica el término teletrabajo de 
la siguiente manera: 

Teletrabajo (telework) tiende a usarse más en Europa y 
en algunos otros países, mientras que «teleconmutación» 
(telecommuting) es más usado en los Estados Unidos. 
Algunos prefieren el término «teletrabajo» porque describe 
mejor el concepto; el prefijo «tele» significa distancia, 
por lo tanto «teletrabajo» es «trabajo a distancia». Los 
defensores del teletrabajo también creen que «telecon-
mutación» tiene una connotación que enfatiza el aspecto 
de conmutación, y que «teletrabajo» es un término más 
amplio, que incluye aún más conceptos. (p. 3)

La oit, en el convenio sobre el trabajo a domicilio 
de 1996 (núm. 177), en su artículo 1, lo define de la 
siguiente manera:

(a) la expresión trabajo a domicilio significa el trabajo 
que una persona, designada como trabajador a domi-
cilio, realiza:
(i) en su domicilio o en otros locales que escoja, distintos 
de los locales de trabajo del empleador;
(ii) a cambio de una remuneración
(iii) con el fin de elaborar un producto o prestar un 

7	  Gil Gordon fue fundador de Gil Gordon Associates en Monmouth 
Junction, Nueva Jersey, una firma de consultoría de gestión especializada 
en teletrabajo, oficina virtual y otros arreglos laborales alternativos, 
y en retención estratégica de empleados. Tiene una licenciatura en 
Administración de Empresas de Northeastern University y una maestría 
en Comportamiento Organizacional de la Universidad de Cornell.

servicio conforme a las especificaciones del empleador, 
independientemente de quién proporcione el equipo, 
los materiales u otros elementos utilizados para ello, 
a menos que esa persona tenga el grado de autonomía 
y de independencia económica necesario para ser con-
siderada como trabajador independiente en virtud de 
la legislación nacional o de decisiones judiciales;
(b) una persona que tenga la condición de asalariado no 
se considerará trabajador a domicilio a los efectos del 
presente Convenio por el mero hecho de realizar ocasio-
nalmente su trabajo como asalariado en su domicilio, 
en vez de realizarlo en su lugar de trabajo habitual;
(c) la palabra empleador significa una persona física 
o jurídica que, de modo directo o por conducto de un 
intermediario, esté o no prevista esta figura en la le-
gislación nacional, da trabajo a domicilio por cuenta 
de su empresa (oit, 1996).

Son variados los eventos que han favorecido el 
desarrollo e implementación de esta modalidad de 
trabajo a lo largo de los años. En la región de América 
Latina podemos mencionar la famosa crisis del 2002 
que afectó fuertemente la región del Mercosur. En el 
caso de Argentina, por ejemplo, el Estado sufrió una 
devaluación de la moneda local frente al dólar. El fin 
de la convertibilidad y la falta de fuentes de trabajo 
generó un ambiente propicio para que los servicios de 
los profesionales del país argentino fuesen atractivos 
para las empresas del exterior. Según una encuesta del 
portal Infobae (2020), el 32,9 % de los trabajadores 
en Argentina ya teletrabajaba previo a la crisis sani-
taria generada por el covid-19. A consecuencia de la 
devaluación, los profesionales argentinos resultaron 
buenos y baratos.
En el caso de Uruguay, según datos del Monitor Trabajo, 
un 5 % de los trabajadores uruguayos ya trabajaban 
en esta modalidad previo a la pandemia. Cuando el 
Gobierno exhortó a que se implementara el teletrabajo 
(para el sector público y privado) como unas de las 
medidas para reducir la movilidad, esta cifra pasó a 
ser un 20 % a marzo del 2020. Según el estudio Los 
teletrabajadores por COVID-19 en Uruguay y el riesgo 
de la sobrecarga de Ma. Julia Acosta8 «se trata más 
que nada de la población trabajadora más calificada 
del país, que básicamente desarrolla tareas intelec-
tuales y que es asalariada». Según Ortiz Chaparro,9 
los sectores donde más crece el teletrabajo son en los 
de los trabajadores de la información, que abarcan 
trabajos que van desde la introducción de datos hasta 
funciones más complejas como las de investigación y 
el desarrollo. Entre ellas se puede destacar:
-los que trasladan la información de un soporte a 
otro, por ejemplo, quienes realizan tareas de ingreso 

8	  Socióloga, directora del Área de Desarrollo Social de Equipos 
Consultores. Contacto: jacosta@equipos.com.uy

9	  Desde hace años desarrolla su carrera como economista y 
sociólogo en Telefónica. Es autor de numerosos artículos, ponencias 
y estudios relacionados con la sociedad de la Información. También fue 
uno de los pioneros en divulgar el teletrabajo, una modalidad laboral 
de la que es uno de los mayores expertos en España.
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de bases de datos;
-los que gestionan la información, por ejemplo, tra-
ductores, diseñadores gráficos, agentes de seguros, 
abogados, contadores, etc.;
-los que producen información, por ejemplo, perio-
distas, informadores, analistas, programadores, 
comunicadores, etc.;
-los que tienen relación con una clientela local, por 
ejemplo, oficinas de información, ventas por corres-
pondencia y por teléfono, etc.
Es a raíz de las crisis que el teletrabajo gana terre-
no en el mercado laboral, tal como lo plantea Sonia 
Boiarov (2005):10 

Negroponte dice que el e-commerce no se desarrollará 
en los países desarrollados, como todos creen, sino en 
los subdesarrollados, ¿Por qué? Porque son los más 
desesperados […] Por qué no pensar lo mismo, pero en 
el teletrabajo en vez del e-commerce. Con récords de 
desempleo, ¿¿no somos los más desesperados?? Lógica-
mente no solo por esto se desarrollará, tenemos buena 
conectividad, y buena inversión tecnológica, aunque todo 
sea mejorable. Programas estatales hacia la Sociedad de 
la Información que ya están pensando en el TT11. Sobre 
todo, excelentes recursos humanos para ofrecer (p. 5).

Como queda de manifiesto, un trabajador desem-
pleado en un contexto de crisis económica y social 
es un objetivo vulnerable que puede ser captado por 
las empresas de cualquier parte del mundo. Ante la 
incertidumbre y la falta de alternativas, los trabaja-
dores aceptan la imposición de esta forma de trabajo 
que instala sobre los proletarios un nuevo régimen 
de trabajo, que generalmente incurre en la precari-
zación de las condiciones laborales. En paralelo con 
esto último, aparecen empresas que aprovechan esta 
oportunidad para brindar servicios de formación y 
capacitación para los nuevos obreros del siglo xxi. 
Como ejemplos tenemos los casos de los autores Gil 
Gordon y la misma Sonia Boiarov, ambos fundadores 
de empresas que se dedican a brindar estos servicios.12 
En el caso de Uruguay ya tenemos a nuestro alrededor 
empresas que están aprovechando el contexto actual 
para abrirse camino con las oportunidades de negocios 
que brinda el teletrabajo y la educación. Un ejemplo 
es el de la empresa sedu.13 Según la información dis-
ponible en su página web, dicha empresa funciona 
en el formato de plataforma, se presenta como nexo 
entre las instituciones educativas y los docentes. El 
objetivo es brindarles a las instituciones una solución 
a los problemas de las ausencias de los docentes. A 
partir de la generación de una base de datos de docen-

10	  Licenciada en Relaciones del Trabajo y magíster de la Universi-
dad de Buenos Aires en Ciencias Sociales del Trabajo. Directora de 
los cursos de teletrabajo para América Latina y el Caribe de Unesco 
2002-2005. Fundadora del Centro de Teletrabajo y Teleformación de 
la Facultad de Ciencias Sociales - Universidad de Buenos Aires - uba.

11	  Teletrabajo.

12	  Ver: http://boiarov.com.ar/teletrabajo/ y http://www.gilgordon.
com/

13	  www.sedu.uy

tes dispuestos, la plataforma pone a disposición un 
«saco» de donde poder sacar profesores para cubrir 
vacantes temporales.

4. Condiciones de trabajo docente en el proceso 
de trabajo a distancia

Los cambios sociales impuestos por la pandemia han 
generado efectos adversos en diferentes áreas de los 
países del mundo, especialmente, las naciones más 
pobres han sido las más afectadas. Dentro de este 
escenario de declive económico, sanitario, educati-
vo y cultural los más perjudicados terminan siendo 
los niños y adolescentes. La mayoría de los países 
tomaron como medida para combatir la expansión 
del virus el cierre de las instituciones educativas y 
dejaron en la región de América Latina y el Caribe 
un total aproximado de 170 millones de estudiantes 
sin poder asistir a clases presenciales, con todo lo 
que ello implica.
Una de las principales medidas tomadas por los Go-
biernos para garantizar el derecho a la educación fue 
la de implementar la enseñanza a distancia, mediante 
la utilización de los recursos tecnológicos disponibles 
para ello. Las estrategias empleadas fueron diversas, 
ya que no todos los países contaban con sistemas 
educativos preparados para afrontar esta modalidad. 
En este sentido, el informe de la ieal identifica cuatro 
estrategias presupuestarias llevadas adelante por los 
Gobiernos para afrontar el impacto de la pandemia 
en los sistemas educativos. 
En primer lugar, están los que redujeron el presu-
puesto (previo a la pandemia) y no dieron subsidios 
especiales para educación (Brasil, Chile, Costa Rica, 
Panamá, Paraguay, Uruguay); en segundo lugar, se en-
cuentran los países donde no se redujo el presupuesto 
ni se otorgaron subsidios especiales para educación 
(Honduras y Perú); tercero, países donde no se redujo 
el presupuesto y se implementaron subsidios espe-
ciales para educación (República Dominicana y El 
Salvador) y, por último, países donde se incrementó 
el presupuesto y se dieron subsidios especiales para 
educación (Argentina).
Los principales medios utilizados por los países de la 
región han sido los tradicionales, como la televisión, 
radio y materiales impresos, que han sido un comple-
mento de solución a los problemas de acceso a internet, 
para intentar hacer que la educación a distancia sea 
menos exclusiva. Según datos elaborados por el Banco 
Mundial (2021) la cobertura a internet es menor en-
tre los estudiantes de bajos ingresos: solo el 45 % de 
los estudiantes en el quintil inferior tienen acceso al 
servicio en sus hogares. En países como Perú, México, 
Panamá y Colombia, apenas entre el 14 % y 25 % de 
los estudiantes del quintil inferior tienen acceso a 
internet en sus hogares, respectivamente.
Son muchas las dimensiones de estudio y análisis 
que se abren con la instrumentación de esta forma 
de trabajo a distancia, específicamente en lo que con-
cierne a las nuevas condiciones de trabajo a las que 
se encuentran expuestos los trabajadores docentes.
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Trabajos académicos recientes aportan información 
valiosa sobre la realidad vivenciada por ellos en 
América y el Caribe. Un primer trabajo que brinda 
resultados obtenidos de 12 países es el elaborado por 
la Red Latinoamericana de Estudios sobre Trabajo 
Docente (Red Estrado), titulado Trabajo docente en 
tiempo de pandemia, que, a partir de una experiencia 
en Brasil, decidió aplicar una encuesta en países donde 
está organizada (Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, 
México, Paraguay, Perú y Uruguay). En coordinación 
con otras instituciones el estudio, además, se aplicó 
en Honduras, El Salvador, Panamá y República Do-
minicana. La recolección de datos ocurrió primero 
en Brasil entre el 8 y el 30 de junio de 2020. En los 
demás países, la recolección de datos ocurrió del 15 
de octubre al 25 de noviembre de 2020.
El objetivo de dicho trabajo fue el de:

Analizar los impactos de las medidas de distanciamien-
to social, impuestas por la pandemia de la COVID-19, 
sobre el trabajo docente en las escuelas públicas o que 
reciben financiamiento público, en los niveles infantil, 
primario y secundario/medio, en un conjunto de países 
de América Latina (Red Estrado, 2021, p. 12).

Los resultados obtenidos permiten confirmar que la 
docencia es una profesión ejercida mayoritariamen-
te por mujeres, aproximadamente la relación entre 
hombres y mujeres en los países de América Latina 
es de un 30 % - 70 %.
Los primeros resultados muestran que son varios los 
factores que operan para que el tiempo de trabajo 
se prolongue en el modelo de trabajo a distancia. Un 
primer factor es el de «las habilidades de los pro-
fesores para trabajar con tecnologías digitales, la 
experiencia anterior con los aparatos informáticos y 
otras herramientas virtuales, el uso del internet en su 
vida personal, como, por ejemplo, la participación en 
redes sociales.» (Red Estrado, 2021, p. 17). 
Además, debemos de considerar que la franja etaria es 
otra variable que afecta a la capacidad de los docentes 
para el uso de los recursos tecnológicos digitales. Los 
datos obtenidos muestran que:

 Al 25 % de los encuestados de más de 50 años de edad 
les parecía fácil o muy fácil trabajar con esas tecnolo-
gías, entre los de 29 años o menos, ese índice alcanza 
el 49 % de ellos. O sea, prácticamente el doble (Red 
Estrado, 2021, p. 17).

Otra variable que debemos tener en cuenta, a la hora 
de analizar las condiciones de trabajo que impone esta 

modalidad, es el hecho de cómo esta afecta psicoló-
gicamente a las docentes, ya que se implica, por un 
lado, un cambio en la forma del relacionamiento con 
los estudiantes y con los propios colegas. Y, por el otro, 
contar con los recursos materiales necesarios para 
hacer la tarea. Este es un factor de vital importancia, 
porque si los docentes no cuentan con estos elementos 
necesarios (buena conectividad a internet, escritorio, 
silla ergonómica y un espacio físico adecuado) tendrán 
dificultades para desarrollar su tarea. Esto puede 
generar estrés en ellos y afectar su salud. 

La ausencia de los recursos necesarios para el completo 
desarrollo de las actividades, sumada a la formación insu-
ficiente para usar los programas y recursos tecnológicos 
ha sido causa de sufrimiento para muchos profesores. 
Ellos informan que tienen temores y angustias sobre la 
situación de la pandemia e inseguridad con respecto al 
futuro (Red Estrado, 2021, p. 18).

En nuestro país, un 75 % de las y los docentes de anep 
disponían de notebooks o tablets que no sean del Plan 
Ceibal (anep, 2018). En este sentido, cabe señalar que 
en uno de los informes elaborados por Unicef (2021), 
se señala que hay estudios que muestran que en la 
mayoría de los países de América Latina y el Caribe 
el personal educativo llevó adelante el trabajo a dis-
tancia utilizando recursos y equipamientos propios.
El contexto doméstico es otra variable que debemos 
tomar en cuenta para analizar el impacto que genera 
el trabajo a distancia en la salud de los trabajadores, 
sobre todo si tenemos en cuenta que en los países 
de América la pobreza alcanza a más profesores. En 
el caso particular de los docentes de secundaria de 
Uruguay, el Censo Nacional Docente del año 2018 
realizado por la anep muestra que el 53,2 % gana 
menos de $51 500. Cifra que se encuentra por debajo 
del valor de la canasta básica en nuestro país, que 
actualmente ronda los $98 035, aproximadamente 
(Semanario Búsqueda, 2021).
Según el informe de Unwomen (s. f.), entre cocinar, 
limpiar la casa, ir a buscar agua o leña o cuidar a los 
niños y a los más ancianos, las mujeres realizan por 
lo menos 2,5 veces más trabajo doméstico y de cui-
dado no remunerado que los hombres. Por lo que se 
ven más afectadas por la sobrecarga de trabajo que 
genera la educación a distancia. Según los resultados 
del trabajo de la Red Latinoamericana de Estudios 
sobre Trabajo Docente: 
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Para realizar las tareas del hogar, como limpiar la 
casa o preparar la comida, las mujeres declaran estar 
sobrecargadas mucho más que los hombres. Mientras 
el 64 % de los profesores dividen esa tarea entre otras 
personas de la casa, solo el 39 % de las profesoras dis-
ponen de la ayuda de otros. En otras palabras, el 61 % 
de las docentes mujeres son las únicas responsables de 
las tareas del hogar (Red Estrado, 2021, p. 21).

Cabe destacar que ambos géneros se vieron afec-
tados en lo que respecta a compartir sus recursos 
con algún otro miembro del hogar. En este caso, el 
51 % del género masculino debió de compartir sus 
recursos tecnológicos y el 55 % del género femenino 
tuvo que hacerlo. En líneas generales, la mitad de los 
docentes de América Latina no disponía de equipo 
de uso propio, lo que limita los tiempos disponibles 
para poder llevar al día el trabajo.

En cuanto a la variación del tiempo de trabajo mientras 
se desarrolla el trabajo a distancia, el denominador 
común es que aumentó la carga horaria destinada 
por los profesores. En nuestro país, un 92 % indicó 
que aumentó el tiempo de trabajo dedicado para la 
enseñanza a distancia.

Llama la atención que, frente a esta realidad vivida 
por los docentes, en el estudio realizado entre mayo y 
octubre del 2020 por la Oficina Regional de Educación 
para América Latina y el Caribe (orealc/Unesco) 

titulado Encuesta sobre las respuestas nacionales en 
materia de educación frente a la COVID-19: Panorama 
para América Latina y el Caribe, se señala que:

En la mayoría de los casos, este nuevo escenario de 
enseñanza a distancia no implicó modificaciones en las 
condiciones de trabajo y en el salario de los docentes 
(68 %). Del grupo restante, el 12 % señaló la opción 
«otros», en que se indican situaciones específicas de 
cada país —por ejemplo, que se han visto afectadas 
las condiciones para algunos docentes de educación 
privada, o que se han pospuesto aumentos previstos—, 
y 16 % no pudo responder a la pregunta. (orealc/
Unesco, 2020, p. 19).

Es preocupante como más de la mitad de los minis-
terios de educación de los países participantes de 
la encuesta no reconocen que el trabajo a distancia 
genera modificaciones en las condiciones de trabajo. 
Dicha afirmación desconoce la realidad vivida por los 
trabajadores y es contradictoria con el análisis que 
efectúa a continuación.
En dicho informe, se señala que los países debieron 
implementar diversas estrategias para acompañar los 
nuevos roles y formatos de enseñanza que los docentes 
pusieron en práctica durante la suspensión de clases 
presenciales. A saber, algunas de ellas fueron: imple-
mentación de cursos de formación a distancia (72 %), 
cursos de formación específica en las tic/plataformas 
(64 %), se les brindó apoyo profesional, psicosocial 
y emocional (60 %), se les ofreció contenido docente 
adaptado a la educación a distancia (56 %), se les dio 
herramientas informáticas y conectividad gratuita (36 
%) y otras (20 %). Por lo tanto, si se reconoce que los 
docentes debieron adaptarse y formarse para ejercer 
un nuevo rol y un nuevo formato de enseñanza, es 
imposible que esto se dé sin cambios en las condi-
ciones de trabajo. Entendiéndose esta última como 
«cualquier aspecto del trabajo con posibles conse-
cuencias negativas para la salud de los trabajadores, 
incluyendo, además de los aspectos ambientales y 
los tecnológicos, las cuestiones de organización y 
ordenación del trabajo» (orealc/Unesco, 2020). 14

No es posible afirmar que no se modificaron las 
condiciones de trabajo sin tener respaldo académi-
co para ello, esta afirmación, por lo tanto, se puede 
catalogar como falaz o tendenciosa. Por tal motivo, 
como trabajadores organizados, debemos generar 
insumos para rebatir este tipo de afirmaciones que 
pretenden invisibilizar y desconocer las condiciones 
negativas que el trabajo a distancia genera sobre la 
salud de los trabajadores de la educación.
El informe ejecutivo de la ieal (2020-2021) presenta 
a modo de síntesis cuatro tendencias del impacto 
regresivo sobre el trabajo docente que estuvieron 
presentes en menor o mayor medida en los países de 
la región, en los que se encuentran:
1. precarización de las condiciones laborales y sala-
riales de los docentes;

14	  Método istas.
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2. intensificación del trabajo docente en el contexto 
de pandemia;
3. exceso de exigencia en la formación/capacitación 
docente para impartir la enseñanza en la modalidad 
a distancia;
4. insuficiencia de recursos para poder trabajar.
Como queda de manifiesto, son muchos los desafíos 
que se generan con los cambios en la forma de enseñar 
que impone el modelo de trabajo a distancia. Aunque 
sea una cuestión coyuntural, todo parece indicar que 
los modelos educativos nacionales se están transfor-
mando aceleradamente. Utilizando el contexto pan-
démico como trampolín, los grandes bancos (Banco 
Mundial, Fondo Monetario Internacional, entre otros) 
y organizaciones no gubernamentales que trabajan 
en alianza con estos (Unesco, Unicef, ocde) ganan 
terreno captando los recursos públicos de los Esta-
dos, impulsando una educación laxa de contenidos y 
pensada únicamente para la formación de la mano de 
obra que demanda el siglo xxi.
Tales afirmaciones quedan evidenciadas, por ejemplo, 
en el informe del propio Banco Mundial, en donde 
señala que, en países donde se emplean programas 
adaptativos de remediación asistidos por computa-
dor,15 mejora la proporción de contenidos curriculares 
de matemáticas (en este caso) que dominan. El costo 
de este tipo de programas se encuentra entre 10 y 20 
dólares por alumno al año, son menos costosas que 
otro tipo de «intervenciones comparables», lo que las 
convierte en una atractiva alternativa en un contexto 
de recesión económica.
Si tomamos en cuenta que en América Latina y el Caribe, 
hay aproximadamente 170 millones de estudiantes 
que podrían llegar a necesitar recuperar aprendizajes 
perdidos, a consecuencia del cierre de las instituciones 
educativas, y que pueden ser potenciales consumido-
res de estos programas adaptativos de remediación 
asistidos por computador. Los prestadores de estos 
servicios estarían recaudando, según estos datos, 
aproximadamente 3 400 millones de dólares al año 
¿Es un buen negocio la educación?
Por lo expuesto anteriormente, se considera relevante 
el estudio de las condiciones de trabajo desde esta 
comisión, ya que cualquiera sea la política educativa 
que se implemente, tendrá repercusiones en las con-
diciones de trabajo de los docentes. En las reformas 
educativas que se quieren instaurar en América Latina 
se encuentra explícita la flexibilización laboral, que 
es parte de un modelo educativo empresarial.

5. Período de no presencialidad

El control disfrazado de orientaciones
Se realiza un listado guía para el desarrollo de este 
punto a la brevedad:
Manejo de las autoridades de la educación con respecto 
a la no presencialidad:

15	  Los prac son, esencialmente, softwares especializados para el 
desarrollo de habilidades cognitivas, como computación matemática 
o comprensión de lectura.

-inconsulto;
-improvisado (resoluciones y análisis, Documentos 
orientadores del 1 al 6, entre otros), su carácter, 
tecnicista;
-autoritario;
-control camuflado como orientación.
Mandos medios (Inspecciones de Institutos, Inspec-
ciones de Asignatura, direcciones liceales) y la falsa 
autonomía de los centros:
-control sobre docentes y su modalidad de trabajo 
¿miedo a las consecuencias de decir «no, esto no lo 
hago»?;
-presión a docentes para realizar videoconferencias 
¿Si no las hace, es un mal docente?;
-exceso de pedidos de información y llenado de pla-
nillas que generan aún más sobrecarga en la tarea 
diaria ¿Conexión de estudiantes es igual a aprendizaje?
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Anexo 3: aporte de Comisión de 
Género (20 de noviembre de 2021)

Reunida la Comisión de Género, se trabajó sobre 
distintas líneas de acción para trasladar como pro-
puestas al próximo congreso de nuestra federación. 
Fue una jornada de un rico y ameno intercambio de 
opiniones, remarcadas por la necesidad de mantener 
cierta regularidad en los encuentros, que permita una 
sistematización del trabajo.
Se acordaron, por consenso, los siguientes puntos 
para trasladar:
-exigir la conformación de la comisión bipartita de 
acoso según el protocolo vigente, con el perfil para 
su integración ya elaborado por la comisión bipartita 
de salud laboral;
-exigir el cumplimiento de la existencia de salas de 
lactancia en liceos y oficinas de la dges;
-incluir dentro del artículo 50 del Encuentro de Fe-
ministas Diversas (efd), anexo 1, la depresión pre y 
posparto;
-proponer que exista en el local sindical una sala de 
lactancia;
-entendemos necesario que debe existir un espacio 
de cuidados de niños para las distintas actividades 
de la federación;
- sistematizar desde Fenapes, a través del sistema 
informático, las denuncias o acusaciones generadas, 
con el objetivo de crear una base de datos que permita 
conocer las alertas referentes a acoso y abuso; así 
como aquellos casos que han llegado a la instancia 
de la desafiliación. En el tránsito hacia la denuncia, 
generar mecanismos que preserven la identidad de 
la víctima y permitan su acompañamiento;
-continuar construyendo conocimiento sobre la te-
mática específica a través de jornadas de formación, 
enriquecer a referentes zonales y fortalecer el trabajo 
en redes con las instituciones vinculadas al tema;
-exigir a la dges que se tomen las medidas pertinen-
tes y se inicien las acciones necesarias frente a las 
denuncias de acoso y abuso, para la protección de los 
denunciantes. Estar atentos al seguimiento del expe-
diente y, ante cualquier irregularidad, tomar medidas;
-exigir al dges que contemple el cambio de nombre 
en listas y en la plataforma crea de estudiantes 
transgénero;
-hacer visible en las carteleras sindicales las líneas de 
acción ante situaciones de acoso y abuso, a elaborar 
por la Comisión de Género desde comienzos de 2022;
-modificación del punto 1, página 78, de las resoluciones 
del xvii Congreso, donde dice «desafiliación si agotada 
las vías administrativas y/o judicial se comprueba 
el acoso» debe decir «desafiliación si agotada la vía 
administrativa y/o judicial se comprueba el acoso, en 
tanto esto se resuelve encomendamos a las filiales 
tomar las medidas preventivas pertinentes».

Comité Ejecutivo período 2022-2023

Fabián Almeida- Gabriela dos Santos- 
Rodrigo Zegarra
Marcela Da Col- Dariela Leivas- Mar-
ciu Chiriff
Leonardo Dalmao- Ramiro Araújo- 
Adán Chiapa
Federico De Pallejas- Alejandra Bra-
bo- Andrés Bentancor
Luis Fratti- Yamandú Gutiérrez- Mary 
Lucas
Nelson González- Paula Bastón- Lucy 
Rafael
Gustavo Hellbusch- Óscar Ostocchi- 
Laura Lueiro
Emiliano Mandácen- Camila Mencha-
ca- Leila Laureiro
Sergio Miranda- Marcos Zanetti- Ga-
briela Pereyra
Silvina Morales- Rosario Apollonia- 
Víctor Curbelo
Lelia Moreira- Alejandro Acosta- Ma-
riana Segovia
José Olivera- Gabriela Martínez- Da-
mián González
Fiorella Pena- Marcia Olivera- Mónica 
Segovia
Alejandro Sosa- Florencia Vassahum- 
Rodrigo Cabrera
Leticia Tellechea- Daniela Taddeo- 
María Eugenia Conde

Comisión Fiscal período 2022-2023

Eliane Ignacio- Silvia De Armas- Yo-
landa Ponte
Valeria Trípodi- Lorena Scatragli- Pao-
la Benso
Rodrigo Olivera- Fernanda Madruga- 
Rubén Acuña
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